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IV. POLÍTICAS COMERCIALES, POR SECTORES

1) Introducción

1. Los Estados Unidos siguen siendo uno de los mayores productores, exportadores e importadores mundiales de productos agrícolas.  El promedio de los aranceles aplicados a los productos agrícolas en 2002 fue del 10 por ciento, pero algunos productos son objeto de una protección arancelaria considerablemente más alta.  Después de tres años de asistencia sin precedente, en 2002 se registró un descenso sustancial, al aumentar los precios y no efectuarse prácticamente pagos ad hoc de urgencia.  Sin embargo, esta tendencia descendente se invirtió en 2003, y se prevé que los pagos oficiales volverán a situarse casi en el nivel de 2001.  En comparación con la legislación anterior, la Ley de Seguridad Agrícola e Inversión Rural de 2002 supedita en mayor medida los pagos oficiales a los precios.  La ayuda interna a la agricultura puede afectar a los mercados mundiales debido a su magnitud y a la importancia de los Estados Unidos como productor y comerciante de productos agrícolas.

2. Los sectores estadounidenses del acero y los textiles y el vestido están perdiendo peso económico, pero siguen teniendo una importancia decisiva para las políticas comerciales, como consecuencia de la evolución a escala mundial de estas ramas de producción.  A pesar de la notable reestructuración a que ha sido sometida, la industria del acero estadounidense ha seguido tropezando con dificultades y han aumentado las solicitudes de investigaciones sobre derechos antidumping y compensatorios.  En 2002 se impusieron medidas de salvaguardia a varios productos de acero.  En cuanto al sector de los textiles y el vestido, los Estados Unidos se han comprometido a suprimir las restricciones cuantitativas de las importaciones para finales de 2004, según lo previsto en el Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido de la OMC.  En 2002, los acuerdos preferenciales que prevén la importación libre de derechos y de contingentes de productos procedentes de países del Caribe y África fueron reforzados y extendidos a países andinos.  En virtud de estos acuerdos preferenciales, las importaciones siguen sujetas a prescripciones en materia de contenido nacional para garantizar que los productores de insumos de los Estados Unidos se beneficien también de dichos acuerdos, posiblemente a expensas de proveedores de terceros países con costos inferiores.

3. La mayor parte de las actividades relacionadas con los servicios se han sometido a un proceso de modernización gradual, incluida la eliminación de las restricciones internas al comercio internacional.  Estas medidas han ido más allá de los compromisos contraídos por los Estados Unidos en la OMC y deberían mejorar la eficiencia de la economía nacional.  Sin embargo, en algunos sectores de servicios persisten obstáculos a la competencia extranjera.  En el contexto del Programa de Doha para el Desarrollo, los Estados Unidos presentaron un proyecto de oferta relativa a los servicios que responde en gran medida a los cambios registrados en las leyes y reglamentos de los Estados Unidos desde el final de la Ronda Uruguay.

4. Aunque el mercado estadounidense del transporte marítimo internacional esté por lo general abierto a la competencia extranjera, el transporte internacional de carga por buques de pabellón estadounidense recibe asistencia financiera oficial.  Siguen vigentes las restricciones impuestas al transporte nacional de carga al amparo de la Ley Jones, pero en 2002 se aprobó una legislación destinada a facilitar la concesión de exenciones a dicha Ley.  El sector del transporte aéreo continúa estando protegido por disposiciones que exigen que las líneas aéreas de los Estados Unidos sean sustancialmente propiedad de ciudadanos estadounidenses y estén bajo su control efectivo, y que reservan los servicios de transporte aéreo nacional a esos transportistas estadounidenses.  La estrategia de los Estados Unidos respecto del transporte aéreo internacional se basa principalmente en acuerdos de cielos abiertos para liberalizar el comercio.  Una las novedades que se han producido desde el examen anterior de los Estados Unidos ha sido la aprobación de la Ley de Seguridad y Estabilización del Sistema de Transporte Aéreo que, entre otras cosas, tuvo como resultado una apreciable ayuda financiera oficial a los transportistas estadounidenses a raíz del 11 de septiembre de 2001.

5. El mercado de las telecomunicaciones de los Estados Unidos es uno de los más competitivos y abiertos a la participación extranjera del mundo.  Las autoridades han continuado fomentando la competencia entre las empresas explotadoras a pesar de un entorno económico adverso.  En lo que respecta a los servicios audiovisuales, se aplican restricciones a la concesión a extranjeros de licencias para la transmisión de programas de radio y televisión.  También hay restricciones a la propiedad en el sector de los medios de comunicación que afectan a los productores tanto extranjeros como nacionales.

6. Después de la Ley Gramm-Leach-Bliley de 1999, se ha seguido modernizando el marco reglamentario para los servicios financieros mediante nuevos reglamentos.  Los Estados Unidos conceden en general a los bancos extranjeros acceso abierto a los mercados y trato nacional.  En cuanto a los seguros, las empresas son reguladas primordialmente por cada Estado, pero durante el período examinado se han adoptado medidas orientadas a unificar esa regulación.  Este período se ha caracterizado también por la inestabilidad en el mercado de valores, aunque se han tomado medidas contra cierto número de proveedores de servicios financieros.  En 2002 se aprobó una nueva legislación para hacer frente a la necesidad de reforzar el marco reglamentario.

7. El marco reglamentario de los Estados Unidos para los servicios profesionales ha sido objeto también de una serie de reformas, que han afectado en particular a los servicios contables y jurídicos.  En algunos Estados existen prescripciones en materia de presencia local, domicilio, nacionalidad o forma jurídica de ingreso que afectan al acceso a los mercados extranjeros.  La falta de un régimen reglamentario uniforme a nivel nacional dificulta también el acceso a los mercados.

2) Agricultura

i) Introducción

8. Los Estados Unidos figuran entre los mayores productores y exportadores mundiales de productos agropecuarios.  El valor de la producción agropecuaria fue de 217.000 millones de dólares EE.UU. en 2002;  los productos agrícolas y ganaderos contribuyeron con el 45 y el 43 por ciento, respectivamente, mientras que el resto correspondió a los productos forestales y los servicios.
  En 2002, las exportaciones de productos agropecuarios ascendieron en total a 53.000 millones de dólares EE.UU., y las importaciones a 42.000 millones.
  La soja constituyó el principal producto de exportación (5.500 millones de dólares EE.UU.), seguida de las carnes rojas, el maíz y las hortalizas;  las exportaciones de cada uno de ellos superaron en ese año los 4.000 millones de dólares EE.UU.  Los principales productos de importación fueron las frutas y las hortalizas (5.600 millones de dólares EE.UU. en ambos casos), seguidas de las carnes rojas.  Los precios de muchos productos agropecuarios, en particular los cereales, se mantuvieron bajos en 2000-01, antes de experimentar una fuerte recuperación en 2002.

9. En el caso de algunos productos, las políticas de los Estados Unidos pueden tener repercusiones en los mercados mundiales, aun cuando no estén directamente orientadas al comercio, dado que la producción de ese país representa una proporción considerable de la producción mundial y que exporta una gran parte de su producción agropecuaria.  Por ejemplo, en 2000 el porcentaje de la producción exportada, en términos de valor, fue el 42 por ciento para el arroz, el 48 por ciento para el trigo, el 39 por ciento para el algodón y el 37 por ciento para la soja.
  Estas proporciones ponen también de relieve la importancia que tiene el acceso a los mercados extranjeros para los productores estadounidenses.  Por otra parte, los Estados Unidos absorben el 14 por ciento de las importaciones mundiales de productos agropecuarios.
  El acceso a los mercados de los Estados Unidos es por lo tanto importante para sus interlocutores comerciales.

10. Después de tres años de asistencia oficial sin precedente, la ayuda a los productores agrícolas estadounidenses sufrió un descenso sustancial en 2002, debido sobre todo a que los precios al productor se incrementaron a raíz de la sequía registrada en los Estados Unidos y otros importantes países productores.  Como resultado de ello, las primas de complemento de préstamos (véase más adelante) disminuyeron considerablemente.  La otra razón del descenso de la ayuda fue la ausencia en ese año de pagos de urgencia.  Los pagos directos totales se estimaron en 11.000 millones de dólares EE.UU. en 2002, cifra inferior a la registrada en los tres años comprendidos entre 1999 y 2001, que varió de 20.000 a 22.000 millones anuales.
  Esta reducción de la ayuda tuvo lugar tanto en términos reales como en porcentaje de los ingresos netos de las explotaciones (gráfico IV.1).  La reducción afectó sobre todo a los productores de productos agrícolas y leche, principales destinatarios de esos pagos directos.  Sin embargo, en 2003 los pagos directos totales aumentaron hasta alcanzar una cifra estimada en 19.600 millones de dólares EE.UU., debido a los incrementos de los pagos directos, anticíclicos y de urgencia.

11. La estimación de la OCDE de la ayuda a los productores en los Estados Unidos ha registrado un fuerte descenso con respecto a la cota máxima de 56.000 millones de dólares EE.UU. alcanzada en 1999 (cuadro IV.1).  Las reducciones más importantes correspondieron al sostenimiento de los precios de mercado del azúcar y la leche, y especialmente a los pagos basados en la producción para los cereales.  La estimación de la ayuda total, que constituye un indicador de la ayuda oficial global a la agricultura, incluidas las transferencias a los productores, las transferencias presupuestarias a los consumidores y los servicios generales proporcionados a la agricultura (por ejemplo, comercialización, promoción e infraestructura), ascendió a unos 90.000 millones de dólares EE.UU. en 2002, frente a 99.000 millones en 1999.  Por lo que respecta al porcentaje correspondiente a la ayuda al productor en los ingresos brutos, los productos que recibieron más ayuda fueron el azúcar, el arroz, la leche y, en menor medida, el trigo (cuadro IV.1).
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Cuadro IV.1
Estimación de la ayuda al productor, 1995-2002

	
	1995
	1996
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002

	Todos los productos (miles de millones de $EE.UU.)
	22,9
	29,9
	30,5
	48,3
	55,9
	49,7
	51,7
	39,6

	% de los ingresos
	11
	14
	14
	22
	25
	22
	23
	18

	Leche (miles de millones de $EE.UU.)
	7,2
	10,2
	9,7
	15,2
	13,9
	9,7
	14,1
	9,9

	% de los ingresos
	35
	44
	45
	60
	56
	44
	53
	46

	Maíz (miles de millones de $EE.UU.)
	1,5
	3,3
	3,8
	7,2
	8,9
	9,3
	6,6
	4,6

	% de los ingresos
	6
	12
	14
	28
	34
	34
	26
	17

	Trigo (miles de millones de $EE.UU.)
	1,7
	2,7
	2,9
	4,2
	5,7
	5,4
	4,0
	2,6

	% de los ingresos
	15
	22
	25
	38
	50
	48
	42
	30

	Arroz (miles de millones de $EE.UU.)
	0,6
	0,2
	0,2
	0,3
	0,7
	0,9
	1,0
	0,9

	% de los ingresos
	31
	11
	10
	15
	37
	45
	53
	52

	Semillas oleaginosas (miles de millones de $EE.UU.)
	0,8
	0,8
	0,8
	2,4
	3,9
	4,8
	4,5
	2,1

	% de los ingresos
	5
	5
	5
	15
	24
	28
	26
	13

	Azúcar (miles de millones de $EE.UU.)
	0,9
	0,8
	0,8
	1,2
	1,6
	1,2
	1,3
	1,2

	% de los ingresos
	41
	39
	39
	51
	151
	53
	58
	55


Fuente:
OCDE (2003), Agricultural Policies in OECD Countries, Monitoring and Evaluation.

12. El Presidente de los Estados Unidos firmó la Ley de Seguridad Agrícola e Inversión Rural (FSRIA o Ley de Agricultura) en mayo de 2002.
  La Ley de Agricultura, con una vigencia de seis años (2002-2007), aumenta el recurso a la ayuda basada en los precios, apartándose por lo tanto del objetivo de reducir gradualmente la ayuda con efectos de distorsión de la producción en favor de los complementos de ingresos previstos en la Ley Federal de Mejora y Reforma de la Agricultura de 1996 (Ley FAIR).
  La Ley de Agricultura no establece un tope global para los gastos, aunque hay diversos mecanismos para limitarlos.  Por ejemplo, el pago máximo que puede recibir cada productor en virtud de la Ley de Agricultura es de 360.0000 dólares EE.UU. al año.
  Además, las autoridades señalaron que la cláusula "de desconexión" de la Ley de Agricultura estipula que la ayuda interna no debe superar los límites de la OMC.  Estas cuestiones se analizan más adelante.
ii) Protección en frontera:  contingentes arancelarios y salvaguardias

13. El promedio de los aranceles NMF aplicados a la agricultura en 2002 fue del 9,8 por ciento.  La mayoría de los aranceles más altos se aplican a productos agrícolas sujetos a contingentes arancelarios.
  Como puede observarse en el cuadro IV.2, cabe aducir que algunos aranceles fuera del contingente son prohibitivos y pueden actuar de hecho como restricciones cuantitativas de las importaciones, especialmente cuando los contingentes se utilizan en su totalidad (por ejemplo, en el caso de algunos productos lácteos y de los maníes).  Sin embargo, las autoridades indicaron que el comercio por encima del contingente había ascendido a 225 millones de dólares EE.UU. en 2001 y había afectado al 72 por ciento de los contingentes arancelarios, por lo que el sistema de contingentes arancelarios no actuaba como restricción cuantitativa para esos productos.  La existencia de contingentes arancelarios puede explicar en parte la baja proporción de las importaciones de productos lácteos (menos del 3 por ciento) en el consumo interno.

14. Cerca del 91 por ciento de los aranceles fuera del contingente son derechos no ad valorem (por lo general, tipos específicos), proporción que se acerca al 27,3 por ciento cuando se trata de los tipos dentro del contingente.  El resultado es que la incidencia de los aranceles y el grado de protección frente a las importaciones varía en función de los precios.  Teniendo en cuenta los equivalentes ad valorem de los tipos no ad valorem, que son calculados cada año por las autoridades, en 2000 el promedio de los tipos arancelarios NMF dentro del contingente fue del 9 por ciento, mientras que el promedio correspondiente fuera del contingente fue del 53 por ciento.  En 2002, esos promedios fueron del 9,3 y el 48,6 por ciento respectivamente.  El descenso se debió probablemente a la subida de los precios en 2002, que tal vez dio lugar a unos equivalentes ad valorem más bajos para determinados tipos arancelarios específicos o compuestos (con respecto a los aranceles no ad valorem, véase el capítulo III 2)).

Cuadro IV.2
Productos comprendidos en los contingentes arancelarios, 2002

	Productos
	Promedio de los tipos arancelariosa 2002 (%)
	Contingente de importación consolidado
	Tasa de utilizaciónb 2000
(%)
	Tasa de utilizaciónb 2002
(%)
	Interlocutores comerciales
con acceso reservado 
(% del contingente notificado
a la OMC)c

	
	Dentro del contingente
	Fuera del contingente
	
	
	
	

	Carne de bovino:  fresca, refrigerada o congelada (tm)
	4,5
	26,4
	696.621
	83
	83
	Canadá y México (sin límite), Australia (57,6), Nueva Zelandia (32,5), Japón (0,03), Otros (9,9)

	Nata (crema) (miles de litros)
	2,7
	26,8
	6.695
	51
	65
	Nueva Zelandia (87,3)

	Leche evaporada/condensada (tm)
	4,1
	26,6
	6.857
	86
	87
	UE (21,8), Canadá (17,0), Australia (1,5)

	Leche desnatada en polvo (tm)
	2,2
	52,6
	5.261
	60
	98
	Global, sin asignaciones a países

	Leche entera en polvo (tm)
	4,1
	53,8
	3.321
	60
	96
	Global, sin asignaciones a países

	Nata (crema) en polvo (kg)
	16,5
	43,1
	99.500
	10
	7
	Global, sin asignaciones a países

	Lactosuero/suero de mantequilla en polvo (tm)
	7,2
	6,8
	296
	27
	22
	Global, sin asignaciones a países

	Mantequilla (tm)
	3,7
	59,5
	6.977
	100
	98
	Global, sin asignaciones a países

	Aceite de mantequilla/sucedáneos (tm)
	8,0
	98,0
	6.080
	100
	100
	Global, sin asignaciones a países

	Mezclas de productos lácteos (tm)
	12,9
	37,0
	4.105
	86
	100
	Australia (27,7), UE (4,2)

	Quesos de pasta azul (tm)
	14,4
	39,0
	2.911
	99
	97
	UE (96,1), Chile (2,3), República Checa (1,5), Argentina (0,07)

	Queso Cheddar (tm)
	12,0
	30,5
	13.256
	95
	98
	Nueva Zelandia (56,8), Australia (25,4), UE (8,5), Canadá (6,4), Otros (2,8)

	Quesos de tipo americano (tm)
	14,3
	58,4
	3.523
	89
	99
	Nueva Zelandia (57,0), Australia (28,5), UE (9,6), Otros (4,8)

	Quesos Edam y Gouda (tm)
	12,1
	50,3
	6.816
	98
	98
	UE (81,2), Costa Rica (10,2), Argentina (2,9), Uruguay (2,8), Otros (3,0)

	Quesos de tipo italiano (tm)
	13,9
	48,1
	13.481
	93
	99
	Argentina (51,2), UE (33,5), Uruguay (7,1), Rumania (3,5), Hungría (2,8), Polonia (1,8), Otros (0,1)

	Queso suizo o Emmental (tm)
	6,4
	42,4
	34.475
	90
	83
	UE (62,6), Noruega (20,3), Suiza (10,6), Australia (1,5), República Checa (1,0), Hungría (1,0), Otros (3,0)

	Queso elaborado como el Gruyère (tm)
	9,3
	46,7
	7.855
	75
	86
	UE (74,1), Suiza (16,0), Otros (1,0)

	Otros quesos, n.e.p. (tm)
	10,0
	35,7
	48.628
	90
	99
	UE (56,7), Nueva Zelandia (25,2), Suiza (3,6), Australia (3,3), Polonia (2,7), Canadá (2,5), Israel (1,5), Otros (4,3)

	Quesos con bajo contenido de materia grasa (tm)
	10,0
	32,9
	5.475
	48
	65
	UE (74,2), Nueva Zelandia (17,5), Australia (4,4), Polonia (3,1), Israel (0,9)

	Maníes (tm)
	8,5
	139,8
	52.906
	91
	100
	Argentina (84,0), Otros (16,0)

	Chocolate en copos (tm)
	4,5
	15,1
	26.168
	81
	79
	UE (32,1), Australia (8,3)

	Chocolate en copos con bajo contenido de materia grasa (tm)
	5,9
	43,2
	2.123
	0
	0
	Irlanda (80,1), Reino Unido (19,9)

	Preparaciones para la alimentación infantil que contengan oligosacáridos (tm)
	17,5
	64,8
	100
	100
	100
	Global, sin asignaciones a países

	Aceitunas verdes maduras (tm)
	1,3
	1,8
	730
	0
	0
	Global, sin asignaciones a países

	Aceitunas rellenas envasadas (tm)
	1,1
	2,0
	2.700
	36
	31
	Global, sin asignaciones a países

	Aceitunas verdes, las demás (tm)
	2,3
	2,7
	550
	73
	69
	Global, sin asignaciones a países

	Aceitunas verdes, enteras (tm)
	2,2
	4,3
	4.400
	28
	19
	Global, sin asignaciones a países

	Mandarinas (Satsuma) (tm)
	0,0
	0,4
	40.000
	100
	100
	Global, sin asignaciones a países

	Mantequilla y pasta de maníes (tm)
	0,0
	131,8
	20.000
	85
	78
	Canadá (73,1), Argentina (15,4), Otros (9,3)

	Helados (miles de litros)
	20,0
	30,4
	5.668
	59
	57
	UE (20,0), Nueva Zelandia (11,4), Jamaica (0,7)

	Piensos que contengan leche (tm)
	7,5
	12,3
	7.400
	0
	1
	UE (75,1), Nueva Zelandia (24,1), Australia (0,8)

	Azúcar de caña en bruto (miles de tm)
	3,4
	48,8
	1.117
	88
	81
	México (2,1), Otros (95,3)

	Otros azúcares o jarabes de caña o de remolacha (miles de tm)
	9,3
	49,8
	22
	159
	151
	Canadá (29,4), México (8,6), Otros (62,1)

	Otras mezclas que contengan más del 10% de azúcar (tm)
	9,2
	19,6
	64.709
	99
	99
	Canadá (91,6), Otros (8,4)

	Cacao en polvo edulcorado (tm)
	6,7
	18,8
	2.313
	60
	15
	Global, sin asignaciones a países

	Mezclas y pastas (tm)
	10,0
	25,8
	5.398
	100
	100
	Global, sin asignaciones a países

	Condimentos y aderezos compuestos (tm)
	7,5
	13,1
	689
	100
	45
	Global, sin asignaciones a países

	Tabaco (tm)
	14,3
	350,0
	150.700
	53
	75
	Brasil (53,3), Malawi (8,0), Zimbabwe (8,0), Argentina (7,1), UE (6,6), Guatemala (6,6), Otros (10,5)

	Algodón de fibra corta (tm)
	0,0
	13,4
	20.207
	2
	2
	Global, sin asignaciones a países

	Algodón áspero o rugoso (tm)
	2,7
	20,0
	1.400
	0
	0
	Global, sin asignaciones a países

	Algodón de fibra mediana (tm)
	1,3
	6,8
	11.500
	2
	7
	Global, sin asignaciones a países

	Algodón de fibra larga (tm)
	0,8
	3,0
	40.100
	24
	13
	Global, sin asignaciones a países

	Desperdicios de algodón (tm)
	0,0
	54,4
	3.335
	0
	0
	UE (26,3), Japón (5,7), Canadá (4,0), India y Pakistán sumados (1,2), China (0,3)

	Algodón cardado o peinado, pero no hilado (kg)
	5,0
	29,0
	2.500
	52
	100
	Global, sin asignaciones a países


a
Promedio basado en tipos ad valorem o en equivalentes ad valorem facilitados por las autoridades.

b
Calculado como el cociente entre los volúmenes efectivos de las importaciones y los contingentes de importación consolidados.

c
La información sobre las asignaciones a países procede de la Lista XX.

tm
toneladas métricas.

Fuente:
Documentos G/AG/N/USA/42 y G/AG/N/USA/48 de la OMC, de fecha 17 de enero de 2003 y 24 de junio de 2003, respectivamente;  Lista XX - Estados Unidos de América;  Arancel de Aduanas Armonizado de los Estados Unidos, que puede consultarse en:  http://dataweb.usitc.gov;  e información facilitada por las autoridades.

15. En general, el acceso a los contingentes arancelarios se concede por orden de recepción de las solicitudes.  Entre las excepciones cabe citar algunos productos lácteos y el azúcar.  Algunos productos lácteos necesitan licencias de importación para que se les pueda aplicar el tipo arancelario dentro del contingente.
  Se expiden anualmente licencias de importación de productos lácteos:  a los titulares tradicionales por el mismo volumen de importaciones procedentes de los mismos países proveedores;  a solicitantes calificados, designados por el gobierno del país de origen como importadores preferenciales;  o a solicitantes calificados, mediante un sistema de sorteo.  Se expiden certificados de admisibilidad a contingentes de exportación de azúcar a los países que exportan ese producto, para que los distribuyan a los exportadores.  A raíz del compromiso que asumieron los Miembros de la OMC en diciembre de 2000 de velar porque los regímenes de sus contingentes arancelarios se administren de manera más transparente, equitativa y no discriminatoria, los Estados Unidos facilitaron en octubre de 2001 más detalles sobre la administración de sus contingentes arancelarios.

16. Para la mayoría de los productos (por ejemplo, la carne de bovino, los productos lácteos y los maníes), el acceso a parte de los contingentes arancelarios está reservado a determinados países mediante su incorporación a la Lista de compromisos sobre acceso reservado de los Estados Unidos (cuadro IV.2).  Por ejemplo, los importadores que deseen importar quesos de pasta azul deberán adquirir sus suministros a cuatro interlocutores comerciales:  la Unión Europea, a la que está reservado el acceso a más del 96 por ciento del volumen dentro del contingente, Chile, la República Checa o la Argentina.  Este ultimo país es titular también del 84 por ciento del contingente arancelario para los maníes.

17. Los contingentes arancelarios aplicados al azúcar de caña en bruto se ampliaron ligeramente en 2001, pero posteriormente se redujeron hasta el mínimo de los compromisos contraídos en el marco de la OMC con respecto a los contingentes arancelarios.
  Con esas reducciones se pretendía compensar el aumento de la producción interna.
  En agosto de 2002, Australia solicitó detalles acerca de una nueva medida mediante la cual la Corporación de Créditos para Productos Básicos (CCC, véase la sección vi) más adelante) ofrecía existencias de azúcar de caña en bruto a cambio de certificados de admisibilidad a los contingentes.
  Según las autoridades, esta medida está destinada a colocar excedentes.  En mayo de 2002, la CCC anunció que se habían aceptado ofertas del Brasil, Côte d'Ivoire, el Ecuador, Jamaica, Filipinas y Tailandia por un total de 115.116 toneladas cortas de equivalente en azúcar en bruto, a cambio de certificados de admisibilidad a los contingentes.
18. Los Estados Unidos se han reservado el derecho a aplicar aranceles adicionales a las importaciones por encima del contingente de productos sujetos a contingentes arancelarios si sus precios de importación se sitúan por debajo de un precio de activación o si las cantidades exceden de un determinado umbral, de conformidad con las disposiciones de salvaguardia especial establecidas en el párrafo 4 del artículo 5 del Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC.  Estas dos salvaguardias especiales pueden no imponerse simultáneamente y no se aplican a las importaciones dentro del contingente.  En marzo de 2003 se notificó una medida de salvaguardia basada en el volumen para el queso de tipo americano.

19. También se puede imponer una salvaguardia basada en el volumen a los productos de carne de ovino (partida 9904.0260 del SA);  sin embargo en la Lista de compromisos de los Estados Unidos no se consignan contingentes arancelarios para estos productos.
  En 1999, los Estados Unidos impusieron un contingente arancelario a las importaciones de carne de cordero procedentes de Australia y Nueva Zelandia, de conformidad con el Acuerdo sobre Salvaguardias de la OMC.  Esta medida de salvaguardia se suprimió en noviembre de 2001, atendiendo a las recomendaciones del OSD.

20. Las medidas de salvaguardia basadas en el precio se adoptan automáticamente envío por envío.  El arancel adicional se determina aplicando una fórmula basada en el promedio de los precios de importación de 1986 a 1988.
  Los importadores de productos por encima del contingente fijado para una línea arancelaria deben declarar la gama de precios preestablecida que se aplica a esos productos.  Si a esa gama de precios corresponde un derecho de salvaguardia, se impone el cargo adicional.  La notificación anual más reciente de los Estados Unidos a la OMC fue la correspondiente a 2001;  en ella se indica la aplicación de medidas basadas en el precio a la carne de bovino, la leche, la mantequilla, el queso, los demás productos lácteos, los maníes y el azúcar.

iii) Ayuda interna
21. La notificación más reciente de los Estados Unidos sobre medidas de ayuda interna abarca el período comprendido entre octubre de 1999 y septiembre de 2000.
  Miembros de la OMC han señalado que los retrasos en las notificaciones a la OMC reducen la transparencia y dificultan el examen puntual de las tendencias de la ayuda a la agricultura en los Estados Unidos.
  En su última notificación, los Estados Unidos indicaban una Medida Global de la Ayuda Total Corriente (MGA, conocida como ayuda del compartimento "ámbar") de casi 17.000 millones de dólares EE.UU. para el período comprendido entre octubre de 1999 y septiembre de 2000, cifra que representa un fuerte aumento con respecto a los años anteriores.
  El límite máximo para esta ayuda, de conformidad con los compromisos asumidos por los Estados Unidos en la OMC, es de 19.100 millones de dólares EE.UU. (gráfico IV.2).
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22. A comienzos de 2003 no había habido ninguna notificación acerca de la Ley de Agricultura a los Miembros de la OMC, aunque en varias ocasiones se ha planteado el asunto de la Ley, o de alguno de sus elementos específicos, como cuestión relativa a la aplicación del párrafo 6 del artículo 18 del Acuerdo sobre la Agricultura.  El artículo 1601 e) de la Ley de Agricultura prescribe que la Secretaría de Agricultura "haga ajustes en la cuantía de tales gastos en la mayor medida posible" si el volumen de la ayuda interna excede de los compromisos asumidos en la Ronda Uruguay (19.100 millones de dólares EE.UU. a partir del ejercicio de aplicación 2000/2001).  Algunos Miembros han preguntado cómo tienen intención los Estados Unidos de vigilar los gastos durante cada período de notificación, de manera que en caso necesario se puedan adoptar medidas durante el período de notificación para garantizar el cumplimiento de su nivel de compromiso anual.
  Hasta la fecha, no se ha tomado decisión alguna en cuanto a si son necesarios reglamentos para aplicar esa disposición.

23. En 1999, más de tres cuartos de la ayuda interna de los Estados Unidos no estuvo sujeta a compromisos de reducción porque consistió en medidas del "compartimento verde" (cerca de 50.000 millones de dólares EE.UU., destinados principalmente a programas internos de distribución de alimentos, pero también a servicios generales y a ayuda a los ingresos desconectada), o en "ayuda de minimis" (7.400 millones de dólares EE.UU.).  La ayuda de minimis ha aumentado de manera significativa (gráfico IV.2).  En total, la ayuda interna con efectos de distorsión del comercio de los Estados Unidos (de minimis más MGA Total Corriente) fue por lo tanto superior a 24.000 millones de dólares EE.UU. en 1999.

a)
Pagos directos
24. Los pagos efectuados en virtud del contrato de producción flexible (PFC) estuvieron en vigor hasta 2002.  La ley de Agricultura los ha sustituido por pagos directos, que se diferencian de los pagos en virtud del PFC en que, mientras que para éstos se establecía una cantidad unitaria decreciente, la cuantía unitaria de los pagos directos se fija en dólares EE.UU. para todo el período de vigencia de la Ley.  La cobertura de productos se ha ampliado para incluir la soja, las demás semillas oleaginosas y los maníes, además de los productos que podían acogerse a los pagos PFC, como el trigo, el maíz, la cebada, el algodón de tierras altas, la avena, el arroz y el sorgo.  Los pagos directos para 2003 se estimaron en 5.200 millones de dólares EE.UU.;  los pagos en virtud del PFC ascendieron a 5.000 millones de dólares EE.UU. tanto en 1999 como en 2000, a 4.000 millones en 2001 y a un total de 3.800 millones en 2002, año en que ambos programas se aplicaron simultáneamente.

25. Al igual que los pagos en virtud del PFC, los pagos directos se basan en los rendimientos y la superficie históricos, por lo que no les afectan la producción corriente ni los precios de mercado corrientes.  Los Estados Unidos han clasificado en la OMC los pagos en virtud del PFC como ayuda "desconectada" de la producción y, por consiguiente, como parte del "compartimento verde".

b)
Programas de préstamos, anticíclicos y de precios mínimos

26. La Ley de Agricultura mantiene los programas de préstamos que proporcionan a los productores de los cultivos que pueden acogerse a ellos unos ingresos mínimos fijos por unidad de producción, y ofrecen por consiguiente incentivos para seguir produciendo cuando bajan los precios.  Además del arroz, el maíz, el sorgo, la cebada y la avena, el algodón de fibra extralarga y de tierras altas, la soja, las demás semillas oleaginosas y el trigo, la Ley de Agricultura amplió la cobertura de productos de los programas de préstamo para incluir también los maníes, la lana, el mohair, la miel, los guisantes secos, las lentejas y los garbanzos pequeños.  Las tasas de préstamo para la mayoría de los productos durante todo el sexenio (2002-2007) son más altas que en 2001.  Las excepciones son el arroz, para el que la tasa de préstamo no se ha modificado, y la soja, para la que se ha reducido.  Los Estados Unidos notificaron los programas de préstamos como medidas del "compartimento ámbar" que distorsionan el comercio.  Los pagos en virtud de estos programas no están supeditados a los resultados de exportación.  Sin embargo, la ayuda concedida en el marco de estos programas puede afectar al comercio internacional cuando los productos subvencionados se venden en los mercados mundiales.

27. El programa de préstamos para productos básicos permite a los agricultores dejar de pagar los préstamos de reembolso limitado para esos productos
, dejando sus cultivos a disposición de la Corporación de Créditos para Productos Básicos cuando los precios del mercado sean inferiores al "tipo del préstamo" (es decir, el precio determinado por el gobierno).  Estas medidas sostienen los precios en la medida en que retiran cultivos del mercado.  La CCC vende los productos básicos de su propiedad en el mercado, pero a un precio no inferior a la tasa de préstamo vigente en el momento de la venta.
28. Para desalentar la cesión de la garantía a la CCC y la adquisición de existencias por el gobierno federal, se ofrecen también a los productores programas de préstamos de comercialización.  Estos programas están destinados a sostener los ingresos, pero no los precios del mercado:  los agricultores reembolsan el préstamo al tipo de préstamo original o al tipo de reembolso del préstamo, si éste fuera más bajo.  La diferencia entre los dos tipos constituye una subvención a los productores (beneficio por préstamo de comercialización).

29. Otra opción a la que se recurre con frecuencia consiste en cobrar directamente la subvención mediante primas de complemento de préstamos.  La prima de complemento de un préstamo es la cantidad en que el tipo del préstamo supera al tipo de reembolso del préstamo, y por consiguiente equivale al beneficio por préstamo de comercialización.  En el marco de este programa, los agricultores venden ellos mismos sus cosechas en el mercado.

30. La ayuda a los productores de tabaco se aporta esencialmente mediante precios garantizados.  Los pagos en concepto de pérdida de mercado para el tabaco, destinados a compensar la reducción de los contingentes de producción como respuesta al descenso de la demanda, ascendieron a 328 millones de dólares EE.UU. en 1999/2000, y a unos 470 millones en 2000/2001.  La Ley de Asistencia a la Agricultura de 2003 incluía disposiciones sobre pagos directos a todos los beneficiarios de asignaciones de superficie o de contingentes de comercialización y los productores de tabaco.  El programa distribuirá 53 millones de dólares EE.UU. a los solicitantes que reúnan las condiciones establecidas.

31. La Ley de Agricultura introdujo un nuevo pago anticíclico de sostenimiento de los ingresos.  El nuevo programa de pagos anticíclicos proporciona ventajas en función de los precios para los productos comprendidos siempre que el precio efectivo de éstos sea inferior a su precio indicativo.  A diferencia de los pagos anteriores en concepto de asistencia urgente por pérdida de mercado, los pagos anticíclicos dependen de los precios, la superficie histórica (fija) y los rendimientos.  La nueva legislación establece un precio indicativo para cada uno de los productos comprendidos.  Cuando el tipo del préstamo, o el precio medio estacional, más el pago directo, si fuera más alto, se sitúa por debajo del precio indicativo, se efectúa un pago anticíclico por un importe igual a esa diferencia.  Los productos que pueden acogerse a este programa son el trigo, el maíz, el sorgo, la cebada, la avena, el algodón de tierras altas, el arroz, la soja, las demás semillas oleaginosas y los maníes.  El efecto potencial de distorsión de la producción y del comercio que pudiera tener este nuevo programa es limitado porque los pagos están desconectados de la producción corriente, y por lo tanto no se requiere producción alguna para beneficiarse de ellos.  Como puede observarse en el cuadro IV.3, los precios indicativos se han establecido en niveles relativamente altos teniendo en cuenta los precios registrados en 1999-2002.

32. También se fomentó la producción de maníes mediante un programa de sostenimiento de los precios a dos niveles que preveía una tasa de sostenimiento alta para los maníes destinados al consumo interno como alimento y una tasa mucho más baja para los destinados a la exportación o a la trituración.  La Ley de Agricultura cambió esta ayuda por un programa de préstamos de comercialización, pagos anticíclicos, pagos directos y pagos de compensación por pérdida de contingentes.
33. Además del programa de la Fase 2, que es específico para el algodón, este cultivo puede acogerse al mismo tipo de ayuda que otros productos que cumplen las condiciones requeridas, a saber, pagos directos, pagos en concepto de préstamos y pagos anticíclicos.
  Como se indicó anteriormente, cerca del 40 por ciento de la producción de algodón de los Estados Unidos se destina a la exportación.  Las autoridades han señalado que el alto nivel de los desembolsos oficiales en los últimos años se ha debido al hundimiento de los precios mundiales.  En marzo de 2003, se estableció un grupo especial de la OMC para examinar la compatibilidad con esta Organización de diversos programas de asistencia, reglamentos y leyes en favor de los productores, consumidores y exportadores de algodón de tierras altas de los Estados Unidos.
  La industria lechera depende en alto grado de medidas de sostenimiento de los precios, medidas de sostenimiento de los ingresos, protección de las importaciones y subvenciones a la exportación.  Las órdenes federales de comercialización establecen precios mínimos para la leche en función del uso a que la destinen los elaboradores.  Además, la CCC seguirá comprando excedentes de productos lácteos en el marco del programa federal de sostenimiento de sus precios.  La Ley de Agricultura fija el precio mínimo de sostenimiento de la leche (con un contenido de materia grasa del 3,67 por ciento) en 9,90 dólares EE.UU. por quintal.  Este precio ha de mantenerse mediante compras oficiales de mantequilla, leche desnatada en polvo y queso.  El hecho de que la ayuda concedida en virtud de este programa dependa del volumen de la producción redundará probablemente en un aumento de ésta, y tal vez de los excedentes.  En septiembre de 2001 expiró el "Pacto de la Industria Lechera del Nordeste", que representaba cerca del 3 por ciento de la producción de leche de los Estados Unidos y había permitido fijar un precio mínimo por encima del nivel federal.

Cuadro IV.3
Precios de mercado y precios indicativos en el marco de la FSRIA, 1999-2007

($EE.UU. por unidad)

	Producto
	Unidad
	Precio medio anual (promedio anual)
	Precios indicativos
	

	
	
	1999
	2000
	2001
	2002
(sep.-dic.)
	2002-2003
	2004-2007

	Trigo
	bushel
	2,48
	2,62
	2,78
	3,56
	3,86
	3,92

	Maíz
	bushel
	1,82
	1,85
	1,97
	2,25 a 2,35
	2,6
	2,63

	Sorgo en grano
	bushel
	1,57
	1,89
	1,94
	2,30 a 2,40
	2,54
	2,57

	Cebada
	bushel
	2,13
	2,11
	2,22
	2,73
	2,21
	2,24

	Avena
	bushel
	1,12
	1,10
	1,59
	1,81
	1,40
	1,44

	Algodón de tierras altas
	libra
	0,450
	0,498
	0,298
	0,425
	0,724
	0,724

	Arroz
	quintal
	5,93
	5,61
	4,25
	4,10 a 4,20
	10,50
	10,50

	Soja
	bushel
	4,63
	4,54
	4,38
	5,50
	5,8
	5,8

	Las demás semillas oleaginosas
	libra
	
	
	
	
	0,098
	0,101

	Maníes
	tonelada
	508
	549
	468
	365
	495
	495


Fuente:
Información en línea del Servicio de Investigaciones Económicas.  Disponible en:  http://www.ers.usda.gov/publications/ agoutlook/aotables/mar2003/aotab05.xls;  Departamento de Agricultura de los Estados Unidos (2002), The Farm Act:  Provisions and Implications for Commodity Markets;  e información facilitada por las autoridades.

34. El nuevo pago anticíclico aplicado a los productos lácteos ha adoptado la forma de un programa nacional de pagos en concepto de pérdidas de mercado.  En el marco de este programa, se efectúa un pago directo mensual a los productores de leche que reúnen las condiciones requeridas cuando el precio mensual de este producto se sitúa por debajo de un nivel de referencia.  El pago depende de la cantidad que comercializa el productor durante el mes y está limitado a una producción de 2,4 millones de libras de leche.

c)
Otros programas de ayuda

35. Como se señalaba en el anterior examen de los Estados Unidos, se aplican varios programas de seguros para reducir las consecuencias financieras de las incertidumbres en cuanto al clima, los rendimientos y los precios.
  Los programas de seguros de cosechas tienen por objeto proteger a los agricultores contra las pérdidas de ingresos, inclusive las derivadas de un descenso de los precios o los rendimientos.  El Gobierno paga la totalidad de las primas por pérdidas de producción debidas a catástrofes, y subvenciona también en parte la cobertura contra sucesos no catastróficos, como el descenso de los precios.  Estos programas de seguros se han notificado a la OMC como medidas del "compartimento ámbar" en virtud de las disposiciones de minimis.  Las disposiciones vigentes sobre seguros de cosechas figuran en la Ley de Protección de Riesgos Agrícolas de 2000.

iv) Asistencia a la exportación

a)
Subvenciones a la exportación
36. De conformidad con el Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC, los Estados Unidos consignaron en su Lista subvenciones a la exportación para 13 grupos de productos, entre ellos cereales, semillas oleaginosas, productos lácteos y hortalizas;  esas subvenciones quedaron sujetas a diversos compromisos de reducción durante el período 1995-2000.  Entre las notificaciones de subvenciones a la exportación hechas por los Estados Unidos durante el período examinado destaca una para el período comprendido entre octubre de 2000 y septiembre de 2001 y otra para el período comprendido entre octubre de 2001 y septiembre de 2002.
  Los Estados Unidos se han comprometido a realizar unos desembolsos totales no superiores a 594 millones de dólares EE.UU. al año para subvencionar las exportaciones de los productos mencionados.

37. En 2000, las subvenciones efectivas a la exportación, que ascendieron a 15 millones de dólares EE.UU., se concentraron en las exportaciones de queso, otros productos lácteos y aves de corral:  se subvencionó el 91 por ciento de las exportaciones totales de leche desnatada en polvo, frente al 71 por ciento en 1999.  En 2001, las subvenciones a la exportación ascendieron a 55 millones de dólares EE.UU. y sólo se aplicaron a los productos lácteos.  En particular, los desembolsos en subvenciones a la exportación de leche desnatada en polvo se multiplicaron por ocho, aunque el volumen exportado no sufrió variaciones;  según las autoridades, ello se debió al agrupamiento de las ventas en un único ejercicio contable.

38. Durante el período examinado, no se han modificado dos programas de subvención de las exportaciones agrícolas, el Programa de Fomento de las Exportaciones (EEP) y el Programa de Incentivos para la Exportación de Productos Lácteos (DEIP), que se aplican desde hace tiempo;  según las autoridades, no se ha recurrido al EEP desde 2001.  La Ley de Agricultura autoriza de nuevo el DEIP y el EEP hasta 2007.  Ambos programas están sujetos a las disciplinas que se consignan en los compromisos en materia de subvenciones a la exportación asumidos por los Estados Unidos de conformidad con el Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC.  Todas las ventas en el marco del EEP y el DEIP son realizadas por el sector privado.

39. Con arreglo al EEP, el Departamento de Agricultura de los Estados Unidos paga primas en efectivo a los exportadores para que éstos puedan vender productos agrícolas en países seleccionados por menos de lo que les cuesta adquirirlos.  No se ha recurrido al EEP desde 1995, a excepción de pequeños envíos de aves de corral congeladas y de un cargamento de cebada.  El DEIP funciona de manera similar al EEP.  Los productos comprendidos en el DEIP son el trigo, la harina de trigo, el arroz, las aves de corral congeladas, la cebada, la malta de cebada, los huevos comestibles y el aceite vegetal.  Los productos comprendidos en el DEIP son la leche en polvo, la grasa de mantequilla y los quesos cheddar, mozzarella, gouda y fetta, el queso crema y el queso tipo americano elaborado.  Las autoridades señalaron que en la asignación más reciente del DEIP se ha suprimido a los países acogidos al SGP, que han dejado de estar calificados como destinatarios.

b)
Financiación, seguros y garantías de las exportaciones

40. El mayor programa de fomento de las exportaciones agrícolas de los Estados Unidos es el Programa de Garantía de los Créditos a la Exportación (GSM-102), que abarca créditos con plazos comprendidos entre 90 días y 3 años.
  El Programa Intermedio de Garantía de los Créditos a la Exportación (GSM-103) abarca créditos con plazos de más de 3 años y menos de 10.  Los programas GSM-102 y 103 permiten a compradores extranjeros comprar productos agrícolas estadounidenses a exportadores privados estadounidenses, encargándose bancos estadounidenses de financiar a los bancos de los importadores.  La CCC garantiza los pagos del banco extranjero al banco de los Estados Unidos.  Si el banco extranjero no realiza los pagos según lo acordado, la CCC pagará las cantidades reclamadas una vez comprobado que las reclamaciones están en regla.

41. Los productos comprendidos en los programas GSM-102 y GSM-103 también están comprendidos en el Programa de Garantía de los Créditos concedidos por los proveedores (SCGP), con arreglo al cual la CCC garantiza una parte de las cantidades adeudadas por los importadores en virtud de una financiación a corto plazo (hasta 180 días), otorgada directamente por exportadores de los Estados Unidos a los importadores para la compra de productos básicos y otros productos agropecuarios estadounidenses.  En el marco del Programa de Garantía de Instalaciones (FGP), la CCC ofrece garantías de crédito a bancos de los Estados Unidos para financiar ventas de exportación de manufacturas y servicios de ese país con el fin de mejorar instalaciones relacionadas con la agricultura, por ejemplo para almacenamiento, elaboración y manipulación, en mercados incipientes.  Las ventas de manufacturas y servicios deben estar vinculadas a proyectos que beneficien sobre todo a las exportaciones de productos agrícolas de los Estados Unidos.  Según las autoridades, el FGP es conforme con las directrices de la OCDE.  Todos esos programas de exportación han sido autorizados de nuevo por la Ley de Agricultura hasta 2007.

42. El valor de los créditos a la exportación con ayuda oficial se redujo de 4.000 millones de dólares EE.UU. en el ejercicio de 1998 a 3.100 millones en el de 2000, antes de aumentar de nuevo a 3.400 millones en el ejercicio de 2002.  América del Sur, México, Turquía y Corea del Sur fueron los principales destinos de las exportaciones en 2002.

43. La financiación de las exportaciones garantizada por el Gobierno confiere una ventaja a las exportaciones, porque los tipos de interés que se aplican no responden al riesgo real de la transacción, sino a la estimación crediticia de la garantía implícita;  ésta es la principal razón por la que la garantía oficial de los créditos a la exportación puede constituir una subvención de las exportaciones.
  Las autoridades han indicado que los tipos aplicados a los préstamos garantizados por los programas GSM son por lo general superiores en 15 a 25 puntos básicos al LIBOR y no se otorgan de por sí en condiciones inferiores a las del mercado, pero que, teniendo en cuenta las modestas estimaciones crediticias de los participantes, las garantías atenúan de hecho las consecuencias del posible incumplimiento del pago en las decisiones empresariales.

c)
El Fondo de Ayuda Económica y otros programas
44. Se pueden obtener también fondos para comprar productos alimenticios estadounidenses, incluso en condiciones favorables, a través del Fondo de Ayuda Económica, que es una cuenta de asignaciones presupuestarias para financiar la asistencia económica a los países tomando en consideración sus especiales necesidades económicas, políticas o de seguridad y los intereses de los Estados Unidos.  Por ejemplo, en el presupuesto para el ejercicio de 2003, se asignaron a Egipto 655 millones de dólares EE.UU.  De esa cantidad, 200 millones podían utilizarse como parte del programa de importación de productos básicos, para facilitar la adquisición de 840.000 toneladas de trigo de los Estados Unidos por parte de la Dirección General de Suministro de Productos Básicos de Egipto.  Aunque el Fondo funciona en otros países, Egipto es el principal beneficiario.

45. El Programa de Acceso a los Mercados (MAP) utiliza fondos de la CCC con el fin de facilitar la creación, expansión y mantenimiento de mercados extranjeros para productos agrícolas de los Estados Unidos.  El MAP constituye la colaboración entre asociaciones comerciales agrícolas sin fines lucrativos, cooperativas agrícolas, grupos comerciales estatales y regionales sin fines lucrativos y pequeñas empresas de los Estados Unidos y la CCC para compartir los costos de las actividades de comercialización y promoción en el extranjero, tales como campañas dirigidas a los consumidores, estudios de mercado, ferias de comercio y prestación de servicios comerciales.  En virtud de la Ley de Agricultura, la financiación para el MAP aumentará progresivamente pasando de 100 millones de dólares EE.UU. en el ejercicio de 2002 a 200 millones en el de 2006.

v) Ayuda alimentaria

46. Los Estados Unidos son el mayor proveedor mundial de ayuda alimentaria, con un 62 por ciento (en volumen) de la ayuda alimentaria entregada en 2001.
  Las autoridades indicaron que, como respuesta a las peticiones del Programa Mundial de Alimentos y de los países receptores, los envíos de ayuda alimentaria de los Estados Unidos aumentaron sustancialmente en 1999, y luego descendieron en 2000 y 2001.  El valor de la ayuda alimentaria total en el ejercicio de 2002 fue de 1.090 millones de dólares EE.UU., cerca del 1,7 por ciento de las exportaciones agrícolas estadounidenses.

47. La ayuda alimentaria de los Estados Unidos consiste, en la mayoría de los casos, en donaciones en especie de productos básicos.  En el marco del Convenio sobre la Ayuda Alimentaria, los Estados Unidos acuerdan entregar cada año una cantidad mínima de ayuda alimentaria.  Como una gran parte de la ayuda alimentaria está sujeta a restricciones presupuestarias, el volumen de las donaciones es inversamente proporcional a los precios de los productos alimenticios.  En valor, los mayores envíos de ayuda alimentaria en el ejercicio de 2002 consistieron en trigo, aceite vegetal y leche desnatada en polvo.

48. En 2001, cerca del 75 por ciento de la ayuda alimentaria de los Estados Unidos fue clasificada por el Programa Mundial de Alimentos como ayuda alimentaria de urgencia (socorro), destinada a las víctimas de catástrofes naturales o de origen humano y distribuida gratuitamente, o como ayuda alimentaria en el marco de proyectos, que se distribuye a grupos beneficiarios seleccionados para apoyar actividades específicas de desarrollo y prevención de catástrofes.  Se suministra siempre en forma de donación.
  Los beneficiarios son, en particular, los países de bajos ingresos o los países que experimentan crisis nutricionales.  Este tipo de ayuda alimentaria suele proporcionarse en virtud del título II (Asistencia privada y de emergencia) del programa P.L. 480, administrado por la Agencia para el Desarrollo Internacional de los Estados Unidos;  también se puede proporcionar en virtud de los programas previstos en el artículo 416(b) (véase más adelante).

49. El resto de la ayuda alimentaria de los Estados Unidos (25 por ciento) fue clasificada por el Programa Mundial de Alimentos como ayuda en el marco de programas.  Este tipo de ayuda alimentaria se dona o se vende en el marco de préstamos a largo plazo en condiciones de favor;  las autoridades señalaron que el producto de la venta se destina a planes de desarrollo, incluida la creación de capacidad comercial.  Los programas que rigen este tipo de ayuda alimentaria son, entre otros, el título I del programa P.L. 480 (ventas a largo plazo en condiciones de favor), el programa Alimentos para el Progreso y los programas previstos en el artículo 416(b), cuyo objeto es utilizar los excedentes de productos básicos.  Entre los países receptores de cantidades relativamente grandes de ayuda alimentaria en el marco de programas durante el ejercicio de 2002 figuraron el Pakistán, con 75 millones de dólares EE.UU., y en menor medida Indonesia, Filipinas, Eritrea, Uzbekistán y el Perú.

50. La ayuda alimentaria de los Estados Unidos ha suscitado diversas intervenciones de Miembros de la OMC, que han señalado que esa ayuda corre el riesgo de alterar las ventas comerciales en los países receptores.
  Según las autoridades, todos los programas de ayuda alimentaria de los Estados Unidos se realizan en conformidad plena con los Principios de la FAO sobre colocación de excedentes y obligaciones de consulta.
vi) Actividades de comercio de Estado

51. La Corporación de Créditos para Productos Básicos (CCC) es una entidad federal administrada por el Departamento de Agricultura de los Estados Unidos que fue creada para estabilizar y sostener los ingresos de las explotaciones y los precios de los productos agropecuarios.
  La Ley Constitutiva de la CCC modificada autoriza la venta de productos básicos agropecuarios a otros organismos públicos y a gobiernos extranjeros, así como las donaciones de productos alimenticios a organismos de socorro nacionales, extranjeros o internacionales.  En la actualidad, la CCC funciona sobre todo como una entidad de financiación mediante la cual el Gobierno financia sus programas agropecuarios.
52. La CCC lleva a cabo operaciones relacionadas con el trigo, el maíz, las semillas oleaginosas, el algodón (de tierras altas y de fibra extralarga), el arroz, el tabaco, los garbanzos pequeños, las lentejas y los guisantes secos, la leche y los productos lácteos, la cebada, la avena, el sorgo en grano, el mohair, los demás tipos de lana, la miel, los maníes y el azúcar.  La CCC está facultada para concertar ventas de exportación directas de estos productos y para promover su exportación mediante pagos, créditos a la exportación y otras actividades conexas.  La CCC colabora también en el desarrollo de nuevos mercados extranjeros para los productos básicos agropecuarios.
3) Sector manufacturero

i) Panorama general

53. A pesar de las fluctuaciones cíclicas, la tendencia general de la producción manufacturera ha seguido el ritmo de otros sectores, aumentando en cerca del 35 por ciento en términos reales entre 1991 y 2001;  la parte correspondiente al sector manufacturero en el PIB fue del 16,2 por ciento en 2001, aproximadamente la misma que en 1990.  Sin embargo, en dólares corrientes la contribución del sector manufacturero a la economía estadounidense ha disminuido en los últimos años;  su participación en el PIB descendió del 17,9 por ciento en 1990 al 14,1 por ciento en 2001 (cuadro IV.4).
54. Cerca del 60 por ciento de la producción manufacturera consiste en bienes no perecederos.  Con arreglo al Sistema de Clasificación Industrial de América del Norte (NAICS), las principales actividades manufactureras son el equipo y la maquinaria electrónicos, los productos químicos y la maquinaria y el equipo industriales, aunque ninguna industria manufacturera representa por sí sola más del 2 por ciento del PIB.  En 2002, el sector empleó a 16,7 millones de personas, es decir el 12,8 por ciento del empleo no agrícola total, frente a 19,1 millones, es decir el 17,4 por ciento, en 1990.

55. La capacidad utilizada ha disminuido considerablemente desde el año 2000;  en 2002 se cifraba en el 73,8 por ciento.  La productividad, medida como valor añadido por trabajador, aumentó durante el período examinado, al reducirse la parte correspondiente al empleo manufacturero en el empleo no agrícola total.

Cuadro IV.4
Principales indicadores del sector manufacturero, 1990-2002

	
	1990
	1995
	1999
	2000
	2001
	2002

	Índice de la producción manufacturera (1997 = 100)

	Total de la producción manufacturera
	75,2
	88,1
	111,8
	117,4
	112,6
	111,5

	Bienes no perecederos
	64,9
	82,1
	119,3
	129,4
	122,9
	121,2

	Bienes perecederos
	88,2
	96,2
	102,2
	102,9
	99,8
	99,6

	Otros bienes
	99,0
	93,2
	109,9
	112,4
	109,1
	105,7

	Tasa de utilización de la capacidad (%)
	81,6
	82,8
	81,4
	81,4
	75,6
	73,8

	Contribución al PIB, dólares corrientes (%)
	17,9
	17,4
	16,0
	15,5
	14,1
	..

	Bienes no perecederos
	10,1
	9,9
	9,2
	9,0
	8,1
	..

	Maquinaria y equipo industrial
	2,0
	1,8
	1,6
	1,8
	1,5
	..

	Equipo electrónico y otro tipo de equipo eléctrico
	1,8
	2,0
	1,7
	1,6
	1,4
	..

	Vehículos automóviles y equipo
	0,8
	1,3
	1,3
	1,2
	1,1
	..

	Bienes perecederos
	7,8
	7,6
	6,8
	6,5
	6,1
	..

	Impresión y edición
	1,3
	1,1
	1,1
	1,1
	1,1
	..

	Productos químicos y conexos
	1,9
	2,0
	1,8
	1,7
	1,6
	..

	Contribución al PIB (dólares constantes de 1996)
	16,3
	17,0
	17,1
	17,2
	16,2
	..

	Empleo (millones)
	19,1
	18,3
	18,6
	18,5
	17,7
	16,7

	Porcentaje del empleo no agrícola total (%)
	17,4
	15,5
	14,4
	14,0
	13,4
	12,8

	Beneficios de las empresas (miles de millones de $EE.UU.)
	109,2
	166,1
	157,5
	159,8
	83,4
	100,5ª

	De los cuales, correspondientes a industrias de bienes no perecederos (miles de millones de $EE.UU.)
	40,8
	41,6
	68,2
	61,5
	9,9
	22,8

	Variación en los ingresos nominales (%)
	3,3
	2,2
	3,3
	3,9
	3,1
	2,9


..
No se dispone de datos.

a
Tercer trimestre.

Fuente:
Junta de Gobernadores del Sistema de la Reserva Federal y Departamento de Comercio.

56. En 2002, el promedio de los aranceles NMF aplicados a las importaciones de productos manufacturados (definición de la CIIU) fue del 5,1 por ciento;  el promedio correspondiente aplicado a los productos no agrícolas (definición de la OMC) fue del 4,2 por ciento.  Dejando de lado la elaboración de productos alimenticios, que con arreglo a la definición de la CIIU se considera parte del sector manufacturero y que eleva considerablemente el promedio, los productos gravados con el tipo medio más alto, según el código de la CIIU, son los textiles y las prendas de vestir (9,4 por ciento), seguidos de los productos minerales no metálicos (5 por ciento) y los productos químicos (4,1 por ciento).  La progresividad arancelaria está presente en algunas industrias, como las de los textiles y el vestido, los minerales no metálicos y los metales básicos.  Las medidas especiales se aplican sobre todo a los productos manufacturados (más del 95 por ciento de los derechos antidumping y compensatorios vigentes):  además del acero, afectan principalmente a los productos químicos, los textiles y el vestido y la maquinaria y el equipo eléctrico (capítulo III 2) v)).  En general, el acero y los productos textiles siguen siendo elementos fundamentales de la política comercial, aunque su importancia económica está disminuyendo.

ii) El acero

57. La industria del acero de los Estados Unidos representa menos del 1 por ciento del PIB y en 2002 empleó en total a unos 170.000 trabajadores.  Este sector se ha sometido desde 1980 a una notable reestructuración, como resultado de la cual se ha reducido considerablemente la capacidad interna de fabricación de acero (unos 25,5 millones de toneladas, es decir cerca del 18,3 por ciento de la capacidad total), han aumentado las importaciones y ha crecido la productividad.  Sin embargo, a pesar de esto, ciertos productores de acero de los Estados Unidos, y en particular algunas de las mayores empresas del sector, han seguido tropezando con dificultades.  Fuentes de la industria estiman que en marzo de 2003 el 20 por ciento aproximadamente de la capacidad de los Estados Unidos funcionaba al amparo del capítulo 11 de la Ley de Quiebras.
  Durante el período comprendido entre 1997 y 2002, 35 empresas del acero se declararon en quiebra;  18 de ellas habían cesado sus actividades o habían cerrado sus instalaciones al final de ese período.

58. Los Estados Unidos producen algo más del 10 por ciento del acero mundial;  su participación en la producción mundial ha disminuido en unos 2 puntos porcentuales desde 1998.  Aunque su participación en el consumo mundial de acero también ha disminuido, los Estados Unidos seguían consumiendo el 13,5 por ciento del total en 2001.  Hasta 2002 (año más reciente para el que se dispone de datos), los Estados Unidos eran el mayor importador neto de acero del mundo:  en 2001, sus importaciones representaron cerca del 9 por ciento del total mundial, mientras que sus exportaciones sólo representaron el 2 por ciento.

59. Las importaciones de acero de los Estados Unidos aumentaron fuertemente a raíz de que en 1992 se suprimieran los acuerdos de limitación voluntaria en el marco del Programa de Liberalización del Acero.  Entre 1992 y 2001, las importaciones de productos de acero semiacabados y acabados aumentaron un 77 por ciento en volumen, mientras que el consumo creció un 26 por ciento y la producción sólo un 7 por ciento.
  Las importaciones alcanzaron su nivel máximo en 1998, cuando la participación de las importaciones en el consumo de productos de acero llegó al 28 por ciento (cuadro IV.5).  La mayor parte del aumento correspondió a las importaciones procedentes del Brasil, Turquía, el Japón y Rusia.  En años posteriores, la participación de las importaciones en el consumo interno disminuyó hasta situarse en torno al 25 por ciento en 2002, coincidiendo con un descenso del crecimiento en los Estados Unidos y con diversas medidas tomadas contra las importaciones (véase más adelante).
60. Tras haber disminuido en 2001, las importaciones aumentaron de nuevo en 2002, un 8,4 por ciento en volumen y un 4,9 por ciento en valor (cuadro IV.6).  En 2002, casi el 80 por ciento de las importaciones estadounidenses de acero procedieron de sólo ocho proveedores:  el Canadá, la UE, México, el Brasil, Corea, Rusia, el Japón y Turquía.  Las importaciones de productos de acero que fueron objeto de investigaciones al amparo del artículo 201 (salvaguardias) representaron casi el 70 por ciento de las importaciones totales, con un valor de 8.400 millones de dólares EE.UU.

Cuadro IV.5
Principales indicadores de la industria del acero de los Estados Unidos, 1997-2002
	
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002

	Producción de acero en bruto (millones de tm)
	98,4
	98,7
	97,4
	101,8
	90,1
	92,2

	Producción total mundial de acero en bruto (millones de tm)
	798,9
	777,2
	788,4
	847,4
	849,6
	902,0

	Participación de los Estados Unidos en la producción total mundial de acero en bruto
	12,3
	12,7
	12,4
	12,0
	10,6
	10,2

	Consumo estadounidense de acero en bruto (millones de tm)
	123,6
	134,6
	127,5
	132,9
	114,3
	..

	Consumo total mundial de acero en bruto (millones de tm)
	789,2
	779,4
	798,5
	867,3
	845,0
	845,0

	Participación de los Estados Unidos en el consumo total mundial de acero en bruto
	15,7
	17,3
	16,0
	15,3
	13,5
	..

	Importaciones destinadas al consumo de productos de acero (millones de tm)a
	28,3
	37,7
	32,4
	34,4
	27,4
	29,7

	Valor de las importaciones (miles de millones de $EE.UU.)
	13,5
	16,3
	12,9
	14,7
	11,5
	12,1

	Participación de las importaciones en el consumo total
	22,9
	28,0
	25,4
	25,9
	24,0
	..

	Empleo, total (miles de personas)
	218
	216
	211
	208
	189
	169

	Empleo de trabajadores en la producción (miles de personas)
	163
	160
	153
	151
	141
	124


..
No se dispone de datos.

a
Departamento de Comercio (Oficina del Censo de los Estados Unidos), Oficina de Estadísticas Laborales.

Fuente:
Instituto Internacional del Hierro y el Acero, Steel Statistical Year Book 2002.

Cuadro IV.6
Importaciones estadounidenses de acero por país, volumen y valor, 1999-2002
(Miles de toneladas y millones de $EE.UU.)

	Países
	1999
	2000
	2001
	2002

	
	Volumen
	Valor
	Volumen
	Valor
	Volumen
	Valor
	Volumen
	Valor

	Total
	32.414
	12.614
	34.433
	14.903
	27.351
	11.526
	29.652
	12.088

	Canadá
	4.571
	2.330
	4.769
	2.550
	4.228
	2.185
	5.241
	2.744

	México
	3.192
	1.054
	2.954
	1.138
	2.713
	895
	3.408
	1.204

	Unión Europea
	6.012
	3.386
	6.398
	4.054
	5.516
	3.351
	4.822
	2.804

	AELC
	52
	45
	147
	69
	53
	45
	40
	31

	Turquía
	364
	88
	609
	163
	860
	202
	1.235
	314

	Otros países de Europa Occidental
	50
	27
	98
	44
	19
	13
	8
	11

	Polonia
	145
	33
	297
	89
	150
	36
	175
	53

	Moldova
	328
	67
	357
	76
	172
	35
	17
	3

	Ucrania
	714
	130
	1.408
	305
	461
	110
	337
	71

	Rusia
	1.138
	284
	1.379
	383
	1.541
	323
	1.651
	350

	Otras ex Repúblicas Soviéticas
	539
	110
	533
	122
	71
	16
	87
	23

	Otros países de Europa Oriental
	654
	167
	695
	202
	454
	146
	724
	221

	Australia
	850
	167
	738
	190
	623
	137
	677
	152

	China
	698
	215
	1.351
	454
	691
	282
	750
	259

	Indonesia
	483
	117
	379
	113
	128
	40
	133
	43

	Japón
	2.778
	1.456
	1.933
	1.229
	1.863
	1.153
	1.480
	940

	Corea
	2.670
	912
	2.433
	980
	2.020
	779
	1.677
	637

	Taipei Chino
	876
	416
	1.145
	601
	518
	308
	345
	249

	Otros países de la Cuenca del Pacífico
	220
	72
	245
	96
	316
	85
	182
	52

	Argentina
	437
	134
	417
	163
	403
	137
	387
	127

	Brasil
	3.445
	733
	3.280
	861
	2.821
	664
	3.551
	779

	Colombia
	27
	12
	52
	27
	43
	24
	41
	22

	Venezuela
	468
	132
	433
	132
	308
	127
	444
	131

	Otros países de América del Sur y Central
	375
	107
	326
	99
	362
	102
	542
	164

	India
	531
	146
	909
	318
	182
	94
	634
	349

	Sudáfrica
	535
	178
	585
	240
	473
	136
	389
	144

	Otros países
	262
	96
	565
	208
	364
	100
	668
	211


Fuente:
Departamento de Comercio.

61. En los últimos años, y especialmente tras el fuerte aumento de las importaciones en 1998, se ha incrementado el número de solicitudes de investigaciones sobre derechos antidumping y compensatorios.  Durante el período comprendido entre 1998 y 2002, se iniciaron más de 148 investigaciones sobre derechos antidumping y compensatorios aplicados al acero y los productos relacionados con el acero.
  En junio de 2003, había en vigor 134 órdenes de imposición de derechos antidumping y 35 órdenes de imposición de derechos compensatorios en relación con productos de acero.
  En junio de 2003 estaban vigentes seis acuerdos de suspensión relacionados con productos de acero, uno de los cuales concluyó en septiembre de 2003.

62. En junio de 2001, el Gobierno de los Estados Unidos anunció una Iniciativa Multilateral sobre el Acero, consistente en un plan con tres objetivos:  a) reducir el exceso de capacidad mundial de fabricación de acero mediante negociaciones con los interlocutores comerciales;  b) eliminar las subvenciones y las prácticas que distorsionan el comercio en todo el mundo mediante la iniciación de negociaciones sobre normas internacionales para el comercio del acero;  y c) pedir a la USITC que iniciara una investigación al amparo del artículo 201 (salvaguardias).

63. En diciembre de 2001, la USITC remitió al Presidente su informe sobre la investigación, y en marzo de 2002 el Gobierno de los Estados Unidos anunció su decisión de imponer medidas temporales de salvaguardia (capítulo III 2) v)).

64. Las medidas de salvaguardia consistieron en la aplicación de un arancel del 30 por ciento para los productos planos, los productos de acero fundido con estaño, las barras laminadas en caliente y las barras acabadas en frío;  un arancel del 15 por ciento para las barras de refuerzo, ciertos productos tubulares, las barras de acero inoxidable y las varillas de acero inoxidable;  un arancel del 13 por ciento para los accesorios y bridas al carbono y aleados;  un arancel del 8 por ciento para el alambre de acero inoxidable;  y un contingente arancelario para los desbastes, con un volumen dentro del contingente fijado en 5,4 millones de toneladas cortas y un arancel fuera del contingente del 30 por ciento (los tipos dentro del contingente varían por lo general entre el 0 y el 1 por ciento).  Algunos de los aranceles impuestos eran más altos que los recomendados por la USITC;  en el caso de las varillas de acero inoxidable, el arancel era más bajo.  Los tipos arancelarios se ajustaron en marzo de 2003 (del 30 al 24 por ciento, del 15 al 12 por ciento, del 13 al 10 por ciento y del 8 al 7 por ciento), mientras que el contingente arancelario se amplió hasta 5,9 millones de toneladas cortas.
  En marzo de 2003, el Presidente anunció que quedaban excluidos de las medidas 295 productos, atendiendo a las 661 peticiones de exclusión formuladas por consumidores de acero de los Estados Unidos y productores extranjeros de diversos países.
  Sumados a las exclusiones de 2002, un total de 1.022 productos quedaron excluidos de las medidas de salvaguardia.

65. Además de las medidas de salvaguardia, se introdujo un sistema temporal de trámite de licencias para el acero durante el período de vigencia de las medidas.  Este sistema se implantó con objeto de obtener oportunamente datos estadísticos sobre las cantidades de acero que se importaban en los Estados Unidos y de facilitar la supervisión por el Departamento de Comercio de los cambios significativos o los posibles aumentos de las importaciones de acero, en particular las procedentes de países excluidos de esta medida correctiva.
  La prescripción relativa al trámite de licencias entró en vigor el 1º de febrero de 2003 y se aplica a todas las importaciones de productos comprendidos en la medida de salvaguardia de 2002, procedan o no de los países excluidos y estén o no sujetas a exclusiones de determinados productos.

66. Ocho Miembros de la OMC presentaron al OSD solicitudes de celebración de consultas sobre las medidas de salvaguardia aplicadas por los Estados Unidos en 2002.  Esas consultas fueron seguidas del establecimiento de un grupo especial por el OSD.  Los informes del grupo especial llegaron a la conclusión de que las medidas de salvaguardia eran incompatibles con el Acuerdo sobre Salvaguardias y con el GATT de 1994 (capítulo III 2) v)).  Los Estados Unidos recurrieron en apelación contra determinadas cuestiones de derecho tratadas en los informes del grupo especial.

67. Los Estados Unidos han sido el demandado más activo en las cuestiones referentes al acero sometidas al mecanismo de solución de diferencias de la OMC.  En abril de 2003, los Estados Unidos participaban como demandado en 14 de las 19 diferencias en curso en la OMC con respecto al acero y los productos relacionados con el acero (todas ellas iniciadas durante el período 1998-2002);  sólo en una participaba como reclamante.  En seis de los casos, el grupo especial recomendó que los Estados Unidos pusiera las medidas en conformidad con sus obligaciones en el marco de los Acuerdos de la OMC.

68. Según la industria del acero de los Estados Unidos, las medidas de salvaguardia han posibilitado la reestructuración y la consolidación de esa rama de producción nacional.
  Por otra parte, ciertos representantes de industrias consumidoras de acero han sostenido que las medidas han causado pérdidas de puestos de trabajo en ese sector, han retrasado la reestructuración de las empresas nacionales del acero más débiles y han perjudicado además a los consumidores.

69. Algunas industrias consumidoras de acero han pedido que se excluyan de las medidas a determinados productos.  Esas exclusiones se examinan una vez al año.  En marzo de 2003, el Representante de los Estados Unidos para las Cuestiones Comerciales Internacionales anunció la exclusión de 295 productos de las medidas de salvaguardia, porque se había comprobado que los productores estadounidenses no podían suministrarlos en cantidades suficientes.

70. En abril de 2003, la USITC inició una investigación fáctica al amparo del artículo 332, como se lo había solicitado la Comisión de Medios y Arbitrios de la Cámara de Representantes de los Estados Unidos, para examinar las condiciones de competencia con que se enfrentaban las industrias estadounidenses consumidoras de acero en relación con los aranceles y los contingentes arancelarios aplicados a las importaciones de determinados productos de acero.  La investigación tenía por objeto estudiar los efectos de las medidas de salvaguardia en el empleo, los salarios, la rentabilidad, las ventas, la productividad y la inversión de capital en las industrias consumidoras de acero y en las industrias que dependen de las importaciones de acero.
  En su informe, publicado en septiembre de 2003, la USITC señalaba que se había producido una pequeña pérdida neta de PIB, estimada en 30,4 millones de dólares EE.UU., debido a las medidas de salvaguardia, y un incremento de las compras directas de acero a los productores nacionales, que habían pasado del 65 al 73 por ciento del total.

71. En 2002, los Estados Unidos y casi todos los demás países productores de acero iniciaron negociaciones en la OCDE para reducir las subvenciones públicas y abordar el problema del exceso antieconómico de capacidad, que durante decenios ha distorsionado el mercado mundial del acero.  En el seno de la OCDE, un Grupo de Estudio de las Disciplinas sobre el Acero ha estado tratando de elaborar los elementos de un acuerdo en relación con las subvenciones al acero, que previsiblemente se concluirá a principios de 2004.  Los Estados Unidos apoyaron también el establecimiento en la OCDE de un Grupo de Trabajo sobre Capacidad, encargado de reducir el exceso ineficiente de capacidad a escala mundial.

72. En mayo de 2003, los Estados Unidos presentaron una propuesta para plantear en la OMC las disciplinas que se estaban negociando en la OCDE con respecto al sector del acero.  En particular, declararon que apoyaban la elaboración por el Grupo de Estudio de las Disciplinas sobre el Acero de un plan destinado a establecer los elementos de un acuerdo relativo a las subvenciones al acero que pudiera ser incorporado en el marco de las normas de la OMC, trabajo que había de completarse lo antes posible en 2003.

iii) Textiles y vestido

a)
Evolución reciente

73. Los Estados Unidos son los mayores importadores mundiales de textiles y prendas de vestir, y la política comercial estadounidense tiene un efecto significativo sobre el comercio mundial de estos productos.  En 2002, las importaciones estadounidenses representaron el 10,6 por ciento del total de las importaciones mundiales de productos textiles, porcentaje que supuso un aumento en comparación con el 9,8 por ciento en 2000 y el 6,2 por ciento en 1990;  y el 31,7 por ciento de las importaciones mundiales de prendas de vestir, porcentaje que supuso un descenso en comparación con el 32,5 por ciento en 2000, pero que aun así fue superior al 24 por ciento registrado en 1990.
  La participación de los Estados Unidos en las exportaciones mundiales de productos textiles aumentó hasta el 7 por ciento en 2002, frente al 6,4 por ciento en 1999, mientras que su participación en las exportaciones mundiales de prendas de vestir descendió al 3 por ciento, frente al 4,4 por ciento en 1999.  Las exportaciones de prendas de vestir descendieron en más del 30 por ciento entre 2000 y 2002, mientras que las exportaciones de productos textiles se redujeron en un 1 por ciento.

74. Durante el período de 2000-2002 el crecimiento de las importaciones de productos textiles y prendas de vestir (en valor) se estabilizó en el mercado de los Estados Unidos, en consonancia con la debilidad general del crecimiento de las importaciones globales.  Las importaciones de productos textiles y prendas de vestir ascendieron en 2002 a casi 80.000 millones de dólares EE.UU., cifra prácticamente constante desde el año 2000.
  Los datos disponibles hasta mayo de 2003 muestran un crecimiento de las importaciones a finales de 2002 y principios de 2003.  Las autoridades señalaron que este crecimiento podía deberse a la ulterior integración del sector de los textiles y el vestido en el GATT desde enero de 2002.

75. Las tendencias comerciales por países (independientemente del trato arancelario elegido por los operadores) no se han modificado sustancialmente en los dos últimos años, con las notables excepciones de China, Viet Nam y algunos países africanos.  China, que fue el principal suministrador en 2002, tuvo por vez primera desde 1994 una participación en las importaciones estadounidenses de textiles y prendas de vestir superior al 15 por ciento, con un valor de unos 12.000 millones de dólares EE.UU. (cuadro IV.7).  La India aumentó también su cuota de mercado, superando por primera vez el 4 por ciento de las importaciones estadounidenses.  Después de que los Estados Unidos otorgaran a Viet Nam un régimen NMF permanente en 2001, sus importaciones procedentes de Viet Nam aumentaron en 2002 hasta los 900 millones de dólares EE.UU., es decir el 1,4 por ciento de las importaciones totales de los Estados Unidos (frente a 49 millones en 2001).  Los demás países del Asia Oriental, con la excepción de Camboya, perdieron cuota de mercado.

Cuadro IV.7
Importaciones estadounidenses de productos textiles y prendas de vestir procedentes de determinados grupos de paísesª
(Miles de millones de $EE.UU. y porcentaje)

	País
	1996
	2000
	2001
	2002

	
	Valor
	% de participación
	Valor
	% de participación
	Valor
	% de participación
	Valor
	% de participación

	Países del TLCAN
	7.088
	13,7
	14.101
	17,8
	13.289
	17,0
	13.083
	16,4

	 México
	4.719
	9,1
	10.283
	13,0
	9.622
	12,3
	9.353
	11,7

	 Canadá
	2.369
	4,6
	3.818
	4,8
	3.667
	4,7
	3.730
	4,7

	Países de la CBTPA
	6.173
	11,9
	9.807
	12,4
	9.719
	12,4
	9.700
	12,2

	 Honduras
	1.244
	2,4
	2.422
	3,1
	2.442
	3,1
	2.507
	3,1

	 República Dominicana
	1.807
	3,5
	2.478
	3,1
	2.336
	3,0
	2.241
	2,8

	 El Salvador
	747
	1,4
	1.632
	2,1
	1.666
	2,1
	1.707
	2,1

	 Guatemala
	822
	1,6
	1.512
	1,9
	1.647
	2,1
	1.690
	2,1

	 Costa Rica
	722
	1,4
	844
	1,1
	782
	1,0
	736
	0,9

	 Otros
	831
	1,6
	919
	1,2
	845
	1,1
	818
	1,0

	Países de la ATPA
	539
	1,0
	902
	1,1
	814
	1,0
	809
	1,0

	Países de la AGOA
	357
	0,7
	731
	0,9
	943
	1,2
	1.093
	1,4

	Otros proveedores importantes
	27.307
	52,9
	37.969
	47,9
	37.597
	48,0
	38.141
	47,8

	 China
	7.340
	14,2
	10.290
	13,0
	10.701
	13,7
	12.040
	15,1

	 Hong Kong, China
	4.170
	8,1
	4.800
	6,1
	4.488
	5,7
	4.078
	5,1

	 India
	1.968
	3,8
	3.111
	3,9
	2.977
	3,8
	3.307
	4,1

	 Corea
	2.202
	4,3
	3.370
	4,2
	3.216
	4,1
	3.173
	4,0

	 Tailandia
	1.401
	2,7
	2.471
	3,1
	2.477
	3,2
	2.437
	3,1

	 Taipei Chino
	2.728
	5,3
	2.899
	3,7
	2.611
	3,3
	2.404
	3,0

	 Italia
	2.039
	3,9
	2.459
	3,1
	2.394
	3,1
	2.352
	2,9

	 Indonesia
	1.593
	3,1
	2.379
	3,0
	2.520
	3,2
	2.345
	2,9

	 Pakistán
	1.073
	2,1
	1.929
	2,4
	1.989
	2,5
	2.073
	2,6

	 Bangladesh
	1.187
	2,3
	2.210
	2,8
	2.212
	2,8
	2.005
	2,5

	 Filipinas
	1.607
	3,1
	2.051
	2,6
	2.011
	2,6
	1.929
	2,4

	Todos los demás países
	10.197
	19,7
	15.799
	19,9
	15.988
	20,4
	16.953
	21,2

	Total mundial
	51.660
	100,0
	79.309
	100,0
	78.350
	100,0
	79.780
	100,0


a
Los datos se refieren a las importaciones procedentes de los países indicados, independientemente del régimen arancelario (por ejemplo, MFN, SGP) en el que se realizaron.

Fuente:
Secretaría de la OMC, sobre la base de datos tomados de Dataweb de la USITC, que puede consultarse en línea en:  http://dataweb.usitc.gov.

76. Las importaciones de textiles y prendas de vestir que se realizaron con arreglo al régimen arancelario NMF (y que en la base de datos Dataweb de la USITC figuran bajo el epígrafe "Sin programa declarado") representaron el 76 por ciento del valor total de las importaciones en 2002, frente al 85 por ciento en 2000 y al 90 por ciento en 1996 (cuadro IV.8).  Este descenso se debe al desplazamiento de los comerciantes hacia los regímenes de importación más favorables ofrecidos en el marco de acuerdos como los previstos en la Ley sobre Crecimiento y Oportunidades para África (AGOA) y la Ley de Asociación Comercial para la Cuenca del Caribe (CBTPA) (véase más adelante).

Cuadro IV.8
Importaciones de productos textiles y prendas de vestir, 1996-2002 

(Millones de $EE.UU.)

	Programa de importación
	1996
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002

	Sin programa declarado
	46.385
	53.752
	59.126
	60.626
	67.669
	61.182
	60.685

	TLCAN
	4.148
	5.408
	6.353
	8.376
	10.462
	10.500
	10.832

	CBTPA
	n.a.
	n.a.
	n.a.
	n.a.
	157
	5.119
	6.035

	AGOA (con exclusión del SGP)
	n.a.
	n.a.
	n.a.
	n.a.
	n.a.
	356
	800

	Ribera Occidental y Gaza
	n.a.
	n.a.
	n.a.
	n.a.
	23
	171
	375

	Israel-Estados Unidos
	414
	425
	533
	557
	611
	613
	579

	SGP
	543
	403
	377
	257
	277
	287
	352

	Caribe (CBI)
	82
	95
	80
	80
	106
	117
	115

	Jordania-Estados Unidos
	n.a.
	n.a.
	n.a.
	n.a.
	n.a.
	n.a.
	5

	Ley para los Países Andinos
	5
	4
	5
	6
	6
	5
	1

	Total
	51.576
	60.087
	66.475
	69.902
	79.309
	78.350
	79.780


n.a.
No se aplica.

Fuente:
Secretaría de la OMC, sobre la base de datos tomados de Dataweb de la USITC, que puede consultarse en línea en:  http://dataweb.usitc.gov.

b)
Principales novedades en las políticas comerciales
Aranceles

77. Las importaciones de productos textiles y prendas de vestir a los Estados Unidos están sujetas a unos derechos de importación NMF relativamente altos, que pueden llegar al 33 por ciento, con un promedio del 10,8 por ciento para las prendas de vestir y del 9,3 por ciento para los textiles en 2002.  El descenso de los aranceles NMF desde 2000 responde a la aplicación progresiva del programa decenal de reducciones arancelarias previsto en los compromisos sobre acceso a los mercados contraídos por los Estados Unidos en 1995 en el marco de la Ronda Uruguay, programa que terminará el 1º de enero de 2004.  Con frecuencia se imponen derechos específicos acompañados de tipos ad valorem, con objeto de ofrecer protección adicional en caso de que desciendan los precios de las importaciones.

78. Las preferencias arancelarias para las prendas de vestir aprobadas recientemente en favor de determinados países del África Subsahariana, países del Caribe y países andinos, constituyen un aumento significativo del acceso a los mercados para esos países, aunque en general están condicionadas al cumplimiento de ciertas prescripciones (véase más adelante).  Salvo esas preferencias arancelarias, los regímenes preferenciales de los Estados Unidos excluyen en gran medida a los productos textiles y el vestido (cuadro III.2).  Por ejemplo, algunos tejidos (Nº 51112090 del SA), así como una amplia variedad de prendas de vestir (tales como camisas, pantalones, chaquetas, abrigos y prendas de deporte sintéticos o artificiales para hombres y mujeres) no pueden acogerse a preferencias arancelarias, aparte de las disposiciones sobre franquicia arancelaria para los países del TLCAN e Israel y los pequeños márgenes de preferencia arancelaria de que disponen los proveedores jordanos.

Contingentes de importación

79. Los Estados Unidos mantienen desde 1957 contingentes de importación para los productos textiles y el vestido, por productos y por países.  En 2000, unos 31.000 millones de importaciones de prendas de vestir, es decir el 51 por ciento del total, y 4.600 millones de importaciones de ciertos productos textiles (el 32 por ciento del total) estuvieron sujetos a restricciones cuantitativas.  En 2002, unos 28.000 millones de importaciones de prendas de vestir (48 por ciento del total) y 3.600 millones de importaciones de productos textiles (24 por ciento del total) estuvieron sujetos a restricciones cuantitativas.  El descenso responde en parte a la aplicación gradual del Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido (ATV) de la OMC que prevé la eliminación de todos los contingentes bilaterales impuestos a las importaciones procedentes de Miembros de la OMC para enero de 2005 a más tardar.

80. Los Estados Unidos se comprometieron a integrar en el GATT el 16,21 por ciento de los volúmenes de importación de 1990 en enero de 1995, el 17,03 por ciento en enero de 1998, el 18,11 por ciento en enero de 2002 y el 48,7 por ciento en enero de 2005.
  Al haberse integrado primero los artículos de menos valor, el 48,7 por ciento representa una proporción mucho mayor del valor de las importaciones (cerca del 84 por ciento del valor de las importaciones estadounidenses en 2000 pertenecía a categorías que no se habían sometido a las normas del GATT, es decir, para las que se habían introducido o podían introducirse contingentes).  La integración de los productos más sensibles se ha postergado hasta el final del período de transición de 10 años previsto en el ATV.

81. Las autoridades indicaron que en junio de 2003 se aplicaban unos 800 contingentes a 45 países
, mientras que en 2000 se aplicaban 1.000 contingentes a 43 países.  La cobertura de los contingentes varía según los productos y los interlocutores comerciales.  Las "tasas de utilización" de los contingentes constituyen un indicador de la incidencia real que tienen estas restricciones cuantitativas en el comercio:  en el cuadro AIV.1 se enumeran los contingentes utilizados en más de un 90 por ciento en 2002.

82. En abril de 2003, el Representante de los Estados Unidos para las Cuestiones Comerciales Internacionales (USTAR) anunció que había concluido un acuerdo relativo a la aplicación de restricciones cuantitativas a las importaciones procedentes de Viet Nam, que estaría en vigor de mayo de 2003 a diciembre de 2004 y sería prorrogable durante períodos adicionales de un año a partir de 2004, mientras Viet Nam no fuera Miembro de la OMC y el acuerdo no fuera denunciado por una de las partes.
  Según las autoridades, el valor estimado del acceso a los mercados proporcionado por los contingentes sería de 1.700 millones de dólares EE.UU. en el año natural de 2003, lo que representaría el 78 por ciento de las importaciones estadounidenses de textiles y prendas de vestir procedentes de Viet Nam durante el año que finaliza en mayo de 2003.

Salvaguardias

83. Los Estados Unidos no han impuesto medidas de salvaguardia en virtud del ATV desde diciembre de 1998 (en el caso del Pakistán, véase más adelante la sección d)).  El Protocolo de Adhesión de China a la OMC incluye un mecanismo transitorio de salvaguardia para los productos textiles y prendas de vestir que permite a los Estados Unidos y otros Miembros de la OMC imponer límites cuantitativos a los envíos chinos.
  El mecanismo expirará el 31 de diciembre de 2008.  En agosto de 2002, se presentó una solicitud, con arreglo a las condiciones establecidas en el Protocolo, para imponer contingentes especiales a los tejidos de punto, guantes, batas, sostenes y artículos de viaje de fibras sintéticas o artificiales procedentes de China.  En mayo de 2003, el Gobierno de los Estados Unidos fijó los procedimientos que habían de aplicar las empresas para solicitar el establecimiento de límites cuantitativos de conformidad con este mecanismo de salvaguardia especial.
  En julio de 2003, se presentó una solicitud formal, con arreglo a las condiciones establecidas en esos procedimientos, para imponer contingentes a los tejidos de punto, guantes, batas y sostenes.  Las autoridades indicaron que en octubre de 2003 se había rechazado la solicitud relativa a los guantes y que se estaba considerando la solicitud de medidas de salvaguardia para los otros tres productos.

c)
Proveedores preferenciales

Canadá y México

84. Desde el 1º de enero de 2003, cada uno de los países participantes en el TLCAN puede exportar a los demás, en franquicia arancelaria y sin excepciones, todos los productos textiles y prendas de vestir que cumplan las normas de origen del TLCAN.  Se siguen aplicando contingentes a las importaciones de determinados productos no admisibles procedentes de México (categorías 410, 433, 443 y 611);  esos contingentes se suprimirán en enero de 2004).
  Para entonces, no se aplicarán contingentes al comercio de todos los productos no admisibles fabricados en países de TLCAN.

85. Las importaciones globales (es decir, con independencia del trato otorgado a los países del TLCAN o de cualquier otro trato arancelario) procedentes del Canadá se han estabilizado durante el período de 2000-2002, y las de México han disminuido.  La participación del Canadá en el mercado estadounidense en 2002, del 5 por ciento, no varió con respecto a la de 1966.  Sin embargo, las autoridades señalaron que las importaciones estadounidenses de productos textiles y prendas de vestir procedentes del Canadá aumentaron en un 5,5 por ciento en el ejercicio que acabó en mayo de 2003.  México era el mayor proveedor de prendas de vestir al mercado estadounidense antes de la adhesión de China a la OMC, pero desde entonces sus exportaciones han disminuido de 8.700 millones de dólares EE.UU. en 2000 a 7.700 millones en 2002.  Según las autoridades, era probable que China fuera el principal proveedor de prendas de vestir a los Estados Unidos para finales de 2003.

Producción compartida

86. Los países que han firmado acuerdos de "producción compartida" de productos textiles y prendas de vestir, como parte del "Programa Especial de Acceso" de 1986, también están exentos de los contingentes que en otro caso se les aplicarían.  Estos acuerdos tienen por objeto apoyar al sector textil de los Estados Unidos liberalizando al mismo tiempo el acceso de las prendas de vestir procedentes de los países participantes.  Estos acuerdos exigen el uso de tejidos cortados en los Estados Unidos para confeccionar prendas de vestir en uno de esos países para que el producto acabado pueda acogerse al trato arancelario especial al volver a entrar en los Estados Unidos.
  Se han otorgado a los países participantes "niveles de acceso garantizado" (contingentes de exportación preferenciales, además de los contingentes que les corresponden en virtud del ATV) para esos productos.  En el momento de su reimportación a los Estados Unidos, estos productos sólo están sujetos a derechos aplicables a la parte de los mismos no realizada en los Estados Unidos.  Los países que en la actualidad exportan a los Estados Unidos en el marco de dichos acuerdos son cinco países beneficiarios de la Ley de Recuperación Económica de la Cuenca del Caribe (LRECC) (Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Jamaica y la República Dominicana).  Las importaciones de prendas de vestir en virtud de programas de producción compartida disminuyeron en más del 60 por ciento entre 2000 y 2002, pasando de unos 13.000 millones de dólares EE.UU. a 5.000 millones, debido a la migración del comercio hacia el programa de la CBTPA.

AGOA/CBTPA/ATPDEA

87. La Ley de Comercio de 2002, promulgada en agosto de 2002 (P.L. 107-210), a determinados países del África Subsahariana, en el marco de la Ley sobre Crecimiento y Oportunidades para África (AGOA), y a países del Caribe, en el marco de la Ley sobre Asociación Comercial de la Cuenca del Caribe (CBTPA), facilitó un mejor acceso a los mercados con respecto a la Ley de Comercio y Desarrollo de 2000.
  La Ley de Comercio de 2002 estableció también la Ley de Promoción del Comercio y Erradicación de Drogas para los Países Andinos (ATPDEA), que otorga ventajas comerciales preferenciales a los textiles y prendas de vestir, así como a otros productos, similares a las previstas en la AGOA y la CBTPA.  Para poder acogerse a ellas es necesario cumplir criterios tales como la aplicación de las disposiciones de la OMC, incluida la protección de la propiedad intelectual.

88. La AGOA, tal como fue promulgada por la Ley de Comercio y Desarrollo de 2000, concedía acceso a los mercados no sujeto a contingentes y en franquicia arancelaria a ciertas prendas de vestir terminadas en un país beneficiario del África Subsahariana a partir de hilados y tejidos fabricados en los Estados Unidos, o de hilados y tejidos que no pudieran ser suministrados oportunamente por la industria estadounidense en cantidades comerciales;  a los suéteres de cachemira y lana merino tejidos en un país beneficiario del África Subsahariana;  y a los productos textiles y prendas de vestir que el Presidente hubiera determinado que eran artículos hilados o hechos a mano o que fueran propios del folklore.  La AGOA autorizaba un trato preferencial para los productos admisibles hasta septiembre de 2008.  También se preveía un régimen de franquicia arancelaria no sujeto a contingentes para las prendas de vestir fabricadas en un país beneficiario del África Subsahariana con tejidos regionales hechos a partir de hilados estadounidenses o regionales, estando sujetas las importaciones de estos últimos productos a un límite máximo que variaba entre el 1,5 y el 3,5 por ciento de las importaciones anuales de prendas de vestir en los Estados Unidos hasta 2008.  Existe una disposición especial relativa al uso del límite máximo que permite a los países beneficiarios del África Subsahariana cuyo PIB bruto anual per cápita sea inferior a 1.500 dólares EE.UU. utilizar como insumo tejidos de terceros países hasta el 30 de septiembre de 2004.

89. En octubre de 2003, había 38 países beneficiarios de la AGOA.  Sin embargo, una vez que un país ha sido designado como beneficiario de la AGOA, debe cumplir otros criterios para poder acogerse a las ventajas concedidas a los textiles y prendas de vestir.  Estos criterios incluyen la adopción de un sistema de visado eficaz;  el cumplimiento de las leyes y los procedimientos de aplicación nacionales para evitar la reexpedición ilegal y el uso de documentos falsificados;  y la promulgación de leyes que permitan a la Protección Aduanera y Fronteriza de los Estados Unidos investigar a fondo alegaciones de reexpedición a través de un país.  Hasta la fecha, 19 de los 48 países subsaharianos han cumplido los requisitos de admisibilidad y disfrutan por lo tanto de las ventajas que la AGOA concede a los textiles y prendas de vestir:  Botswana, Cabo Verde, Camerún, Etiopía, Ghana, Kenya, Lesotho, Madagascar, Malawi, Mauricio, Mozambique, Namibia, Rwanda, Senegal, Sudáfrica, Swazilandia, Tanzanía, Uganda y Zambia.

90. La Ley de Comercio de 2002 modificó la AGOA, duplicando el límite máximo hasta el 7 por ciento del total de las importaciones estadounidenses en 2008.  La Ley permitió también a Botswana y Namibia utilizar tejidos de terceros países hasta septiembre de 2004, en virtud de la disposición especial para los países menos adelantados.  Además, se ha concedido a Botswana, Ghana, Kenya, Lesotho, Malawi, Namibia, Swazilandia y Zambia un trato de franquicia arancelaria y exención de contingentes para los artículos hilados o hechos a mano o propios del folklore.  La Ley amplía asimismo el trato preferencial a las prendas de vestir hechas en los países beneficiarios, a partir de componentes tejidos en los Estados Unidos y a los suéteres de lana merino de 21,5 micras o más fina.  Las importaciones de prendas de vestir procedentes de países beneficiarios de la AGOA han aumentado notablemente con respecto al período 2000-2002 a raíz de la aplicación de la AGOA, incrementándose su participación en las importaciones estadounidenses de prendas de vestir del 0,9 al 1,4 por ciento (cuadro IV.7).

91. La CBTPA, tal como fue promulgada por la Ley de Comercio y Desarrollo de 2000, amplía las preferencias comerciales de que disfrutan los países beneficiarios de la Iniciativa de la Cuenca del Caribe (CBI).  En particular, se otorga un trato de franquicia arancelaria y exención de contingentes a ciertas prendas de vestir hechas en la región de la Cuenca del Caribe a partir de tejidos estadounidenses fabricados con hilados estadounidenses, además de ciertas prendas de vestir tejidas hechas con tejidos fabricados en la región de la Cuenca del Caribe, siempre que se usen hilados 100 por ciento estadounidenses en la fabricación del tejido.  La ventaja otorgada a los "tejidos regionales" para prendas de vestir tejidas está sujeta a un límite global anual, y existe un límite aparte para las camisetas.
  También se otorga un trato de franquicia arancelaria y exención de contingentes a las prendas de vestir fabricadas a partir de hilados y tejidos que no puedan ser suministrados oportunamente por la industria estadounidense en cantidades comerciales y a determinados artículos hilados o hechos a mano o tradicionales.  En el cuadro IV.7 se muestran las tendencias de las importaciones de productos textiles y prendas de vestir en el marco de la CBTPA.  La CBTPA está autorizada hasta septiembre de 2008, o hasta la fecha en que entre en vigor un acuerdo de libre comercio entre los Estados Unidos y un país beneficiario de la CBTPA, si esto sucede antes.

92. La Ley de Comercio de 2002 amplió el trato preferencial previsto en la CBTPA a los componentes tejidos en los Estados Unidos y a las prendas de vestir hechas con componentes tejidos o de punto.  Además, estableció el requisito de que el teñido, estampado y acabado de las telas tejidas y los tejidos de punto fabricados en los Estados Unidos con los que se confeccionaran los artículos debían realizarse en su totalidad en los Estados Unidos;  y aumentó el límite máximo anual para los artículos fabricados con hilados y tejidos regionales.  En octubre de 2003, podían acogerse a las ventajas de la CBTPA un total de 24 países del Caribe.

93. La ATPDEA amplía el acceso a los mercados en régimen de franquicia arancelaria no sujeto a contingentes para determinadas prendas de vestir confeccionadas en un país beneficiario con tejidos, componentes de tejidos o componentes tejidos fabricados en los Estados Unidos a partir de hilados estadounidenses o regionales.  El teñido, estampado y acabado de las telas tejidas y los tejidos de punto fabricados en los Estados Unidos deben realizarse en su totalidad en los Estados Unidos.  También se amplía el trato preferencial a determinadas prendas de vestir hechas con tejidos de llama, alpaca o vicuña de gran valor de países andinos o con hilados o tejidos que no puedan ser suministrados oportunamente por la industria estadounidense en cantidades comerciales, a ciertas prendas de vestir clasificadas en la subpartida 6212.10 del SA y a determinados artículos hilados o hechos a mano o tradicionales.  También se otorga trato preferencial a las prendas de vestir fabricadas en un país beneficiario con tejido regional hecho en los Estados Unidos a partir de hilados estadounidenses o regionales, sujeto a un límite máximo anual que varía entre el 2 y el 5 por ciento de las importaciones anuales de prendas de vestir de los Estados Unidos hasta 2006.  La ATPDEA autorizó un trato preferencial para los productos admisibles hasta el 31 de diciembre de 2006.  En octubre de 2003, Bolivia, Colombia, el Ecuador y el Perú podían acogerse a este programa.

Otras preferencias

94. Se aplican preferencias a las importaciones de los productos textiles y prendas de vestir que estén comprendidos en los acuerdos de libre comercio firmados por los Estados Unidos con Israel y Jordania (cuadro III.2).  Desde marzo de 1998, los Estados Unidos conceden franquicia arancelaria a los productos textiles y prendas de vestir fabricados en la Ribera Occidental y la Faja de Gaza, así como en las zonas industriales de Jordania que cumplen los requisitos exigidos (véase el capítulo III iii)).

d)
Diferencias

95. Durante el período examinado, se plantearon tres diferencias en relación con medidas aplicadas por los Estados Unidos en el sector de los textiles y el vestido.  En abril de 2000, el Pakistán solicitó el establecimiento de un grupo especial encargado de examinar una medida de salvaguardia de transición aplicada por los Estados Unidos a los hilados peinados de algodón procedentes del Pakistán, de conformidad con el ATV.  El grupo especial recomendó que los Estados Unidos pusieran la medida en cuestión en conformidad con las obligaciones que les corresponden en virtud del ATV, preferiblemente mediante la pronta eliminación de la restricción a las importaciones.
  Tras la apelación de los Estados Unidos, el Órgano de Apelación confirmó las constataciones del grupo especial.
  Los Estados Unidos suprimieron la restricción en noviembre de 2001.

96. En octubre de 2002, el Órgano de Solución de Diferencias estableció a petición de la India un grupo especial en relación con las normas de origen aplicables a los textiles y las prendas de vestir establecidas en el artículo 334 de la Ley de los Acuerdos de la Ronda Uruguay.
  El grupo especial falló en favor de los Estados Unidos.

97. La tercera diferencia se refirió al nivel de las restricciones establecido para China en el año 2001;  el Órgano de Supervisión de los Textiles (OST) consideró que los Estados Unidos habían utilizado un método de aplicación de las disposiciones del ATV en materia de crecimiento progresivo que no estaba en conformidad con las conclusiones del OST respecto de los requisitos mínimos que debían cumplirse.  Como resultado de ello, en julio de 2002 el OST invitó a los Estados Unidos a realizar los ajustes necesarios en la metodología aplicada.  Los Estados Unidos respondieron afirmando, entre otras cosas, que su método estaba en conformidad con las obligaciones que les incumbían según lo previsto en el informe del Grupo de Trabajo sobre la Adhesión de China a la OMC.

4) Transporte marítimo

a)
Principales características

98. La participación de buques de pabellón extranjero en el comercio por vía acuática de los Estados Unidos, expresada en volumen, ha ido en aumento desde 1991, pasando del 45,1 por ciento en ese año al 53,9 del total en 2001 (cuadro IV.9).  Esa cifra incluye el transporte nacional por vía acuática, reservado a los buques de pabellón estadounidense.  Si sólo se considera el tráfico extranjero por vía acuática, la parte correspondiente al comercio transportado en buques extranjeros, en términos de volumen, aumentó del 95,9 por ciento en 1991 al 97,6 por ciento en 2001.  Los ingresos derivados del comercio internacional por vía acuática crecieron a un promedio anual de cerca del 4,2 por ciento durante el decenio de 1990.  En 1999, último año para el que se dispone de datos, los ingresos de explotación del comercio internacional ascendieron a 19.700 millones de dólares EE.UU. y los del comercio nacional a 6.900 millones.
  Los Estados Unidos registran habitualmente un déficit en el comercio de servicios de carga y portuarios, que se debe en parte a la alta participación de buques extranjeros en el transporte marítimo internacional de los Estados Unidos;  este déficit alcanzó la cifra de 10.200 millones de dólares EE.UU. en 2002.

99. El valor de la carga importada por vía acuática ascendió a 538.400 millones de dólares EE.UU. en 2002, mientras que las exportaciones que utilizaron ese mismo medio de transporte alcanzaron un total de 189.900 millones.  El comercio internacional por vía acuática que entra y sale de los Estados Unidos ha aumentado ligeramente en los últimos años:  por lo que se refiere al volumen, creció un 1,1 por ciento al año durante el período de 1998-2001, pero disminuyó un 2,3 por ciento entre 2001 y 2001, con un total de 1.137,2 millones de toneladas.
Cuadro IV.9
Principales indicadores del transporte por vía acuática, 1990-2002

	Indicadores financieros
	1990ª
	1996
	1998
	1999
	2000
	2001b
	2002

	Ingresos de explotación (millones de $EE.UU.)
	
	
	
	
	
	
	

	Transporte nacional de carga
	7.940
	7.283
	6.824
	6.795
	..
	..
	..

	Transporte internacional de carga
	12.181
	17.281
	15.679
	17.699
	..
	..
	..

	Transporte de pasajeros, total
	1.391
	1.843
	2.029
	2.088
	..
	..
	..

	Transporte nacional de pasajeros, interurbano
	100
	140
	146
	152
	..
	..
	..

	Transporte internacional de pasajeros
	1.291
	1.703
	1.883
	1.936
	..
	..
	..

	Inventario
	
	
	
	
	
	
	

	Número de empresas nacionales que explotan buques dedicados a la navegación interior
	565
	554
	..
	..
	..
	..
	..

	Número de personas empleadas en el transporte por vía acuática
	176.600
	174.100
	181.300
	185.500
	193.900
	..
	..

	Número de buques
	
	
	
	
	
	
	

	Total sin propulsión propia
	31.017
	32.811
	33.509
	33.387
	33.152
	33.042
	34.409

	Total con propulsión propia
	8.236
	8.293
	8.523
	8.379
	8.202
	8.546
	8.812

	Buques de la marina mercante de los Estados Unidos (más de 1.000 toneladas brutas)
	
	
	
	
	
	
	

	Total buques de pabellón estadounidense
	636
	495
	470
	463
	454
	443
	423

	De propiedad privada
	408
	302
	281
	277
	270
	260
	240

	De propiedad pública
	228
	193
	189
	186
	184
	183
	183

	Comercio por vía acuática de los Estados Unidos (millones de toneladas)
	
	
	
	
	
	
	

	Comercio exterior total por vía marítima de los Estados Unidos
	846,0
	988,1
	1.088,9
	1.110,6
	1.123,0
	1.120,5
	..

	Tonelaje total de los buques de pabellón estadounidense
	34,3
	27,6
	27,9
	34,5
	29,3
	25,6
	..

	Tonelaje total de los buques de pabellón extranjero
	811,7
	960,5
	1.061,0
	1.076,1
	1.093,7
	1.094,9
	1.137,2

	Tonelaje total de los buques de línea regular
	104,3
	124,7
	120,4
	142,7
	148,7
	149,4
	161,7

	desglose:  tonelaje de los buques de pabellón estadounidense
	17,5
	11,0
	12,8
	12,6
	12,5
	10,6
	..

	Tonelaje total de los buques de línea no regular
	385,4
	389,8
	404,9
	377,8
	374,4
	341,3
	373,5

	desglose:  tonelaje de los buques de pabellón estadounidense
	7,9
	6,4
	7,1
	8,7
	7,1
	7,3
	..

	Tonelaje total de los buques cisterna
	356,3
	473,6
	563,6
	590,1
	599,9
	629,7
	602,0

	del cual, tonelaje de los buques de pabellón estadounidense
	8,9
	10,2
	8,0
	13,2
	9,7
	7,7
	..

	Comercio exterior total por vía acuática de los Estados Unidos
	866,3
	1.019,8
	1.127,9
	1.148,2
	1.157,8
	1.164,4
	1.137,2

	% del comercio por vía acuática con buques de pabellón extranjero
	95,9
	97,1
	97,2
	96,8
	97,4
	97,6
	..

	% del comercio por vía acuática con buques de pabellón estadounidense
	4,1
	2,9
	2,8
	3,2
	2,6
	2,4
	..

	Comercio interno total por vía acuática de los Estados Unidosc
	978,4
	998,9
	992,7
	963,5
	966,3
	945,6
	..

	Comercio total por vía acuática de los Estados Unidos
	1.844,7
	2.018,7
	2.120,6
	2.111,7
	2.124,1
	2.110,0
	..

	% del comercio por vía acuática con buques de pabellón extranjero
	45,1
	49,0
	51,7
	52,7
	53,1
	53,9
	..

	% del comercio por vía acuática con buques de pabellón estadounidense
	54,9
	51,0
	48,3
	47,3
	46,9
	46,1
	..


..
No se dispone de datos.

a
Las cifras relativas al comercio por vía acuática de los Estados Unidos se refieren a 1991.

b
Las cifras relativas al inventario se refieren a julio de 2002.

c
100 por ciento con buques de pabellón estadounidense.

Fuente:
Administración Marítima de los Estados Unidos, Waterborne U.S. Army Corps of Engineers:  Domestic Waterborne Databank;  y Departamento de Transporte, Oficina de Estadísticas de Transporte, National Transportation Statistics 2002.
100. El transporte interno de carga por vía acuática (en rutas a las que se aplica la Ley Jones) se elevó a 945,6 millones de toneladas en 2001, es decir el 44,8 por ciento de la carga estadounidense transportada por agua, lo que representa un descenso con respecto al 53 por ciento registrado un decenio antes.
  Al 1º de enero de 2003, se empleaban en el comercio interno (de cabotaje) de los Estados Unidos 135 buques mercantes autopropulsados de propiedad privada de 1.000 toneladas brutas o más, con un arqueo de 4,4 millones de toneladas brutas.

101. El 1º de enero de 2003, la flota de pabellón estadounidense, con 423 buques y 13,7 millones de toneladas de peso muerto, ocupaba el duodécimo puesto entre las flotas de la marina mercante más importantes del mundo.  Por lo que respecta a la propiedad, la flota estadounidense es la cuarta del mundo en orden de importancia:  las compañías estadounidenses son propietarias de 890 buques (con 40,2 millones de toneladas de peso bruto).
  Como se señaló anteriormente, la mayor parte de la carga internacional se transporta en buques de pabellón extranjero:  sólo el 2,4 por ciento de esa carga fue transportada por buques de pabellón estadounidense en 2001.

102. La Administración Marítima del Departamento de Transporte promueve el desarrollo y mantenimiento de la marina mercante de los Estados Unidos.  Sus objetivos son garantizar la capacidad de socorro marítimo multimodal para proteger intereses vitales en materia de seguridad nacional;  potenciar la competitividad de los astilleros estadounidenses;  mejorar el funcionamiento de los sistemas de transporte multimodal utilizando una tecnología avanzada e introduciendo innovaciones;  y aumentar la participación del sector marítimo estadounidense en el comercio exterior y en el transporte de carga y pasajeros en el comercio interno.
  La Comisión Marítima Federal (FMC) es un organismo de reglamentación independiente que regula el transporte transoceánico, tomando incluso medidas para corregir o contrarrestar prácticas extranjeras desleales o discriminatorias que perjudiquen al transporte marítimo estadounidense o a los transportistas estadounidenses que participan en el comercio internacional.  Otra de sus funciones es la supervisión de las actividades colectivas de las compañías de navegación, que están exentas de las leyes antimonopolio estadounidenses (véase más adelante).

103. En las negociaciones sobre servicios de transporte marítimo de la OMC, suspendidas en junio de 1996, los Estados Unidos no presentaron ninguna oferta.  Tampoco han presentado una oferta con respecto a los servicios de transporte marítimo en su oferta inicial sobre los servicios formulada en el marco del Programa de Doha para el Desarrollo.

b)
Comercio interno por vía acuática

104. El comercio interno por vía acuática está sujeto a limitaciones en materia de trato nacional con arreglo al artículo 27 de la Ley de la Marina Mercante de 1920, comúnmente conocida como Ley Jones.  Esta Ley reserva el servicio de carga entre dos puntos de los Estados Unidos (incluidos sus territorios y posesiones), ya sea directamente o pasando por un puerto extranjero, a buques matriculados y construidos (o reparados) en los Estados Unidos que son propiedad de una empresa estadounidense y en los que el 75 por ciento de los empleados son ciudadanos estadounidenses.  La Ley Jones no impide a empresas extranjeras establecer compañías navieras en los Estados Unidos, siempre que cumplan los requisitos relativos a los empleados estadounidenses.  En general, esos mismos requisitos se aplican al servicio nacional de transporte de pasajeros en virtud de la Ley de Servicios de Transporte de Pasajeros de 1886.

105. La aplicación de la Ley Jones está sujeta a ciertas exenciones.  Las expediciones de carga por vía acuática entre las Islas Vírgenes estadounidenses y otros puertos de los Estados Unidos pueden ser realizadas por buques de pabellón extranjero, y el comercio con Guam y otros territorios estadounidenses del Pacífico puede realizarse mediante buques de pabellón estadounidense construidos en el extranjero siempre que cumplan los requisitos en cuanto a la propiedad y la tripulación.  Además, hay algunas excepciones a la aplicación de la Ley de Servicios de Transporte de Pasajeros de 1886.  La Ley General 87-77 (46 U.S.C. App. 289b) autoriza el transporte de pasajeros y mercancías entre puertos de Alaska y los Estados Unidos en buques canadienses, y la Ley General 98‑563 (46 U.S.C. App. 289c) permite el transporte de pasajeros entre Puerto Rico y otros puertos de los Estados Unidos en buques de pabellón extranjero.

106. En determinadas circunstancias, se pueden conceder exenciones a la Ley Jones y a la Ley de Servicios de Transporte de Pasajeros a buques extranjeros y estadounidenses no protegidos por tales leyes.  El título V (modificado) de la Ley General 105-383 autoriza al Secretario de Transporte a eximir de los requisitos relativos a la construcción en los Estados Unidos a pequeños buques de pasajeros construidos o reconstruidos en el extranjero y autorizados a transportar 12 pasajeros como máximo en una determinada zona.  La concesión de la exención está condicionada a que el Secretario determine que el empleo del buque en el comercio costero no perjudicará a los constructores de buques estadounidenses o a las actividades comerciales costeras de cualquier persona que utilice buques construidos en los Estados Unidos.

107. La Ley de Mejora de la Política Marítima de 2002 (artículo 213 del título II de la Ley de Seguridad del Transporte Marítimo de 2002, Ley General Nº 107-295) permite a determinados buques de pabellón extranjero participar en el comercio costero de los Estados Unidos transportando desde puertos del Golfo de México a lugares situados en la plataforma continental exterior bastidores para plataformas marítimas con objeto de completar proyectos de explotación de yacimientos marinos, salvo cuando haya un buque de pabellón estadounidense disponible para realizar esa labor.  El artículo 214 de la Ley amplía la exención de la Ley Jones a la entrega con retraso de buques en ciertas condiciones.  Esta nueva disposición permite conceder una exención a los buques cisterna autopropulsados no construidos en los Estados Unidos, a condición de que la persona que la solicita sea parte en un contrato jurídicamente vinculante, ejecutado en un plazo de 24 meses a partir de la fecha de promulgación de la Ley, con un astillero de los Estados Unidos para la construcción en ese país de un buque cisterna autopropulsado.  El buque que se beneficie de la exención deberá ser de propiedad estadounidense.  La exención no puede concederse a más de tres buques cisterna autopropulsados.

c)
Comercio internacional por vía acuática
108. El mercado estadounidense del transporte marítimo internacional está en general abierto a la competencia extranjera.  El objetivo de la Ley de Transporte Marítimo de 1984, modificada por la Ley de Reforma de la Navegación de Altura de 1998, es aumentar la competencia en el sector del transporte marítimo internacional permitiendo a las compañías de navegación celebrar contratos de servicios a largo plazo con importadores y exportadores, sin que grupos de contratistas puedan limitar esta posibilidad (véase más adelante).

109. El Programa de Seguridad Marítima, introducido en 1996 para sustituir a la subvención diferencial de explotación, ayuda a la marina mercante de los Estados Unidos efectuando un pago fijo a las empresas que explotan buques de pabellón estadounidense.  El Programa, de 10 años de duración, financia a 47 buques para asegurarse de que cierto número de buques de la flota comercial aptos para uso militar estén a disposición de la nación para operaciones de evacuación en tiempo de guerra o en situaciones de excepción en el país.  Está autorizada una financiación de 100 millones de dólares EE.UU. como máximo hasta 2005, pero la cuantía de esos fondos debe determinarse cada año.  En el ejercicio de 2002, se asignaron 99 millones de dólares EE.UU. a la Administración Marítima del Departamento de Transporte para este Programa;  en 2001 los desembolsos fueron de unos 98,4 millones de dólares EE.UU.  El Programa de Seguridad Marítima ha fomentado el cambio de pabellón de nuevos buques mediante su matriculación en los Estados Unidos.

110. El Acuerdo Voluntario sobre Socorro Marítimo Multimodal (VISA), adoptado en enero de 1997 y patrocinado por la Administración Marítima del Departamento de Transporte, proporciona al Departamento de Defensa un acceso garantizado a la capacidad de transporte comercial multimodal en tiempo de guerra o en situaciones de crisis nacional.  El Acuerdo tiene tres fases de activación, pero no se ha puesto nunca en práctica.  Al 30 de septiembre de 2002, contaba con 52 participantes.  La participación en este Programa da derecho a recibir un trato prioritario en la adjudicación de contratos del Departamento de Defensa para el transporte marítimo de carga en tiempo de paz.

111. El título I de la Ley de Seguridad del Transporte Marítimo de 2002, Ley General Nº 107-295, introdujo, entre otras cosas, el requisito de transmitir con antelación, por medios electrónicos, la lista de pasajeros y miembros de la tripulación de los buques comerciales que llegan a los Estados Unidos procedentes de un puerto extranjero.  También introdujo el requisito de que todos los buques comerciales que entren en el mar territorial de los Estados Unidos faciliten determinada información, con inclusión del nombre y la ruta, así como una descripción de cualquier situación o carga peligrosa, como condición para poder entrar.  La Ley modificó la Ley Arancelaria de 1930 para exigir la transmisión electrónica por adelantado de información sobre la carga (capítulo III 2) i)).

112. Se aplican diversas preferencias en materia de carga, por razones de seguridad nacional y para garantizar la viabilidad financiera de las compañías que explotan buques de pabellón estadounidense.  Esas preferencias son el resultado de la participación del gobierno federal, o se derivan indirectamente de la garantía proporcionada por éste o de su patrocinio financiero de un programa federal.

113. La Ley de Preferencia de la Carga de 1904 exige que todos los artículos comprados por servicios del ejército y organismos de defensa de los Estados Unidos, o pertenecientes a éstos, sean transportados exclusivamente en buques de pabellón estadounidense.  La Ley de Preferencia de la Carga de 1954 (P.L. 83-664) modificada exige que el 50 por ciento como mínimo del tonelaje bruto de toda la carga generada por organismos públicos sea transportada en buques comerciales de propiedad privada y de pabellón estadounidense, siempre que estén disponibles a precios justos y razonables.  De conformidad con la Ley de 1954, los buques construidos o reconstruidos en el extranjero deben haber estado matriculados con pabellón estadounidense durante tres años para poder transportar las cargas objeto de las preferencias previstas en la Ley.  Este requisito no se aplica a los buques de pabellón estadounidense que transportan cargas con arreglo a la Ley de 1904 o a la Resolución Pública 17 (véase más adelante).  En 1985 se modificó la Ley de la Marina Mercante de 1936 para aumentar del 50 al 75 por ciento el porcentaje de envíos de cargamentos agrícolas en el marco de determinados programas de asistencia exterior del Departamento de Agricultura y de la Agencia para el Desarrollo Internacional que han de transportarse en buques de pabellón estadounidense.

114. En 2002, la Ley de 1904 generó 4,24 millones de toneladas de arqueo, es decir el 90 por ciento de la carga transportada en buques de pabellón estadounidense en virtud de contratos militares.
  Con arreglo a la Ley de 1954 se transportaron en buques de pabellón estadounidense 680.374 toneladas métricas, es decir, el 88 por ciento de la carga generada por organismos públicos.  Los movimientos de productos agrícolas dieron lugar al transporte de 4,48 millones de toneladas, es decir el 74 por ciento, en buques de pabellón estadounidense.  La carga internacional sujeta al sistema de preferencias constituye un pequeño porcentaje del total del transporte internacional de carga de los Estados Unidos, ya que representa menos del 1 por ciento en tonelaje, aunque supone cerca de un tercio de todos los cargamentos internacionales transportados por buques de pabellón estadounidense.

115. La Resolución Pública Nº 17 de 1934 (73º Congreso, 48 Stat. 500, 46 App. U.S.C. § 1241) establece que, cuando un organismo público conceda préstamos a la exportación o garantías de créditos, los productos exportados deberán transportarse exclusivamente en buques estadounidenses.  La Resolución es aplicable a los créditos del Banco de Exportación-Importación (Ex-Im Bank) u otros instrumentos públicos.  En el marco de las exportaciones financiadas por el Ex-Im Bank u otros organismos públicos, se conceden exenciones generales para el uso parcial de buques de pabellón nacional de los países receptores.  Estas exenciones pueden otorgarse aun en el caso de que se disponga de buques de pabellón estadounidense, pero el transporte marítimo realizado por el país receptor no puede exceder del 50 por ciento del total transportado al amparo del crédito.  Son específicas de cada crédito y están sujetas a la concesión de un trato de reciprocidad por parte del país destinatario a los buques de pabellón estadounidense.  En otras circunstancias, la Administración Marítima del Departamento de Transporte puede conceder también exenciones a la preferencia de la carga.  Se pueden solicitar exenciones cuando no hay buques estadounidenses disponibles en un plazo razonable o a un precio moderado.  Durante el año civil de 2002, la Resolución Pública Nº 17 generó 35.615 toneladas métricas, de las que el 91 por ciento se transportó en buques de pabellón estadounidense.

116. La Ley de Ventas de la Administración de la Electricidad de Alaska de 1995 establece que las exportaciones de petróleo crudo de Alaska se realicen en buques de pabellón estadounidense.  La última exportación de ese producto tuvo lugar en abril de 2000.  Desde entonces, todo el petróleo crudo de Alaska se ha transportado al mercado de la Costa Oeste de los Estados Unidos para su refinado y consumo interno.

d)
Servicios portuarios

117. Los Estados Unidos tienen 361 puertos públicos, por los que pasa la mayor parte del comercio de ultramar de los Estados Unidos.  Los 50 puertos principales de los Estados Unidos reciben el 90 por ciento aproximadamente de todo el tonelaje de carga;  los 25 puertos principales de contenedores reciben el 98 por ciento de todos los envíos de contenedores.  Los buques para cruceros embarcan pasajeros al menos en 16 puertos.  Las autoridades han señalado que todos los servicios portuarios de los Estados Unidos se ofrecen en condiciones no discriminatorias.  Los Estados Unidos no conceden trato preferencial a ningún país en lo que respecta al uso de las instalaciones portuarias, aunque por razones de seguridad nacional se prohíbe la entrada en los puertos estadounidenses a los buques procedentes de Camboya, Corea del Norte, Cuba, Irán, Iraq, Libia y Siria.

118. Los Estados Unidos mantienen una exención al trato NMF consistente en restricciones a las actividades de carga y descarga realizadas por tripulaciones de buques extranjeros cuya propiedad y pabellón corresponden a países que restringen del mismo modo las actividades de carga y descarga realizadas por tripulaciones estadounidenses de buques con pabellón de los Estados Unidos.
  La Ley de Extranjería de 1952 modificada prohíbe a los tripulantes extranjeros realizar actividades de carga y descarga en los Estados Unidos.  La Ley prevé una excepción de reciprocidad para las actividades de carga y descarga realizadas por tripulaciones de buques matriculados en países que permiten a las tripulaciones de buques estadounidenses realizar actividades de carga y descarga y que son propiedad de nacionales de esos países.
119. La Ley de Comercio de 2002 introdujo, por razones de seguridad nacional, nuevas prescripciones en materia de documentación para toda la carga destinada a la exportación y transportada por un buque procedente de un puerto de los Estados Unidos.  El expedidor debe entregar la documentación al transportista o a su agente como mínimo 24 horas antes de que zarpe el buque.  La Ley prohíbe a toda empresa que explote un terminal marítimo realizar actividades de carga a no ser que el transportista le indique que la carga ha sido debidamente documentada.  La carga que no haya sido debidamente documentada y haya permanecido en el terminal marítimo durante más de 48 horas tras haber sido entregada a la empresa explotadora del terminal podrá ser objeto de registro, incautación y decomiso.  En febrero de 2003, la Protección Aduanera y Fronteriza de los Estados Unidos empezó a aplicar el Reglamento sobre manifiesto previo o "norma de manifiesto de buque con 24 horas de antelación" (capítulo III 2) i)).

e)
Consideraciones relativas a la política de competencia
120. Las empresas tanto estadounidenses como extranjeras que explotan servicios de transporte por buques de línea regular se benefician de exenciones a la legislación antimonopolio, incluidas la leyes Sherman y Clayton;  esas excepciones no se aplican a los transportistas que en general no tienen un calendario fijo.  En virtud de la Ley de Transporte Marítimo de 1984, las empresas que explotan líneas regulares pueden concluir acuerdos, a los que no se aplica la legislación antimonopolio, para fijar precios, debatir políticas de precios, compartir activos o cooperar en asuntos de explotación.  Estos acuerdos deben ser presentados a la FMC, que se encarga de examinarlos, para evitar prácticas anticompetitivas, así como de mantener un sistema de registro de los contratos de servicios entre las empresas de transporte público marítimo y los expedidores.  Otras tareas de la FMC consisten en examinar los acuerdos sobre explotación y precios entre empresas de transporte público marítimo y empresas que explotan terminales marítimos, asegurarse de que las tarifas y tasas de las empresas de transporte público están a disposición del público por medios electrónicos y regular las tarifas de las empresas de transporte de propiedad estatal o controladas por el gobierno.
121. En virtud de la Ley de Reforma de la Navegación de Altura de 1998, que introdujo ciertas modificaciones en la Ley de Transporte Marítimo de 1984 para aumentar la competencia promoviendo el uso de contratos de servicios con los importadores y exportadores, la FMC conserva la facultad de revisar las tarifas de las empresas de transporte que son propiedad de gobiernos extranjeros para asegurarse de que no se sitúan por debajo de un nivel "justo y razonable".
122. Con arreglo a la Ley sobre Prácticas Extranjeras de Transporte Marítimo de 1988, la FMC puede investigar y abordar las condiciones del comercio exterior que perjudican a los transportistas estadounidenses cuando no existen condiciones similares para los transportistas extranjeros en los Estados Unidos.  La FMC está autorizada a afrontar o modificar las condiciones del comercio exterior desfavorables para el transporte marítimo de los Estados Unidos que se derivan de leyes, normas o reglamentos extranjeros, o los métodos o prácticas competitivos de las empresas propietarias o explotadoras de buques extranjeros, de conformidad con el artículo 19 de la Ley de la Marina Mercante de 1920.  En 2000 se creó un Grupo de Estudio sobre Prácticas Restrictivas Extranjeras para que funcionarios de la FMC examinen y analicen permanentemente tales prácticas.  La FMC está legalmente autorizada a tomar medidas compensatorias para afrontarlas.  En el ejercicio de 2002, la FMC supervisó prácticas de transporte marítimo potencialmente desfavorables o discriminatorias de diversos gobiernos extranjeros, entre ellos China y el Japón, pero no tomó ninguna de las medidas previstas en la Ley sobre Prácticas Extranjeras de Transporte Marítimo o el artículo 19.

123. Durante el ejercicio de 2002, la FMC investigó y persiguió prácticas desleales, incluidas actividades con efectos de distorsión del mercado (por ejemplo, descuentos secretos, descripción errónea de los productos, uso ilícito de contratos de servicios).  La mayoría de las investigaciones sobre esas prácticas desleales concluyeron en transacciones basadas en el pago de sanciones administrativas, que en el ejercicio de 2002 ascendieron a unos 2,5 millones de dólares EE.UU.  La FMC aplica un programa de solución alternativa de diferencias que entró en vigor en agosto de 2001 y que prevé diversos medios a tal efecto.  En el marco de este programa, se alienta a las partes a que solucionen sus diferencias a través de la conciliación, el arbitraje u otros medios similares.

124. En el marco del Programa de Subvenciones para la Seguridad Portuaria, los puertos de los Estados Unidos pueden recibir subvenciones de la Dirección de Seguridad del Transporte (TSA) para llevar acabo evaluaciones de la seguridad y aplicar estrategias que reduzcan la vulnerabilidad y refuercen la seguridad de la carga y los pasajeros y el control del acceso.  Este Programa financia la planificación de la seguridad, así como proyectos para mejorar la seguridad en los muelles y recintos portuarios.  En 2003, la Dirección de Seguridad del Transporte otorgó subvenciones a 199 empresas públicas estatales y locales, así como privadas, por un valor de 170 millones de dólares EE.UU.  Además, el Departamento de Seguridad Nacional destinó también 75 millones de dólares EE.UU. a determinados proyectos sobre seguridad portuaria con cargo al presupuesto complementario para el ejercicio de 2003, y anunció que financiaría con 58 millones de dólares EE.UU. la Operación Comercio Seguro, programa piloto realizado en colaboración con el Departamento de Transporte en el que representantes de empresas privadas, puertos y gobiernos locales, estatales y federal analizan los procedimientos vigentes de seguridad para los cargamentos que entran en el país.  En 2002, se asignaron 92 millones de dólares EE.UU. en una primera ronda de subvenciones para la seguridad portuaria.

f)
Construcción naval y reparación de buques
125. De conformidad con la Ley Jones, los astilleros estadounidenses son los únicos proveedores de buques para las rutas internas;  a ese respecto, en virtud del párrafo 3 a) del GATT de 1994, se otorgó a los Estados Unidos una exención de las normas del GATT para las medidas que prohíben la utilización, venta o alquiler de embarcaciones construidas o reconstruidas en el extranjero con fines comerciales entre puntos situados en aguas nacionales o en las aguas de una zona económica exclusiva.

126. La Administración Marítima del Departamento de Transporte proporciona asistencia financiera a los armadores de buques estadounidenses y extranjeros y a los astilleros estadounidenses a través del Programa Federal de Financiación de Buques (título XI).  En el marco de este programa, el gobierno federal garantiza las obligaciones de financiación o refinanciación del sector privado para la construcción o reconstrucción de buques tanto de pabellón estadounidense como de propiedad extranjera en astilleros de los Estados Unidos.  Las garantías cubren hasta el 87,5 por ciento durante un período de hasta 25 años, según el tipo de proyecto.  En el ejercicio de 2002, se aprobaron nuevas solicitudes de ocho empresas y astilleros relativas a proyectos con un costo total de 278,4 millones de dólares EE.UU., que representaron 225,4 millones de dólares de garantías, mientras que en el ejercicio de 2001 se habían aprobado 12 solicitudes de proyectos con un costo total de 871,1 millones de dólares, que representaron 729,6 millones de garantías.

127. En virtud del Fondo de Capital para la Construcción y el Fondo de Reserva para la Construcción, los ciudadanos estadounidenses que posean o arrienden buques pueden obtener ventajas fiscales para construir buques que reúnan las condiciones prescritas.  El Fondo de Capital para la Construcción otorga moratorias fiscales a las empresas que explotan buques dedicados al comercio exterior, el comercio nacional en zonas no contiguas o la industria pesquera de los Estados Unidos, o que naveguen en los Grandes Lagos.  Esos buques deben haber sido construidos en los Estados Unidos y estar documentados con arreglo a las leyes de los Estados Unidos.  La finalidad de este Fondo es compensar la desventaja competitiva con que se enfrentan las empresas que explotan buques de pabellón estadounidense en la construcción y sustitución de sus buques en relación con las empresas que explotan buques de pabellón extranjero matriculados en países que no gravan con impuestos los ingresos derivados del transporte marítimo.
  El Fondo de Reserva para la Construcción es un programa de ayuda financiera que otorga moratorias fiscales a empresas que explotan buques de pabellón estadounidense;  los beneficiarios pueden aplazar el pago de impuestos sobre las plusvalías atribuibles a la venta o pérdida de un buque, siempre que el producto de esas operaciones se utilice para ampliar o modernizar la flota mercante de los Estados Unidos.

128. En 1982 se establecieron los criterios para determinar la capacidad de los astilleros mediante un análisis de la base de movilización realizado conjuntamente por la Administración Marítima del Departamento de Transporte y los astilleros de la Armada (SYMBA).  Según este análisis, en los Estados Unidos hay en la actualidad 93 astilleros e instalaciones de reparación de buques capaces de construir o reparar buques de al menos 400 pies de longitud.  Estos astilleros emplean a unas 74.200 personas, de las que 44.700 trabajan en la producción.  Hay además muchos otros astilleros en los Estados Unidos con diversa capacidad que emplean a 22.000 trabajadores más en la producción y en otras labores.  No hay restricciones a la inversión extranjera en astilleros o instalaciones de reparación de buques de los Estados Unidos.
129. Cuando los buques de pabellón estadounidense reparados en el extranjero reingresan en los Estados Unidos, se les aplica un derecho ad valorem del 50 por ciento, basado en el costo del equipamiento y las reparaciones no urgentes que se hayan contratado en países extranjeros.  Los buques de pabellón extranjero de propiedad estadounidense no están sujetos a este derecho, que también se eliminó en el marco del TLCAN y de los acuerdos con Chile y Singapur.  El Acuerdo de la OCDE sobre Construcción Naval, firmado pero no ratificado por los Estados Unidos, eliminaría este derecho para los países signatarios.
5) Servicios de transporte aéreo

i) Introducción

130. El descenso de la demanda de bienes de consumo que siguió a los ataques del 11 de septiembre de 2001 en los Estados Unidos ha afectado considerablemente a las compañías aéreas de ese país.  Entre agosto de 2002 y mediados de 2003, dos de las principales compañías aéreas estadounidenses (US Airways y UAL Corporation, de la que depende United Airlines) presentaron una solicitud de reorganización al amparo del capítulo 11 del Código de Quiebras, aunque US Airways superó posteriormente la situación de quiebra.  American Airlines notificó unas pérdidas netas, después de deducir partidas especiales, de 3.500 millones de dólares EE.UU. en 2002, frente a 1.800 millones en 2001.

131. Debido en parte a la debilidad de la economía de los Estados Unidos en 2001 y a la intensa competencia en ese mercado, varias compañías aéreas estadounidenses habían registrado ya pérdidas antes de los ataques del 11 de septiembre.
  Según un estudio de la Organización de Aviación Civil Internacional (OACI), en 1999 los ingresos de las compañías aéreas provenientes del transporte de pasajeros en las rutas internacionales de América del Norte (Canadá, México y los Estados Unidos) no cubrieron sus costos:  la relación entre ingresos y costos fue de 0,80, en comparación con un promedio de 0,96 en todo el mundo y de 1,05 en Europa, debido sobre todo a la intensa competencia que hizo bajar las tarifas.

132. El transporte aéreo nacional de los Estados Unidos reportó en 2002 unos ingresos de unos 79.000 millones de dólares EE.UU. (incluido el tráfico de pasajeros y de carga, tanto en líneas regulares como no regulares), mientras que los ingresos que obtuvieron los transportistas estadounidenses de los servicios internacionales fueron del orden de 27.000 millones de dólares EE.UU.  El tráfico interno de los Estados Unidos (pasajeros, correo y carga) representa un tercio aproximadamente del mercado mundial de servicios aéreos;  según las autoridades, esta proporción ha tendido a disminuir, como consecuencia del crecimiento registrado en otras regiones del mundo.  Cerca del 28 por ciento 28% del comercio estadounidense, expresado en valor, se transporta por vía aérea.

133. Diecisiete de los 30 mayores aeropuertos del mundo se encuentran en los Estados Unidos.  Los aeropuertos estadounidenses registraron considerables descensos de tráfico en 2001 y 2002, que llegaron a un 10 por ciento en Nueva York y a casi un 16 por ciento en San Francisco.  Prácticamente todos los aeropuertos de los Estados Unidos con servicios comerciales son propiedad del gobierno estatal o local.  Cuatro aeropuertos con importantes servicios comerciales (el mayor de los cuales es el Aeropuerto Internacional de Indianápolis) son explotados mediante contratación externa y contratos de gestión;  son habituales los acuerdos de este tipo para el suministro de servicios aeroportuarios de alcance más limitado, como las operaciones en los terminales y las zonas de aparcamiento, el transporte en tierra, el mantenimiento de los edificios, la publicidad, la manipulación de los equipajes, la construcción y la ingeniería.  Los Estados Unidos tienen numerosos proveedores de servicios aeroportuarios que exportan sus conocimientos en materia de gestión, y varios aeropuertos estadounidenses han contratado a empresas extranjeras para que les presten esos servicios.  En particular, el mercado de servicios de escala estadounidense, que es el mayor del mundo, es abierto y competitivo.  El mercado ha fomentado el desarrollo de empresas de servicios de escala independientes de las compañías aéreas y el acceso liberalizado al uso de servicios de escala propios por los usuarios de los aeropuertos.

ii) Marco reglamentario

134. La Oficina del Secretario de Transporte, dependiente del Departamento de Transporte, tiene a su cargo la política de transporte aéreo.  La Administración Federal de Aviación del Departamento de Transporte supervisa a los transportistas aéreos certificados y fiscaliza a los transportistas aéreos extranjeros que operan en territorio estadounidense.
  Todos los acuerdos para el uso compartido de códigos y otras alianzas entre transportistas aéreos que operan en los Estados Unidos, ya sean estadounidenses o extranjeros, han de ser aprobados por el Departamento de Transporte.
  La Oficina del Secretario de Transporte examina las solicitudes de uso compartido de códigos por razones económicas y de política, con el fin de determinar si su aprobación redundaría en beneficio público.  La Administración Federal de Aviación examina los aspectos de la alianza propuesta relacionados con la seguridad, y comunica seguidamente su decisión a la Oficina del Secretario de Transporte.

135. Por ley, la propiedad sustancial y el control efectivo de las compañías aéreas de los Estados Unidos deben estar en manos de ciudadanos de ese país.
  Toda participación extranjera en una empresa de transporte estadounidense está limitada al 25 por ciento como máximo de las acciones con derecho a voto.  Además, el presidente y al menos dos tercios de los miembros del Consejo de Administración y otro personal directivo deben ser ciudadanos de los Estados Unidos.  Sin embargo, el Departamento de Transporte permite, en ciertas circunstancias, que ciudadanos extranjeros sean propietarios de hasta el 49 por ciento de las acciones de una compañía aérea recurriendo a un porcentaje superior al 25 por ciento de las acciones sin derecho a voto, siempre que el control efectivo siga estando en manos de ciudadanos estadounidenses y que exista un acuerdo de cielos abiertos entre los Estados Unidos y el país de origen del inversor extranjero (como en el caso de la inversión de KLM en Northwest a comienzos del decenio de 1990).

136. Sólo los transportistas estadounidenses están autorizados a suministrar servicios aéreos nacionales.  Por consiguiente, se impide a las compañías aéreas extranjeras realizar transporte de cabotaje, es decir competir con las compañías aéreas estadounidenses que prestan servicios en las rutas nacionales.  Las tripulaciones de los servicios aéreos nacionales de pasajeros y carga deben ser nacionales estadounidenses o extranjeros residentes;  los transportistas aéreos que ofrezcan servicios internacionales pueden contratar a ciudadanos extranjeros en las tripulaciones de sus vuelos.  El arrendamiento de aeronaves con tripulación (y, habitualmente, también con mantenimiento y seguro) a transportistas estadounidenses sigue estando restringido a empresas y ciudadanos estadounidenses.

137. La Ley Fly America exige que el transporte de pasajeros y de carga financiado por el Gobierno de los Estados Unidos sea realizado por transportistas aéreos nacionales.
  A estos efectos, se considera como un servicio prestado por un transportista estadounidense el uso por éste de un código compartido con una compañía aérea extranjera.  Sin embargo, la ley confiere a los Estados Unidos la facultad de celebrar acuerdos bilaterales o multilaterales que permitan a transportistas aéreos extranjeros suministrar tales servicios si esos acuerdos son compatibles con los objetivos de la política estadounidense de transporte aéreo internacional y prevé el intercambio de derechos o ventajas de magnitud similar.

138. Recientemente se produjo un cambio de política, cuando a comienzos de 2003 el Departamento de Transporte propuso al Congreso de los Estados Unidos modificaciones que permitieran a los inversores extranjeros poseer hasta un 49 por ciento de las acciones con derecho a voto en una empresa de transporte estadounidense.
  Las autoridades indicaron que el cambio propuesto tenía por objeto facilitar el acceso de los transportistas estadounidenses a los mercados mundiales de capitales.  El cambio no afectaría a los requisitos destinados a garantizar que las compañías aéreas de los Estados Unidos estén controladas por ciudadanos estadounidenses.  De conformidad con las normas vigentes, si se comprueba que una empresa de transporte es propiedad de ciudadanos de otro país, el Departamento de Transporte le exige normalmente que se deshaga de un porcentaje de acciones con derecho a voto suficiente para ponerse de nuevo en conformidad con la legislación, y puede revocarle la licencia si no lo hace.

139. Con el fin de ayudar al sector del transporte aéreo estadounidense tras los ataques del 11 de septiembre, el Presidente de los Estados Unidos firmó, el 22 de septiembre de 2001, la Ley de Seguridad y Estabilización del Sistema de Transporte Aéreo (ATSSSA), que ponía a disposición de los transportistas aéreos estadounidenses fondos para indemnizarles por las pérdidas sufridas como consecuencia de los ataques.
  De conformidad con la Ley, se autorizaban indemnizaciones de hasta 5.000 millones de dólares EE.UU. por las pérdidas directas que acarreara para los transportistas aéreos toda orden federal de permanecer en tierra emitida por el Secretario de Transporte (o su prorrogación) y por las pérdidas diferenciales sufridas por los transportistas aéreos del 11 de septiembre de 2001 al 31 de diciembre de 2001, como consecuencia directa de los ataques.  Al expirar el programa el 31 de diciembre de 2002, el Departamento de Transporte había transferido un total de algo más de 4.600 millones de dólares EE.UU. a 426 transportistas aéreos de los Estados Unidos.

140. Además de las subvenciones federales, la Ley puso a disposición de las compañías aéreas garantías de préstamos federales de hasta 10.000 millones de dólares.
  Las garantías habían de ser adjudicadas discrecionalmente a las compañías aéreas por el Consejo de Estabilización del Transporte Aéreo, creado a tal efecto.
  Los prestatarios debían presentar sus solicitudes en junio de 2002 a más tardar.  Se han asignado unos 1.600 millones de dólares EE.UU. en concepto de garantías de préstamos;  la única solicitud pendiente en octubre de 2003 era la de United Airlines.

141. En el marco de la Ley de Seguridad y Estabilización del Sistema de Transporte Aéreo se establecieron dos programas para ayudar a las compañías aéreas a hacer frente al aumento del costo de los seguros a partir de septiembre de 2001.  Los dos programas requieren dos transacciones distintas y pueden estar en vigor durante diferentes períodos de tiempo.  Con arreglo al primero de ellos, el Programa de Seguro Aéreo, la Administración Federal de Aviación otorga, entre otras cosas, indemnizaciones en concepto de responsabilidad civil aeronáutica por riesgo de guerra superiores a 50 millones de dólares EE.UU. por accidente, tras la cancelación de esa cobertura por las compañías comerciales de seguros.
  No hay un límite para los desembolsos globales, pero el máximo por accidente es el doble del límite que el transportista tenía establecido en su póliza de responsabilidad civil por riesgo de guerra antes del 11 de septiembre de 2001.  Desde noviembre de 2002, las compañías aéreas nacionales pueden obtener una cobertura más amplia por riesgo de guerra no sólo en lo que concierne a la responsabilidad civil, sino también respecto de los daños al casco, los pasajeros, la tripulación y los bienes.

142. El segundo programa, que también está a cargo de la Administración Federal de Aviación, consiste, entre otras cosas, en reembolsos a los transportistas aéreos estadounidenses por el aumento del costo de las primas de los seguros con respecto a las que estaban vigentes a comienzos de septiembre de 2001.  Esta ayuda se financió con cargo a un fondo rotatorio establecido a tal efecto.
  Inmediatamente después del 11 de septiembre se desembolsaron unos 60 millones de dólares EE.UU. para sufragar el gasto en primas adicionales por riesgo de guerra durante 30 días.  Según las autoridades, no se han efectuado ni se contemplan nuevos pagos.

143. Antes de septiembre de 2001, la ayuda al sector del transporte aéreo estadounidense se había limitado en gran medida a la concesión de subvenciones federales para servicios a zonas remotas.  Los principales programas eran el Programa de Servicios Aéreos Esenciales del Departamento de Transporte (en el marco del cual se desembolsaron unos 100 millones de dólares EE.UU. en 2002) y las subvenciones concedidas a pequeñas comunidades en virtud del Programa Piloto de Fomento de Servicios Aéreos a Pequeñas Comunidades (unos 20 millones de dólares EE.UU.), con arreglo al cual se asignaron fondos por vez primera en el ejercicio de 2002 (octubre de 2001-septiembre de 2002).  Una comunidad tiene derecho a recibir subvenciones del Programa de Servicios Aéreos Esenciales si dista más de 70 millas del centro aeroportuario mediano o grande más próximo y si el servicio cuesta menos de 200 dólares EE.UU. por pasajero.

144. A raíz del 11 de septiembre de 2001, las principales compañías aéreas se han retirado de los aeropuertos situados en ciudades de mediana y pequeña magnitud para reducir los costos.  Un reciente estudio de la Oficina General de Intervención de Cuentas indica que los nuevos incentivos financieros concedidos por las administraciones locales desde septiembre de 2001 han sido el instrumento más eficaz para atraer de nuevo servicios aéreos a las pequeñas comunidades.
  Estos incentivos han consistido principalmente en subvenciones, garantías de los ingresos y reducción de los derechos de los aeropuertos.

145. Por lo que respecta a los servicios aeroportuarios, la Administración Federal de Aviación regula los turnos en tres aeropuertos de los Estados Unidos:  los aeropuertos Kennedy y La Guardia en Nueva York y el Aeropuerto Nacional Reagan en Washington.  En 2002 se suprimieron los límites de turnos de la Administración Federal de Aviación en el Aeropuerto Internacional O'Hare de Chicago.  Los restantes aeropuertos con servicios regulares (unos 400) no tienen límites reglamentarios para los turnos de los vuelos nacionales o internacionales.  Todo desequilibrio de breve duración entre la demanda y la capacidad se resuelve recurriendo a iniciativas de gestión basadas en el control del tráfico aéreo.  La reglamentación de los turnos en los aeropuertos Kennedy y La Guardia expirará el 1º de enero de 2007.  Las autoridades han indicado que la normativa estadounidense sobre asignación de turnos para vueltos internacionales se ajusta a muchas de las Directrices de Programación Mundial del Sector Aéreo de la Asociación de Transporte Aéreo Internacional (IATA).

146. El Departamento de Transporte considera que los servicios de control del tráfico aéreo son una "función intrínsecamente pública".  Sin embargo, aunque la Administración Federal de Aviación es el principal proveedor de servicios de navegación aérea, en los pequeños aeropuertos contrata personal de empresas privadas para las torres de control del tráfico aéreo.  Este programa entraña la contratación de 206 torres que controlan cerca del 23 por ciento de los vuelos.
  En diciembre de 2000, el Presidente de los Estados Unidos firmó una orden por la que se autorizaba el establecimiento de la Organización del Tráfico Aéreo, dependiente de la Administración Federal de Aviación, que funcionaría con criterios de rentabilidad y tendría por objeto supervisar el sistema de transporte aéreo estadounidense.
  La Organización del Tráfico Aéreo se encargaría de suministrar servicios operativos diarios de tráfico aéreo.  Su establecimiento está siendo todavía objeto de examen.

147. Como se señaló en el informe de la Secretaría para el examen anterior de los Estados Unidos, existen diferentes acuerdos para la recertificación de las plantas de reparación en los Estados Unidos y en el extranjero.  Por ejemplo, la certificación por parte de la Administración Federal de Aviación de las plantas de reparación ubicadas dentro de los Estados Unidos, ya sean explotadas por empresas estadounidenses o por empresas extranjeras que hacen uso de derechos con respecto al modo 3 de suministro de servicios, tiene validez indefinida.  Las autoridades han explicado que esto se debe a que se encuentran bajo la vigilancia permanente de los inspectores locales de la Administración Federal de Aviación.  Los certificados de las plantas ubicadas fuera de los Estados Unidos, independientemente de la nacionalidad de las empresas, deben renovarse cada uno o dos años, luego de la inspección efectuada por la Administración Federal de Aviación.  La certificación por los Estados Unidos de las plantas canadienses no es necesaria porque, desde el decenio de 1950, sus autoridades aceptan los trabajos que realizan las plantas de reparación certificadas por el Canadá en productos estadounidenses;  a su vez, el Canadá acepta los trabajos que realizan las plantas de reparación certificadas por los Estados Unidos en productos canadienses.

iii) Acuerdos internacionales

148. Los derechos de tráfico, junto con los servicios directamente relacionados con su ejercicio, no están comprendidos en el ámbito del AGCS, que abarca los servicios de reserva informatizados, la venta y comercialización de servicios de transporte aéreo y los servicios de reparación y mantenimiento de aeronaves que no están en servicio (véase también más adelante), y excluyen específicamente los servicios de mantenimiento de líneas.  Los compromisos contraídos por los Estados Unidos en el marco del AGCS se limitan a las reparaciones y mantenimiento de aeronaves.  Además, los Estados Unidos han consignado en su Lista exenciones NMF para la venta y comercialización de servicios de transporte aéreo y la explotación y reglamentación de los servicios de reserva informatizados.

149. A los efectos de las negociaciones de la OMC sobre el AGCS, así como de sus negociaciones bilaterales y su plan reglamentario, los Estados Unidos consideran que el arrendamiento de aeronaves con tripulación forma parte de los derechos de tráfico, y en consecuencia está excluido de las disciplinas del AGCS.  Por el contrario, estiman que el arrendamiento de aeronaves sin tripulación es un servicio empresarial, junto con otros arrendamientos de equipamiento industrial sin operadores.  Las empresas estadounidenses participan en este mercado como arrendadoras y arrendatarias.  En opinión de las autoridades estadounidenses, el arrendamiento de aeronaves sin tripulación no está excluido del AGCS porque no está comprendido en las exclusiones que se establecen en el Anexo sobre Servicios de Transporte Aéreo.

150. Como muchos otros Miembros de la OMC, los Estados Unidos no han consignado en su Lista obligaciones en virtud del AGCS con respecto a los servicios aeroportuarios o de escala porque consideran que quedan fuera del ámbito del AGCS.
  La mayoría de los acuerdos bilaterales de transporte aéreo concertados por los Estados Unidos contienen cláusulas que permiten a los transportistas estadounidenses utilizar sus propios servicios de escala o seleccionar una de las empresas de servicios de escala que compiten en los aeropuertos de países socios (y recíprocamente).

151. Las disposiciones del TLCAN sobre el transporte aéreo también eximen en gran medida al sector del transporte aéreo de las normas sobre libre comercio y sobre inversiones aplicables a otros sectores.
  Sin embargo, el TLCAN incluye los servicios aéreos especializados, además de los de mantenimiento y reparación de aeronaves, con sujeción a una serie de reservas (Anexo I);  los servicios aéreos especializados no están comprendidos en los compromisos contraídos por los Estados Unidos en virtud del AGCS.
  De conformidad con lo previsto en el Anexo I del TLCAN, los Estados Unidos expresaron cierto número de reservas respecto de las exenciones NMF y el trato nacional en relación con el transporte aéreo.
  Se refieren a 1) actividades de reparación, revisión o mantenimiento de aeronaves llevadas a cabo en el Canadá;  2) inversión en el transporte aéreo, como consecuencia de las prescripciones en materia de ciudadanía para la explotación de servicios aéreos nacionales y de servicios aéreos internacionales regulares y no regulares por transportistas estadounidenses (véase más adelante).  Los Estados Unidos expresaron una tercera reserva respecto de las exenciones NMF y el trato nacional en relación con el suministro transfronterizo de servicios aéreos especializados y la inversión en ellos:  el suministro de determinados servicios aéreos especializados depende de una prueba de reciprocidad, mientras que las "aeronaves civiles extranjeras" necesitan una autorización previa para suministrar servicios aéreos especializados en territorio estadounidense.

152. Los acuerdos de cielos abiertos siguen siendo la piedra angular de la estrategia del Departamento de Transporte para el transporte aéreo internacional, y los Estados Unidos son parte en casi 60 acuerdos de este tipo.
  Un acuerdo de cielos abiertos permite a las compañías aéreas de un país volar entre cualquier ciudad de éste y cualquier otra ciudad de los países participantes.  Un aspecto comercial importante de estos acuerdos es que conceden derechos ilimitados de la "quinta libertad", mientras que los acuerdos bilaterales tradicionales de servicios aéreos contenían a menudo restricciones, por ejemplo a la fijación de precios o a la capacidad.
  El Departamento de Transporte considera que los acuerdos de cielos abiertos son una condición necesaria (aunque no la única) para eximir del cumplimiento de la legislación antimonopolio a alianzas con compañías aéreas extranjeras.  Teniendo en cuenta la importancia del mercado estadounidense para los participantes extranjeros en esta alianza, este vínculo parece haber sido un factor de peso en algunos de los acuerdos de cielos abiertos firmados desde 1992.

153. El Departamento de Transporte considera que los acuerdos de cielos abiertos aumentan al máximo la competencia potencial y facilitan la prestación de nuevos servicios mediante acuerdos de cooperación entre las compañías aéreas de los países participantes.  Sin embargo, al igual que otros acuerdos bilaterales de servicios aéreos, los acuerdos de cielos abiertos reservan por lo general los derechos de tráfico a las empresas de las dos partes en el acuerdo, y no conceden derechos de la séptima libertad.
  Las autoridades han observado, no obstante, que algunos acuerdos de cielos abiertos conceden a los transportistas de ambas partes derechos de la séptima libertad para las operaciones de carga, como lo hace el Acuerdo Multilateral sobre la Liberalización del Transporte Aéreo (véase más adelante).

154. Los acuerdos de cielos abiertos contienen también restricciones a la propiedad y el control, por las que la otra parte acepta la designación de la compañía aérea siempre que se respeten las disposiciones sobre propiedad sustancial y control efectivo.  Si bien en caso de fusión o absorción las compañías aéreas extranjeras corren el riesgo de dejar de cumplir los requisitos en materia de propiedad para tener acceso al mercado estadounidense en el marco de estos acuerdos, las autoridades han señalado que los Estados Unidos no están obligados a revocar tales derechos, y que en varias ocasiones se han concedido exenciones respecto de las cláusulas de propiedad y control en aras de la competitividad y para garantizar una participación más amplia de determinados interlocutores comerciales en el mercado del transporte aéreo (por ejemplo SAS, Air Afrique, BMI).

155. Los Estados Unidos ha concluido acuerdos de cielos abiertos con cada uno de los miembros de la UE, con excepción de España, Grecia, Irlanda y el Reino Unido.  A finales de 2002, el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas emitió un fallo según el cual los acuerdos bilaterales de transporte aéreo concertados por ocho Estados miembros con los Estados Unidos infringían en diversos aspectos el tratado por el que se rige la UE.  En junio de 2003, los Estados miembros aprobaron un mandato para que la Comisión Europea negociara con los Estados Unidos un acuerdo de amplio alcance sobre aviación civil que sustituyera a los acuerdos bilaterales vigentes.
156. En diciembre de 2001, el Perú se incorporó al Acuerdo Multilateral sobre la Liberalización del Transporte Aéreo (MALIAT), concluido en 2000 entre los Estados Unidos, Chile, Nueva Zelandia, Singapur y Brunei.
  Samoa hizo otro tanto en julio de 2002.  Como se indicaba en el informe de la Secretaría correspondiente al anterior examen de los Estados Unidos, los países signatarios pueden mantener sus propios requisitos sobre ciudadanía o propiedad, pero el control efectivo debe permanecer en el país de origen.  Además, el acuerdo pone en marcha un proceso multilateral para afrontar cuestiones como la adhesión, las modificaciones del acuerdo y la solución de diferencias.  El acuerdo prevé derechos de la séptima libertad para todas las operaciones de carga, así como un protocolo facultativo que permita a las partes que lo deseen intercambiar derechos de la séptima libertad en relación con los pasajeros y el cabotaje.
  Brunei, Nueva Zelandia y Singapur han firmado ya este protocolo.
6) Servicios de telecomunicaciones
i) Estructura y evolución del mercado

157. El mercado de telecomunicaciones de los Estados Unidos alcanzó un volumen de negocio de 345.000 millones de dólares EE.UU. en 2001, lo que le convierte en el mayor mercado del mundo.
  En los Estados Unidos operan centenares de empresas con participación extranjera.  El crecimiento anual del volumen de negocio en el sector de las telecomunicaciones se aceleró en el período comprendido entre 1991-1996 y 1996-2001 (pasando del 7,6 por ciento al 9,2 por ciento en promedio).  Según la OCDE, tres factores explican esta aceleración:  la liberalización del mercado de comunicaciones inalámbricas a partir de 1995, el comienzo de la utilización comercial de Internet y la apertura de mercados de acceso local a la competencia con la aprobación de la Ley de Telecomunicaciones de 1996.

158. La información disponible indica que el mercado de proveedores de servicios internacionales es también muy competitivo:  en 2001, 52 empresas de explotación basadas en la utilización de instalaciones o en régimen de reventa notificaron que suministraban servicios telefónicos, servicios de líneas privadas y otros servicios internacionales.  Algunas de esas empresas son de propiedad extranjera:  en 2002-2003, 29 empresas de titularidad extranjera presentaron informes sobre la situación de los circuitos internacionales.  Todas ellas son empresas de explotación basadas en la utilización de instalaciones (de su propiedad o arrendadas).  Además, 625 operadores suministraban servicios internacionales de mensajería telefónica en régimen de reventa, revendiendo los servicios de empresas estadounidenses de explotación basadas en la utilización de instalaciones o en régimen de reventa.
159. Durante el período 2000-2001, el sector hizo frente a un problema de exceso de capacidad derivado de las excesivas inversiones de los últimos años del decenio de 1990, en un momento de disminución de la demanda de servicios de telecomunicaciones a causa de la desaceleración de la economía.  La consecuencia fue que algunas empresas no obtuvieron los ingresos necesarios para hacer frente a los gastos y que se produjeron varias quiebras en gran escala.  Aunque éstas no estaban directamente relacionadas con los servicios de telecomunicaciones, la situación se agravó por efecto de algunos casos importantes de fraude contable, mediante el cual algunas grandes empresas, incluso en el sector de las telecomunicaciones, ocultaban problemas fundamentales e incrementaban artificialmente el crecimiento de los ingresos.
 A pesar de esos problemas, los Estados Unidos han seguido manteniendo un mercado abierto y competitivo en el sector de las telecomunicaciones.
ii) Reglamentación
160. La Comisión Federal de Comunicaciones regula la entrada en el mercado y las actividades de las empresas de telecomunicaciones, tanto nacionales como extranjeras, sobre la base de la Ley de Comunicaciones de 1934, modificada por la Ley de Telecomunicaciones de 1996.
  Las normas y reglamentos de la Comisión están codificados en el Título 47 del Código de Reglamentos Federales.
  De conformidad con la Ley de Comunicaciones, la Comisión tiene amplias facultades para establecer reglamentaciones en aras del interés público.  Así, puede adoptar normas y reglamentos, resolver diferencias, conceder y revocar licencias e imponer sanciones y multas en caso de violación de la ley.
161. Las disposiciones de servicio universal contenidas en la Ley de Comunicaciones de 1934 determinan que las empresas de servicios públicos de transporte de telecomunicaciones ("common carriers"), según la definición que figura en la ley, deben suministrar acceso a los servicios de telecomunicaciones en todo el país, incluso en las zonas rurales, insulares y de alto costo, así como a las instituciones públicas, a precios razonables y asequibles.
  Para financiar este servicio universal, las empresas de telecomunicaciones deben pagar al Fondo de Servicio Universal un porcentaje de los ingresos percibidos de los usuarios finales por las comunicaciones interestatales.  La contribución se revisa trimestralmente en función de las necesidades de los programas de servicio universal.  En el último trimestre de 2003, la contribución se situó en el 9,2 por ciento.  En 2002, los fondos necesarios para el servicio universal ascendieron a 5.900 millones de dólares EE.UU.
162. Las facultades atribuidas a la Comisión Federal de Comunicaciones figuran en la Orden sobre Participación Extranjera de 1997, que sustituyó la prueba sobre "oportunidades de competencia efectivas", o prueba ECO, por una norma de libre entrada para los Miembros de la OMC que solicitan licencias en relación con servicios abarcados por el Acuerdo sobre Telecomunicaciones Básicas de la OMC.
  Estos solicitantes no necesitan demostrar que sus mercados ofrecen oportunidades de competencia efectivas para:  1) obtener la autorización prevista en el artículo 214 para suministrar servicios internacionales;  2) recibir autorización para superar el 25 por ciento de propiedad extranjera indirecta establecido como referencia en el artículo 310 b) 4) de la Ley de Comunicaciones en relación con las licencias de "common carrier" para telecomunicaciones inalámbricas;  o 3) obtener licencias para el aterraje de cables submarinos.  En lugar de aplicar la prueba ECO, la Orden sobre Participación Extranjera da por sentado que la entrada en el mercado favorece la competencia y, en consecuencia, adopta procedimientos simplificados para tramitar favorablemente la mayoría de las solicitudes.
  Las autoridades indicaron, que desde 1999, la Comisión Federal de Comunicaciones ha resuelto favorablemente más de 500 solicitudes de empresas con un 10 por ciento o más de participación extranjera para suministrar servicios basados en la utilización de instalaciones o en la modalidad de reventa en los Estados Unidos.
163. La Comisión Federal de Comunicaciones ha revisado también las salvaguardias de la competencia aplicables al suministro de servicios internacionales de telecomunicaciones en el mercado estadounidense.  La Comisión ha limitado el alcance de la regla de no hacer concesiones especiales, que ahora solamente prohíbe a empresas estadounidenses suscribir acuerdos exclusivos con operadores extranjeros que tengan el poder de mercado suficiente para afectar negativamente a la competencia en el mercado de los Estados Unidos.  La Orden sobre Participación Extranjera adoptó la presunción refutable de que las empresas cuya cuota de mercado en el extranjero es inferior al 50 por ciento carecen de ese poder.  Además, revisó las salvaguardias de la competencia que se aplican a los operadores de los Estados Unidos clasificados como dominantes en razón de su asociación con operadores extranjeros que tienen poder de mercado en el extremo extranjero de una ruta internacional.  La Orden se basa en gran medida en las prescripciones de notificación para impedir que las empresas afiliadas puedan perjudicar la competencia y a los consumidores en el mercado de los Estados Unidos.

164. La Comisión Federal de Comunicaciones tiene en cuenta otros factores al examinar la solicitud de una licencia por una empresa extranjera.  En particular, reconoce que corresponde al Poder Ejecutivo decidir sobre las cuestiones relativas a la seguridad nacional, la aplicación de la ley, la política exterior y la política comercial que éste pueda plantear
;  según las autoridades, no se ha denegado ninguna licencia por tales motivos.
165. En virtud del artículo 1377 de la Ley General de Comercio Exterior y Competencia de 1988, los Estados Unidos examinan anualmente el cumplimiento por parte de los interlocutores comerciales de los compromisos contraídos en el marco de los acuerdos sobre telecomunicaciones.  En el informe de 2003 figuraban una serie de quejas en relación con determinados países.
  Las diferencias que puedan producirse en razón de determinadas prácticas de Miembros de la OMC se deben solucionar de conformidad con las disposiciones de la Organización.  Por ejemplo, las cuestiones planteadas en la diferencia relativa a los compromisos de México en materia de telecomunicaciones en el marco del AGCS fueron inicialmente objeto del examen previsto en el artículo 1377.

166. Las distintas comisiones estatales son competentes para reglamentar las tarifas y las condiciones de los servicios de telecomunicaciones básicas intraestatales no basadas en radiofrecuencias.  En el examen anterior de la política comercial de los Estados Unidos, el Japón expresó su inquietud por el hecho de que en cada estado no sólo existen diferentes formularios y procedimientos de solicitud, sino también distintas condiciones para la certificación y diferentes contenidos y formularios para los informes sobre las licencias;  según el Japón, esas diferencias han causado graves inconvenientes a sus empresas.
  Las autoridades subrayaron que se aplican las mismas prescripciones a todos los proveedores, con independencia de su nacionalidad.
iii) Acceso a los mercados
167. Los compromisos de los Estados Unidos sobre telecomunicaciones básicas anexos al Cuarto Protocolo del AGCS abarcan prácticamente todos los servicios, cualquiera que sea la tecnología utilizada para la transmisión.
  En la práctica, las empresas extranjeras pueden suministrar servicios de telecomunicaciones locales, de larga distancia e internacionales con cualquier tecnología, ya sea sobre la base de la utilización de instalaciones o en la modalidad de reventa.
168. El artículo 310 de la Ley de Comunicaciones de 1934 dispone que los agentes o sus representantes que se indican a continuación no podrán obtener ni ser titulares directos de una licencia de radio para la prestación de servicios de "common carrier":  gobiernos extranjeros, ciudadanos no estadounidenses, empresas cuya organización no se atenga a la legislación de los Estados Unidos y empresas estadounidenses más del 20 por ciento de cuyas acciones pertenezcan, o den derecho de votación a cualquiera de los tres tipos de agentes mencionados.  Las restricciones aplicables a la inversión directa son prescripciones legales que la Comisión Federal de Comunicaciones no puede dejar de aplicar.
169. Por lo que se refiere a la inversión indirecta, la Comisión aplica las prescripciones de la Ley mediante solicitudes presentadas por solicitantes extranjeros.  Concretamente, el artículo 310 b) 4) dispone que la Comisión debe constatar que la denegación de la propiedad indirecta de más del 25 por ciento en las licencias para radiodifusión y las licencias de radio para la prestación de servicios de "common carrier" no favorecería el interés público.  Una inversión indirecta implica la constitución de una compañía estadounidense conforme a las leyes de los Estados Unidos por otra compañía estadounidense de propiedad extranjera pero constituida de conformidad con las leyes estadounidenses.  Al examinar la inversión extranjera propuesta de conformidad con el artículo 310, la Comisión se basa en principios establecidos en la Orden sobre Participación Extranjera de 1997, incluso la presunción de que la inversión en el mercado estadounidense por entidades de países miembros de la OMC es compatible con el interés público.  Tres Miembros de la OMC han pedido que se recoja en la nueva legislación este principio relativo a la inversión indirecta, proporcionando plena seguridad jurídica a las empresas extranjeras de países Miembros de la OMC.

170. Los Estados Unidos cumplieron sus compromisos contraídos en la OMC en la esfera de los servicios de satélite mediante la Orden DISCO-II, adoptada en noviembre de 1997.  Tales compromisos permitían a los operadores de satélites extranjeros prestar servicios de satélite en los Estados Unidos.  Se permite la propiedad extranjera de estaciones terrestres en el marco del artículo 310 antes mencionado cuando dichas estaciones suministran servicios de "common carrier";  no está limitada la propiedad extranjera de estaciones terrestres que suministran servicios distintos de los de "common carrier".
171. Mediante una Orden adoptada en 1999, la Comisión Federal de Comunicaciones simplificó el procedimiento de autorización de servicios de satélites no estadounidenses en el mercado de los Estados Unidos.
 Las autoridades indicaron que en virtud de los procedimientos simplificados, las estaciones espaciales autorizadas pueden suministrar servicios a clientes de estaciones terrestres en los Estados Unidos del mismo modo que los proveedores estadounidenses de servicios de satélite.  Cuando lo solicite el operador de la estación espacial, su satélite extranjero será considerado para la inclusión en la lista autorizada de estaciones espaciales, que permite prácticamente a todas las estaciones terrestres titulares de licencia acceder a determinados satélites no estadounidenses sin necesidad de otra aprobación reglamentaria.
  Las autoridades indicaron que desde mediados de 2000 se han añadido a la lista autorizada de estaciones espaciales más de una docena de satélites extranjeros, de manera que prácticamente todas las estaciones terrestres estadounidenses con licencia pueden acceder a cualquiera de esos satélites inmediatamente para suministrar determinados servicios en los Estados Unidos.
172. En la Lista de compromisos asumidos por los Estados Unidos en la OMC en 1997 en materia de telecomunicaciones se excluyen específicamente las transmisiones unidireccionales por satélite de servicios de televisión de radiodifusión directa al hogar y de radiodifusión directa, así como los de servicios audio digitales.
  Además, la lista de exenciones del artículo II (NMF) anexa a la Lista de compromisos contiene una disposición relativa al trato diferenciado de los países en virtud de la aplicación de medidas de reciprocidad o de acuerdos internacionales que garantizan el acceso a los mercados o el trato nacional para las transmisiones unidireccionales por satélite de servicios de televisión de radiodifusión directa al hogar y de radiodifusión directa, así como los de servicios audio digitales.
  Según las autoridades, la Comisión ha autorizado la utilización de algunos satélites de México y el Canadá titulares de licencia para la distribución de programas de radiodifusión directamente a los consumidores
173. En agosto de 1999, la Comisión Federal de Comunicaciones autorizó el acceso directo al sistema de satélites de la Organización Internacional de Comunicaciones por Satélite (INTELSAT).  Desde entonces, se ha comunicado que más de 80 empresas han presentado solicitudes para obtener ese acceso directo.
  En 2000, La Comisión también tomó medidas para facilitar la privatización de INTELSAT, en consonancia con la Ley de reorganización del mercado abierto para el mejoramiento de las telecomunicaciones internacionales (Ley ORBIT).  La Comisión concedió a New Skies (derivada de INTELSAT) acceso al mercado estadounidense en 1999 con sujeción a determinados requisitos de la Ley ORBIT, y en 2001 determinó que New Skies había cumplido esos requisitos

174. En el informe de la Secretaría correspondiente al examen anterior de los Estados Unidos, se indicaba que la Corporación de Comunicaciones por Satélite (Comsat) seguiría siendo el signatario estadounidense de INTELSAT hasta la privatización de ésta, momento en el cual pasaría a ser uno de sus accionistas.  Después de la compra de Comsat por Lockheed Martin, esta última empresa pasó a ser el signatario de los Estados Unidos hasta su privatización en 2001, momento en que se convirtió en accionista de INTELSAT.  En 2003, Lockheed Martin vendió la mayor parte de la antigua Comsat a diferentes empresas, pero mantuvo su participación en la INTELSAT privatizada.  En 2003, Lockheed Martin vendió la división de Comsat que suministraba servicios de INTELSAT a la empresa INTELSAT privatizada en los Estados Unidos.
175. En octubre de 2001, las autoridades concedieron a Inmarsat acceso al mercado de los Estados Unidos para el suministro de servicios móviles por satélite.  Inmarsat, privatizada en 1999, continúa suministrando servicios marítimos, aeronáuticos y servicios móviles internacionales por satélite en el mercado estadounidense.

iv) Fijación de los precios
176. Según los datos de la OCDE, los precios de mercado de los Estados Unidos son inferiores al promedio de los precios de la OCDE para la mayoría de los servicios de telecomunicaciones, en particular si se utiliza la paridad del poder adquisitivo al hacer las comparaciones.  Esto es así tanto en el caso de las tarifas de telefonía fija y móvil como en el de las tarifas de acceso a Internet y las de las líneas arrendadas.
  Probablemente, los precios relativamente bajos se explican en buena medida por la fuerte competencia existente.  Por lo que respecta a los servicios internacionales, hay que señalar como factor adicional la política de tasas de liquidación de referencia.
177. La Orden sobre Referencias dictada por la Comisión Federal de Comunicaciones en agosto de 1997 prescribe que las empresas estadounidenses fijen las tasas de liquidación internacionales que pagan a las empresas extranjeras por terminar las llamadas en un nivel acorde con las tasas específicas relacionadas con el desarrollo económico del país donde terminan las llamadas.
  Se estableció una tarifa de referencia de 0,15 dólares EE.UU. por minuto para los países de mayores ingresos y de 0,23 dólares EE.UU. por minuto para los países de menores ingresos, tarifas que se introducirían a lo largo de un período de transición de cinco años a partir de enero de 1998 para aplicarse plenamente en enero de 2003.
178. La Orden de Reforma de la Política de Liquidaciones Internacionales que adoptó la Comisión Federal de Comunicaciones reformó la política que se había aplicado generalmente en los acuerdos entre los Estados Unidos y las compañías extranjeras de telecomunicaciones para el intercambio de tráfico de conmutación por líneas públicas (por ejemplo, el sistema de tasas de distribución) y posibilitó nuevos acuerdos comerciales entre empresas de telecomunicaciones.
  Con anterioridad, la Comisión Federal de Comunicaciones exigía que se dieran a conocer públicamente todas las negociaciones de empresas estadounidenses con empresas extranjeras e impedía la concertación de acuerdos entre empresas estadounidenses y extranjeras que tuvieran preferencia con respecto a determinada empresa estadounidense.  La Orden abolió esos requisitos, en la medida en que se aplicaban a acuerdos con compañías extranjeras que carecían de poder en el mercado y con compañías extranjeras dominantes con tasas de liquidación un 25 por ciento más bajas, por lo menos, que la tasa de liquidación de referencia aplicable.  La Comisión está estudiando una nueva reforma de su política en este ámbito.
v) Normas

179. La Comisión Federal de Comunicaciones procura aplicar políticas neutrales desde el punto de vista tecnológico, permitiendo a los titulares de licencias que elijan el equipo más adecuado a sus necesidades.  En la esfera de los sistemas de telefonía móvil, la Comisión ha mantenido esa política, permitiendo a los titulares de licencias que elijan su propia norma de transmisión de señales.  Se utilizan varias normas;  las autoridades indicaron que la interconexión se establece generalmente entre los proveedores de servicios respectivos.  La penetración de la telefonía móvil es en promedio menor en los Estados Unidos que en países comparables que han adoptado una norma única para la transmisión de señales.  Según las autoridades, este hecho podría guardar relación con la mayor penetración tradicional de la telefonía por cable en los Estados Unidos que en otros países industrializados, así como con la política de los Estados Unidos que prescribe que el receptor debe pagar las llamadas realizadas por teléfonos móviles.
180. Los Estados Unidos y sus interlocutores comerciales han debatido durante varios años la aplicación apropiada de los sistemas móviles de telecomunicaciones inalámbricas de tercera generación (3G).  Las discusiones han tenido lugar tanto de forma bilateral como en la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT).  Según la Comisión Federal de Comunicaciones, los operadores estadounidenses de teléfonos móviles tienen la flexibilidad de desplegar tecnologías, incluso la 3G, que les permitirá ofrecer servicios móviles de datos de gran velocidad utilizando el espectro de frecuencias existente, pero han proseguido los esfuerzos para asignar frecuencias adicionales (y conceder licencias al respecto) adecuadas para ofrecer servicios inalámbricos avanzados.
  Las autoridades explicaron en el contexto del presente examen que se había asignado la frecuencia de 120 MHz para sistemas sin cable avanzados que pueden incluir la tecnología 3G, que se habían otorgado licencias para una parte de esas frecuencias adicionales y que en octubre de 2003 se estaba estudiando la licitación del resto.
7) Servicios audiovisuales
181. Los servicios audiovisuales consisten en la producción y distribución de productos de entretenimiento, con inclusión de películas cinematográficas, cintas de vídeo para uso doméstico con fines de esparcimiento y programas de televisión.  La transmisión de esos productos puede realizarse por distintos medios, ya sea por vía terrestre, por vía hertziana o por cable o satélite.  Con el progreso tecnológico, es cada vez mayor la coincidencia existente entre los medios utilizados para transmitir el contenido audiovisual y los servicios de telecomunicaciones.

182. El sector audiovisual estadounidense produce largometrajes y series de televisión para su distribución por radiodifusión, cable o radiodifusión directa a través de satélite.  Con frecuencia, los largometrajes, después de haber sido proyectados en salas cinematográficas, se distribuyen a través de plataformas de distribución de televisión de pago, por ejemplo, la televisión por cable y por satélite directa al hogar y la televisión por vía hertziana.  En el sector audiovisual existen varias grandes redes de radiodifusión que suministran programas a muchas de las 1.700 emisoras locales de televisión.
  Compiten con redes de distribución por medios distintos de la radiodifusión, que comprenden aproximadamente 230 redes nacionales de programación por cable y más de 50 redes de calidad superior.  En los Estados Unidos, el 44 por ciento de los ingresos obtenidos en el sector audiovisual proceden del mercado de vídeo para uso doméstico con fines de esparcimiento, el 40 por ciento del mercado de televisión y el 18 por ciento de los espectáculos teatrales.  En 2003, más del 85 por ciento de los hogares recibían la programación de vídeo por satélite o cable.  En la temporada televisiva de 2001-2002, las emisoras de radiodifusión alcanzaban el 47 por ciento de la cuota de pantalla, frente al 53 por ciento de las redes que utilizaban otros medios de distribución.
183. Como se ha indicado anteriormente en el caso de los servicios de telecomunicaciones, el artículo 310 de la Ley de Comunicaciones dispone que no podrán obtener la propiedad de una licencia de radio y televisión las sociedades o empresas extranjeras más del 20 por ciento de cuyo capital pertenezca o dé derecho de voto a personas que no sean nacionales de los Estados Unidos;  las sociedades o empresas constituidas con arreglo a la legislación de los Estados Unidos que estén directa o indirectamente controladas por otra sociedad cuyo capital sea propiedad en más de 25 por ciento de personas que no sean nacionales de los Estados Unidos, y un gobierno o una sociedad extranjeros cuyos funcionarios o más del 25 por ciento de los directores no sean nacionales de los Estados Unidos.
184. Salvo por los reglamentos que prohíben la pornografía, el Gobierno Federal no regula la producción, distribución o importación de películas cinematográficas.  Tampoco restringe ni limita los programas de televisión ni las cintas de vídeo para uso doméstico con fines de esparcimiento producidos o distribuidos por entidades extranjeras.  La Comisión Federal de Comunicaciones solamente regula los productos de vídeo en grado muy limitado;  los medios de radiodifusión están sujetos a prescripciones legales en materia de publicidad política;  las emisoras comerciales de televisión deben ofrecer un número mínimo de programas infantiles, y los denominados programas indecorosos quedan relegados en los medios de radiodifusión a la franja horaria de 10 de la noche a 6 de la mañana.
185. En la actualidad existen seis restricciones a la propiedad, cuya finalidad es promover la competencia, diversidad y localismo en la producción de los medios de comunicación.  El Reglamento sobre la Dualidad de Redes autoriza a ser propietario de un máximo de dos redes de radiodifusión siempre que una de ellas no sea la ABC, la CBS, la NBC ni la Fox.  El Reglamento sobre la Propiedad de Emisoras Nacionales de Televisión limita al 35 por ciento la audiencia que puede controlar una entidad.  El Reglamento sobre la Propiedad Cruzada de Emisoras de Radiodifusión y Periódicos prohíbe que una misma empresa sea propietaria de un periódico y de emisoras de radiodifusión en la misma zona.  El Reglamento sobre la Propiedad Múltiple de Emisoras Locales de Televisión autoriza la propiedad de dos cadenas de televisión con algunas restricciones.  El Reglamento sobre la Propiedad de Emisoras Locales de Radio limita el número de emisoras de radio de las que puede ser propietaria una empresa en función del tamaño del mercado.  El Reglamento sobre la Propiedad Cruzada de Emisoras de Radio y Televisión limita el número de emisoras de radio y televisión que puede poseer una entidad en un mercado local.
186. En 2001, la Comisión Federal de Comunicaciones comenzó a revisar la política de propiedad en los medios de comunicación, en el marco del examen bienal de los reglamentos que establece la Ley de Telecomunicaciones.  El Informe y Orden resultante, que se adoptó el 2 de junio de 2003, mantuvo el Reglamento sobre la Dualidad de Redes.
  La Orden redujo las limitaciones a la propiedad de emisoras locales de televisión por una misma empresa.  Por otra parte, la Comisión aumentó el límite del 35 por ciento establecido en el Reglamento sobre la Propiedad de Emisoras Nacionales de Televisión al 45 por ciento, pero consideró que las limitaciones a la propiedad de emisoras locales de radio establecido en el Reglamento sobre la Propiedad de Emisoras Locales de Radio seguían siendo necesarias en aras del interés público, aunque modificó la metodología para definir un mercado radiofónico.  También se modificaron el Reglamento sobre la Propiedad Cruzada de Emisoras de Radiodifusión y Periódicos y el Reglamento sobre la Propiedad Cruzada de Emisoras de Radio y Televisión, entre otros, suprimiéndose la prohibición relativa a la propiedad cruzada de periódicos y emisoras de radiodifusión y la relativa a la propiedad cruzada de emisoras de radio y televisión en mercados con nueve o más cadenas de televisión.  Un tribunal de apelación suspendió las nuevas normas sobre la propiedad antes de que entraran en vigor.
  Las seis normas relativas a la propiedad continúan vigentes hasta que haya concluido el proceso de revisión judicial de las nuevas normas sobre la propiedad adoptadas por la Comisión Federal de Comunicaciones el 2 de junio de 2003.
187. En la Lista de Exenciones NMF anexa al AGCS, los Estados Unidos se reservaron también el derecho de autorizar "la deducción de gastos por la publicidad realizada por una emisora extranjera y dirigida primordialmente a un mercado estadounidense, sólo en los casos en que la emisora extranjera esté ubicada en un país que permita una deducción análoga para una publicidad encomendada a una emisora estadounidense".  La finalidad de la exención es "alentar la deducción de los gastos de publicidad en el plano internacional".
 Las autoridades indicaron que en la práctica esas medidas sólo se aplican en forma negativa al Canadá.
8) Servicios financieros
i) Evolución reciente del mercado
188. El sector de los servicios financieros, que abarca la banca, los seguros y los valores, ha sido uno de los sectores que ha experimentado mayor crecimiento en la economía estadounidense en los últimos años:  su contribución al PIB aumentó desde el 6,9 por ciento en 1995 al 9 por ciento en 2001.  En 2001 y 2002, el sector se vio afectado por los incidentes en el mercado de valores, por la reducción del número de fusiones y adquisiciones (con la consiguiente disminución de los derechos de asesoramiento financiero y custodia) y por los ataques terroristas del 11 de septiembre, pero experimentó una cierta recuperación en el primer semestre de 2003.
189. Se estima que a finales de 2001 el sector financiero daba empleo a 6,1 millones de personas, lo que lo convertía en el tercer mayor proveedor de empleo después de los servicios de salud y los servicios prestados a las empresas.
  Las exportaciones de servicios financieros aumentaron rápidamente entre 1998 y 2002 (cuadro IV.10).  Las transacciones de filiales son mucho más amplias que las transacciones transfronterizas.
Cuadro IV.10

Comercio de servicios financieros, 1998-2002

(millones de dólares EE.UU. y porcentaje)

	
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002
	Tasa de crecimiento (%), 1998-02

	Transacciones transfronterizas
	
	
	
	
	
	

	Exportaciones
	
	
	
	
	
	

	Servicios financieros
	13.551
	15.493
	18.008
	17.627
	18.698
	8,3

	Banca y valores
	11.327
	13.410
	15.522 
	15.228 
	15.859 
	8,7

	Seguros, neto
	2.224
	2.083
	2.486 
	2.399 
	2. 839 
	6,3

	Primas cobradas
	7.278
	6.760
	8.455
	8.531 
	11.937 
	13,1

	Pérdidas 
	5.054
	5.750
	6.405
	8.594 
	8.619 
	14,3

	Importaciones
	
	
	
	
	
	

	Servicios financieros
	12.830
	9.784
	12.162
	15.662
	19.013
	10,3

	Banca y valores
	3.590
	3.418
	4.564 
	4.049 
	3.665 
	0,1

	Seguros, neto
	9.240
	6.366
	7.598
	11.613
	15.348
	13,5

	Primas recibidas
	20.398
	20.857
	26.888 
	40.382
	47.156
	23,3

	Pérdidas recuperadas
	11.158
	18.172
	18.764 
	35.965
	30.914
	29,0

	Transacciones de filiales
	
	
	
	
	
	

	Ventas de filiales extranjeras a nacionales de los Estados Unidos
	..
	93.797
	108.495
	112.307
	..
	

	Finanzas, excepto instituciones de depósito
	..
	15.318
	31.104
	27.212
	..
	..

	Seguros
	..
	78.479
	77.391
	85.095
	..
	

	Ventas de filiales estadounidenses a extranjeros
	78.044
	84.496
	100.657
	102.859a
	..
	

	Finanzas, excepto instituciones de depósito
	14.920
	31.641
	38.633
	37.467 a
	..
	

	Seguros
	63.124
	52.855
	63.210
	65.392
	..
	


..
No se dispone de datos.
a
No refleja la suma total ya que se ha suprimido información en algunos casos para evitar divulgar datos de empresas concretas.
Fuente:
Departamento de Comercio de los Estados Unidos, Oficina de Análisis Económicos, Survey of Current Business, octubre de 2003.

190. Al 31 de diciembre de 2002 existían en los Estados Unidos 3.672 bancos, cada uno de los cuales tenía unos activos iguales o superiores a 100 millones de dólares EE.UU.  El total de activos de estos bancos ascendía a 5,94 billones de dólares EE.UU., cifra que representaba casi el 57 por ciento del PIB.
  También al final de 2002, operaban en los Estados Unidos bancos extranjeros de 62 países.  Los bancos extranjeros contaban con 246 sucursales, 54 agencias, 78 bancos comerciales estadounidenses con participación mayoritaria de bancos extranjeros, 4 sociedades "Edge Act" participadas al menos en un 25 por ciento por bancos extranjeros y 165 oficinas de representación.
  Las oficinas estadounidenses de bancos extranjeros controlaban activos por valor de 1,34 billones de dólares EE.UU., equivalentes a aproximadamente el 18,3 por ciento de los activos totales del sistema bancario comercial estadounidense, el 11,4 por ciento de los préstamos y el 14,8 por ciento de los depósitos.  Las sucursales y agencias gestionan alrededor del 75 por ciento de los activos de las oficinas bancarias explotadas por bancos extranjeros.  Las sucursales y agencias extranjeras actúan principalmente en operaciones mayoristas, y raramente en las minoristas.  Las sucursales y agencias de bancos extranjeros conceden más de una quinta parte de todos los préstamos a empresas estadounidenses.
191. Los mercados de valores de los Estados Unidos son los mayores del mundo.  En 2001, el valor de mercado de las ventas de acciones y opciones en las bolsas estadounidenses ascendió a 13,1 billones de dólares EE.UU. (más de 120 por ciento del PIB), de los cuales 12,7 billones fueron en acciones.  El 84,2 por ciento del valor comercializado (11,2 billones de dólares EE.UU. en 2001) correspondió a la Bolsa de Nueva York, ocupando el segundo lugar la American Stock Exchange, con un 6,3 por ciento del valor comercializado.
  La capitalización del mercado de valores casi se duplicó entre 1997 y 2001, experimentó una acusada corrección en 2002 y una cierta recuperación en 2003.  En mayo de 2003, cotizaban en la Bolsa de Nueva York 2.743 empresas, de las que 470 eran extranjeras.  En 2002 y en los cinco primeros meses de 2003, comentaron a cotizar en la Bolsa de Nueva York 40 nuevas empresas extranjeras.
192. Durante el período transcurrido entre 2001 y 2003 salieron a la luz varios episodios graves de infracción de la legislación en materia de valores y se han adoptado medidas contra una serie de proveedores de servicios financieros, por lo general por no facilitar información o por fraude en materia de créditos o contabilidad.  La actuación de la Comisión de Bolsa y Valores ha comportado la imposición de multas sin precedentes, incluyendo las que se aplicaron a 10 grandes sociedades de inversión en abril de 2003 (véase infra).
193. El mercado de seguros de los Estados Unidos es el más grande del mundo, con una cifra aproximada de primas brutas de 1 billón de dólares EE.UU. en 2002, de los que aproximadamente 458.000 millones correspondieron a seguros de vida y salud y 342.000 millones a seguros de bienes y accidentes.
  Durante el período comprendido entre 1992 y 2001, el volumen total de primas aumentó aproximadamente en un 3,5 por ciento por anual.
  Los Estados Unidos ocupan el cuarto lugar del mundo por la densidad de seguros (primas por habitante), con 3.266 dólares EE.UU. por habitante en 2001, y el décimo lugar por la penetración de los seguros (primas en porcentaje del PIB), representando las primas por concepto de todos los seguros alrededor del 9 por ciento del PIB en 2001.  En 2002 se pagaron unos 47.200 millones de dólares EE.UU. en concepto de primas a través de operaciones comerciales transfronterizas a empresas aseguradoras ubicadas en el extranjero para cubrir riesgos en los Estados Unidos, principalmente primas de reaseguro.  La suma pagada a compañías de seguros estadounidenses establecidas en el extranjero fue de 11.900 millones de dólares EE.UU.  En 2001, las indemnizaciones pagadas a empresas de los Estados Unidos registraron un acusado incremento como consecuencia de los acontecimientos del 11 de septiembre, alcanzando la cifra de 36.000 millones de dólares EE.UU., casi el doble que el año anterior.  En 2002 disminuyeron hasta 30.900 millones de dólares EE.UU.
ii) Marco legislativo y reglamentario
a)
La Ley Gramm-Leach-Bliley
194. La aprobación de la Ley Gramm-Leach-Bliley (Modernización de los Servicios Financieros) codificó la refundición gradual de la reglamentación financiera estadounidense que había tenido lugar durante el último decenio.
  La Ley facilita las afiliaciones entre bancos, sociedades de valores, compañías de seguros y otras empresas financieras y así se separa definitivamente de la segmentación impuesta por la Ley Glass-Steagall, que restringía las afiliaciones de bancos y sociedades de valores, y de la Ley de sociedades holding bancarias de 1956, que restringía las asociaciones entre bancos y compañías de seguros.  La Ley no altera la separación entre la banca y el comercio 
195. En virtud de la Ley Gramm-Leach-Bliley, los bancos nacionales y extranjeros pueden afiliarse a entidades dedicadas a la negociación de valores, seguros, suscripción y otras actividades de naturaleza financiera o accesorias a una actividad financiera, a condición de que se cumplan determinadas normas en materia de capital y de gestión.  Si un banco estadounidense desea afiliarse a una compañía de seguros u otra empresa de servicios financieros primero debe establecer una sociedad holding bancaria de conformidad con la Ley de sociedades holding bancarias;  los bancos extranjeros no están obligados a establecer sociedades holding.  Las sociedades holding bancarias que cumplan las condiciones establecidas (denominadas sociedades holding financieras), incluidos los bancos extranjeros, pueden entonces controlar empresas bancarias, de valores o de seguros.  La Ley Gramm-Leach-Bliley no elimina la prohibición de que los bancos vendan y suscriban seguros en forma directa:  las sociedades holding bancarias que son sociedades holding financieras pueden afiliarse ahora con compañías de seguros, y la sociedad holding financiera será el elemento central del grupo de servicios financieros resultante (aunque la filial de seguros siga siendo una persona jurídica independiente de la sociedad holding financiera).
196. La Reserva Federal es el principal organismo regulador de esos nuevos conglomerados financieros que incluyen un banco.  Las sociedades de valores y las compañías de seguros pueden convertirse en sociedades holding financieras mediante la adquisición de un banco, siempre que se ajusten a determinados criterios.  Las actividades de las filiales de las sociedades holding financieras serán reguladas por los principales organismos de reglamentación de los bancos y del sector correspondiente, como la Oficina del Controlador de la Moneda en el caso de los bancos nacionales, un organismo de control bancario al nivel de los estados y la Reserva Federal o la Corporación Federal de Garantía de los Depósitos en el caso de los bancos constituidos en los estados, la Comisión de Bolsa y Valores en el caso de las sociedades de valores, y la administración de seguros del Estado en el caso de las compañías de seguros.  Antes de que entrara en vigor la Ley Gramm-Leach-Bliley, los conglomerados financieros que no poseían un banco comercial no estaban sujetos a una reglamentación consolidada.  La Ley amplió las prescripciones relativas a la reglamentación consolidada a las sociedades holding de bancos de inversiones, que pueden elegir ser supervisadas a escala del grupo por la Comisión de Bolsa y Valores.  La Comisión ha propuesto normas para aplicar esta parte de la Ley Gramm-Leach-Bliley.
197. Las disposiciones de la Ley Gramm-Leach-Bliley relativas a las sucursales y agencias pueden afectar a numerosos bancos extranjeros, dado que la mayoría desarrolla sus actividades en los Estados Unidos a través de estas dos modalidades;  las sucursales de los bancos extranjeros en general reciben el mismo trato que los bancos nacionales.
  La Ley Gramm-Leach-Bliley dispone que se deben aplicar a los bancos extranjeros que hayan establecido una sucursal o una agencia en los Estados Unidos normas de "buena capitalización" y "buena administración" comparables a las que se aplican a los bancos estadounidenses, "con la debida atención al principio de trato nacional e igualdad de oportunidades".
  Para responder a las preocupaciones de los bancos extranjeros de que las normas sobre recursos propios propuestas iban más allá de los requisitos de Basilea, los Estados Unidos las modificaron para que la relación endeudamiento-capital propio fuera un factor adicional en lugar de un criterio numérico.
  Esa relación se aplica a los bancos extranjeros que eligen ser tratados como sociedades holding financieras y respecto de los cuales los órganos de supervisión de su país de origen hayan adoptado normas sobre recursos propios basadas en el riesgo que sean compatibles con el Acuerdo de Basilea.  Los demás bancos extranjeros son evaluados individualmente.
198. En mayo de 2003, 550 bancos se habían convertido en sociedades holding financieras o eran tratados como tales.
  Veintiséis de ellos eran bancos extranjeros.  Las autoridades señalaron que la mayoría de las sociedades holding financieras fueron establecidas por pequeños bancos estadounidenses que deseaban dedicarse a actividades de intermediación de seguros.
199. Las empresas patrocinadas por el Gobierno son empresas privadas establecidas y constituidas por el Gobierno de los Estados Unidos con fines de política pública en el sector financiero.  Son las siguientes:  Federal National Mortgage Association (Fanny Mae);Federal Home Loan Mortgage Corporation (Freddie Mac);  Farm Credit System (Farmer Mac);  Federal Agricultural Mortgage Corporation;  Federal Home Loan Banks;  y Student Loan Mortgage Association (Sallie Mae), que está en vías de rescindir su estatuto de empresa patrocinada por el Gobierno cumpliendo las instrucciones del Congreso.  Si bien las ventajas de que disfrutan las empresas patrocinadas por el Gobierno varían en función de su estatuto propio, existen algunas ventajas comunes a todas ellas como la exención de los impuestos estatales y locales y la posibilidad de acceder a una línea de crédito de apoyo del Departamento de Tesoro.  Además, la deuda de esas empresas se puede utilizar como garantía para los depósitos públicos, para una inversión ilimitada por parte de entidades de ahorro y bancos constituidos a nivel federal y para las compras por la Reserva Federal en operaciones en el mercado libre.  Las acciones de las empresas patrocinadas por el Gobierno no están garantizadas por el Gobierno de los Estados Unidos, pero la legislación en materia de valores les da el trato de títulos del Estado para determinados propósitos.  Los mercados financieros clasifican las obligaciones de esas empresas como acciones emitidas por organismos oficiales y se cotizan a un precio más elevado que las emitidas por el Tesoro de los Estados Unidos, pero inferior a las de las obligaciones emitidas por empresas que han obtenido la calificación AAA.
  La Ley Federal relativa a la Seguridad y Solvencia Financieras de las Empresas de Vivienda de 1992 (GSE Act, P.L. 102-550) estableció la actual estructura reglamentaria de Fanny Mae y Freddie Mac;  las restantes empresas patrocinadas por el Gobierno están reguladas con arreglo a una diferente estructura jurídica.
b) 
Servicios bancarios
200. El Consejo de la Reserva Federal comparte con la Oficina del Controlador de la Moneda, la Corporación Federal de Garantía de los Depósitos y los órganos de reglamentación de los estados la responsabilidad de supervisar las operaciones de los bancos extranjeros.
201. La Ley de Actividades Bancarias Internacionales de 1978, que estableció la aplicación de las leyes y reglamentos bancarios a las sucursales y agencias estadounidenses de bancos extranjeros, sigue siendo la norma principal por la que se rigen las operaciones de los bancos extranjeros en los Estados Unidos.  La Ley dispone el otorgamiento del trato nacional a los bancos extranjeros y les ofrece la posibilidad de establecer sucursales y agencias con licencia federal, además de oficinas con licencia en un estado.  La Ley Riegle-Neal sobre Bancos y Sucursales Interestatales de 1994 introdujo la posibilidad de establecer sucursales en distintos estados mediante fusión o mediante el establecimiento ex novo de sucursales.  Aunque todos los estados adoptaron legislación para hacer efectivo el establecimiento de sucursales mediante las disposiciones relativas a las fusiones de la Ley Riegle-Neal, las sucursales interestatales mediante su establecimiento ex novo sólo están permitidas en 18 estados, el Distrito de Columbia y Puerto Rico.
202. Tras la aprobación de la Ley Gramm-Leach-Bliley, el Consejo de la Reserva Federal adoptó una norma definitiva para la aplicación de los artículos 23A y 23B de la Ley de la Reserva Federal.  La Ley Gramm-Leach-Bliley estableció una nueva entidad, la filial financiera, una empresa filial a la que se da un trato distinto en el artículo 23A.  Además, la Ley determinó que el Consejo de la Reserva Federal debía abordar la aplicación de los artículos 23A y 23B a los productos derivados financieros y las transacciones crediticias a un día.  El Reglamento W del Consejo de la Reserva Federal, que entró en vigor el 1º de abril de 2003, aplica plenamente los artículos 23A y 23B de la Ley de la Reserva Federal.  En general, el artículo 23A limita las transacciones establecidas de un banco miembro del Sistema de la Reserva Federal con una empresa afiliada a una suma no superior al 10 por ciento del capital social y el superávit de capital del banco, y las transacciones con todas las empresas filiales en conjunto a una cifra no superior al 20 por ciento del capital social y el superávit de capital del banco.
  El reglamento dispone también que todas las transacciones entre un banco miembro y sus filiales deben realizarse de forma compatible con las buenas prácticas bancarias.  El artículo 23B establece que en determinadas transacciones entre un banco y sus filiales deben efectuarse en condiciones comerciales.  El Reglamento W unifica en un único documento público las restricciones legales relativas a las filiales y las interpretaciones del Consejo de la Reserva Federal de los artículos 23A y 23B y las exenciones que establece respecto de dichos artículos.

203. Los Estados Unidos mantienen una política de trato nacional hacia las sucursales, agencias, filiales de valores y otras operaciones de los bancos extranjeros en los Estados Unidos.  Los Estados Unidos han asumido compromisos consolidados en materia de acceso a los mercados y trato nacional para todos los subsectores incluidos en el Anexo sobre Servicios Financieros del AGCS y de conformidad con el Entendimiento relativo a los compromisos en materia de servicios financieros.
  Con arreglo a la legislación en vigor, los bancos extranjeros pueden establecer una presencia comercial en el mercado de los Estados Unidos ya sea estableciendo sucursales, agencias u oficinas de representación autorizadas por los estados o por el Gobierno Federal o bien estableciendo o adquiriendo una filial de un banco nacional o estatal.  Los residentes en los Estados Unidos pueden depositar fondos en entidades extranjeras que no mantengan una presencia comercial en los Estados Unidos.
204. En los Estados Unidos, los bancos extranjeros están sujetos por lo general a limitaciones geográficas y de otra índole, sobre la base del trato nacional.  Cuando tales limitaciones no son compatibles con el trato nacional, se han establecido las correspondientes reservas como restricciones del acceso a los mercados en el AGCS.
  Por ejemplo, todos los directores de un banco nacional deben ser nacionales estadounidenses a menos que el banco nacional sea una filial de un banco extranjero, en cuyo caso basta con que sean nacionales estadounidenses la mayoría de los miembros del Consejo de Administración;  aproximadamente la mitad de los estados exigen que todos o la mayoría de los miembros del Consejo de Administración de las entidades financieras de depósito sean ciudadanos estadounidenses.  En la expansión de un banco extranjero de un estado a otro mediante el establecimiento de sucursales por la fusión de un banco extranjero con un banco ubicado fuera del "estado de origen" se otorga el trato nacional.
205. Las sucursales y agencias gestionan alrededor del 75 por ciento de los activos de las oficinas bancarias explotadas por bancos extranjeros.  Como se ha indicado anteriormente, las sucursales y agencias extranjeras realizan principalmente operaciones mayoristas, y raramente minoristas;  esto se debe en parte al hecho de que para aceptar o mantener depósitos minoristas de nacionales cuyo importe sea de menos de 100.000 dólares EE.UU. un banco extranjero debe establecer una filial bancaria asegurada (excepto en el caso de las sucursales de bancos extranjeros que ya realizaban operaciones de aceptación de depósitos aseguradas el 19 de diciembre de 1991).  Las autoridades indicaron, sin embargo, que incluso antes de 1991, cuando estaban autorizados a aceptar depósitos minoristas en sucursales, los bancos extranjeros ya se dedicaban principalmente a las operaciones mayoristas.  La preferencia de los bancos extranjeros por las sucursales puede deberse también a que en algunos casos en que los estados permiten la existencia de sucursales, y en el caso de las sucursales federales, las sucursales extranjeras no necesitan, por lo general, comprometer capital para cuestiones de organización.  De todas formas, el trato dado al capital varía según los estados.
206. En virtud de la Ley sobre Asesores en materia de Inversiones de 1940, para prestar servicios de gestión de inversiones y asesoramiento sobre valores en los Estados Unidos los bancos extranjeros tienen que inscribirse en un registro, en tanto que los bancos nacionales están exentos de esa obligación, salvo en el caso de que presten asesoramiento a compañías de inversión registradas.
207. Los bancos extranjeros sin presencia comercial pueden ofrecer y realizar operaciones comerciales con clientes en los Estados Unidos.  En todos los estados está permitida la entrada inicial mediante el establecimiento o adquisición de una filial de un banco nacional por un extranjero.  Además, existen pocas limitaciones al establecimiento de una sucursal o agencia federal por un banco extranjero.  Se aplican, sin embargo, limitaciones a la presencia comercial en los estados, pero varían según el estado.  La entrada inicial mediante el establecimiento de bancos constituidos en un estado y sucursales y agencias con licencia en un estado está sujeta a limitaciones en algunos estados.  Por ejemplo, 18 estados no conceden licencias para establecer sucursales o agencias, aunque, según las autoridades, tales estados son en su mayor parte de escaso interés comercial para los bancos extranjeros.
  En Idaho y Virginia Occidental no se autoriza el establecimiento de sucursales, pero sí de agencias;  el establecimiento de sucursales está sujeto a limitaciones en California, Hawai, Massachussets, Oregón, Pensilvania, Utah y Washington.  La entrada inicial o expansión de una persona extranjera mediante la adquisición o establecimiento de la filial de un banco constituido en un estado está prohibida o limitada en 28 estados.
  California limita la propiedad de una corporación bancaria internacional por una empresa extranjera no bancaria.  En seis estados no se conceden a bancos extranjeros licencias para establecer sucursales, pero sí agencias.
  En 18 estados no está permitida la existencia de oficinas de representación de bancos extranjeros.

c) 
Servicios relacionados con los valores 
208. La Ley de la Bolsa de Valores de 1934 otorga a la Comisión de Bolsa y Valores la competencia para regular los mercados de valores y los agentes de valores mobiliarios.  En general, los corredores y agentes extranjeros y estadounidenses deben registrarse en la Comisión de Bolsa y Valores si quieren realizar operaciones con personas estadounidenses;  la legislación de los Estados Unidos exime a los corredores y agentes extranjeros de los requisitos de registro en determinadas circunstancias.  A los corredores y agentes extranjeros se les otorga el trato nacional respecto del registro en la Comisión.  La mayoría de los estados exigen a los agentes y corredores que se registren en los organismos de reglamentación del Estado.
209. La Ley sobre empresas de inversiones de 1940 otorga a la Comisión de Bolsa y Valores la competencia para establecer la reglamentación relativa a las empresas de inversión nacionales y extranjeras.  Las empresas de inversiones extranjeras no pueden ofertar públicamente sus acciones en los Estados Unidos a menos que la Comisión de Bolsa y Valores emita, caso por caso, una orden que permita a la empresa registrarse en virtud de la Ley, cuando se haya constatado que es legal y viable aplicar efectivamente las disposiciones de la Ley con respecto a dicha empresa y que la emisión de dicha orden es en todos los demás sentidos compatible con el interés público y la protección de los inversores.
210. En virtud de la Ley sobre Asesores en materia de Inversiones de 1940, para prestar servicios de asesoramiento remunerado sobre valores, las personas o empresas, tanto extranjeras como nacionales, deben inscribirse en el registro de la Comisión de Bolsa y Valores.  Tanto las sociedades de inversión nacionales como las extranjeras deben inscribirse en dicho registro para poder vender acciones al público.  Una sociedad de inversión extranjera no puede registrar sus acciones hasta que la Comisión dicte una orden al respecto, pero la Ley otorga en general el trato nacional a los asesores extranjeros.  Los asesores extranjeros en materia de inversiones inscritos en el registro de la Comisión de Bolsa y Valores no necesitan disponer de un domicilio social en los Estados Unidos ni establecer una filial o sucursal estadounidense.  Sin embargo, la Comisión establece algunos requisitos, como el mantenimiento de registros, a fin de que se pueda controlar el cumplimiento de la Ley sobre Asesores en materia de Inversiones.  Los asesores extranjeros pueden registrarse en la Comisión de Bolsa y Valores con independencia de la cuantía de los activos que gestionen;  en cambio, los asesores nacionales están obligados a inscribirse en el registro de los órganos de reglamentación estatales cuando gestionan menos de 25 millones de dólares EE.UU. y no asesoran a una empresa inscrita en el registro de la Comisión.
211. Por otra parte, los bancos estadounidenses solamente están obligados a inscribirse en el registro como asesores sobre inversiones si brindan asesoramiento a una sociedad de inversión registrada en la Comisión de Bolsa y Valores en virtud de la Ley sobre empresas de inversiones, en tanto que los bancos extranjeros deben hacerlo si prestan servicios de asesoramiento remunerado sobre inversiones.  Los Estados Unidos introdujeron una reserva al trato nacional en el marco del AGCS para aplicar ese trato diferente.  En julio de 2002, la Comisión de Bolsa y Valores adoptó una nueva Norma Definitiva (17 CFR Part 270 Release Nº IC-25666;  File Nº S7-21-01) que modificaba la Ley sobre empresas de inversiones ampliando el alcance de sus disposiciones respecto de las fusiones y otras combinaciones comerciales autorizadas entre empresas de inversión filiales y permitiendo las fusiones entre empresas de inversión registradas y determinadas entidades no registradas.

212. El TLCAN contiene disciplinas específicas sobre el comercio de servicios financieros (banca, valores y seguros).  En términos generales, las disposiciones del TLCAN en materia de servicios financieros tienen mayor alcance que los compromisos asumidos por los Estados Unidos en el marco del AGCS.
  En particular, el TLCAN abarca enteramente el suministro transfronterizo de servicios bancarios y otros servicios financieros, mientras que los compromisos de los Estados Unidos en el marco del AGCS excluyen actividades transfronterizas básicas en la esfera de la banca y los seguros, que quedan circunscritas a los servicios de seguros, reaseguros y retrocesión en el transporte marítimo, los servicios auxiliares de los seguros y la transferencia de información financiera, elaboración de datos y suministro de servicios de asesoramiento y de servicios bancarios "auxiliares" distintos de la intermediación.  Las disposiciones del TLCAN sobre el establecimiento y el comercio transfronterizo garantizan el acceso que proporcionan actualmente los estados y la introducción de ulteriores mejoras.  Los Estados Unidos otorgaron a Jordania un trato no preferencial en los servicios financieros en virtud de su Acuerdo de Libre Comercio, que contiene la misma lista de compromisos respecto de esos servicios que los que consignaron los Estados Unidos con arreglo al AGCS.
213. La Ley sobre Valores de 1933 y la Ley de la Bolsa de Valores de 1934 exigen que los valores se registren en la Comisión de Bolsa y Valores antes de su oferta o de su venta.  Las entidades emisoras extranjeras pueden optar por utilizar diferentes formularios que los que utilizan las entidades nacionales para el registro y la notificación periódica.  Dichos formularios se basan en normas internacionales de notificación y en general permiten que las entidades emisoras extranjeras presenten informes periódicos a la Comisión con arreglo a las prescripciones de sus países de procedencia.
  La Ley de mejora de los mercados nacionales de valores de 1996 impide que los estados prohíban, limiten o impongan ninguna condición a la oferta de determinados valores, incluidos los que se cotizan en la Bolsa de Nueva York, los que figuran en el Sistema del Mercado Nacional de la Cotización Automática de la Asociación Nacional de Agentes Bursátiles y los valores emitidos por sociedades de inversión registradas.  La Ley de Agentes del Mercado Primario de Valores de 1988 otorga el trato nacional a los agentes de propiedad extranjera, siempre que se otorgue a las empresas estadounidenses que operan en los mercados de la deuda pública del país extranjero "las mismas oportunidades competitivas" que a las empresas nacionales que operan en esos mercados.  A ese respecto, los Estados Unidos establecieron en la Lista del AGCS una exención NMF relativa a la participación en emisiones de títulos de deuda pública.
214. La Ley de la Bolsa de Productos Básicos otorga a la Comisión de Comercio de Futuros de Productos Básicos (CFTC) la competencia para reglamentar el mercado de futuros y opciones en los Estados Unidos.  En general, las personas o entidades que solicitan o aceptan órdenes de personas establecidas en los Estados Unidos, sus territorios o posesiones, y que aceptan una cantidad de dinero, valores o propiedades para cubrir, garantizar o asegurar un contrato de futuros u opciones deben registrarse como comisionistas de futuros u obtener la exención del registro.  Se otorga a los comisionistas extranjeros el trato nacional.
  Existe el requisito de mantener un capital neto mínimo de 250.000 dólares EE.UU. o (si esta cifra fuera mayor) el 4 por ciento de los fondos que está obligado a reservar para negociar el intercambio de futuros de productos en nombre de sus clientes.

215. La Parte 30 del Reglamento de la CFTC (17 C.F.R., Part 30) establece la forma en que se ofrecen o se venden los productos de futuros y opciones extranjeros a clientes extranjeros.  La Norma 30.10 del Reglamento autoriza a la CFTC a eximir a los comisionistas de futuros extranjeros del cumplimiento de la prescripción de registro.  A tal efecto, el organismo de reglamentación del país de procedencia de la empresa debe demostrar, entre otras cosas, que dispone de un sistema de reglamentación comparable, y debe establecer un acuerdo de intercambio de información con la CFTC.  Una vez que la empresa ha recibido la confirmación de que queda eximida del cumplimiento de la Norma 30.10 pueden dedicarse a la oferta y la venta de contratos de futuros y opciones extranjeros a personas establecidas en los Estados Unidos sin necesidad de inscribirse en el registro de la CFTC en los términos especificados en la Norma 30.10.  En el momento presente 18 organismos de reglamentación y de reglamentación autónoma de 10 países gozan de la exención de la Norma 30.10.
  La Norma 30.5 de la CFTC otorga una exención similar a los corredores de introducción, los operadores comunes en productos básicos y los asesores en comercialización de productos básicos extranjeros.
216. Por lo general, las personas registradas o exentas pueden ofrecer o vender productos de futuros y opciones extranjeros negociados en los mercados de valores a personas establecidas en los Estados Unidos, sus territorios o posesiones, sin más autorizaciones, aunque se aplican procedimientos especiales a la oferta y la venta de futuros extranjeros basados en índices bursátiles de base amplia y títulos de deuda pública (prescripciones relativas a los productos).
  En el primer caso, el personal de la CFTC debe emitir una "carta de inacción" para posibilitar la oferta o venta en los Estados Unidos de un contrato de futuros extranjero sobre un índice bursátil de base amplia negociado en el mercado de valores.  Actualmente, existen 60 contratos de futuros sobre índices bursátiles extranjeros para los que se ha ejercido la medida de "inacción".
217. Los títulos de la deuda emitidos por un gobierno extranjero han de ser designados como un valor exento por la Comisión de Bolsa y Valores antes de que se pueda ofrecer o vender en los Estados Unidos un contrato u opción de futuros.  Los instrumentos de deuda pública emitidos por 21 países han sido calificados como valores exentos.

218. La Ley Sarbanes-Oxley de 2002 (Public Law Nº 107-204) introdujo cambios importantes en materia de reglamentación para reforzar la supervisión en el sector de los valores.  La Ley estableció el Consejo de Supervisión de la Contabilidad de las Empresas que Cotizan en Bolsa, bajo la supervisión general de la Comisión de Valores y Bolsa, para supervisar las auditorías de las sociedades que cotizan en bolsa están sujetas a la legislación en materia de valores y asegurar la observancia de las normas de contabilidad y auditoría.  Se establecieron normas de auditoría más estrictas para incluir, por ejemplo, la obligación de conservar durante siete años los documentos de auditoría, así como la aplicación de principios de contabilidad generalmente aceptados.  La Ley Sarbanes-Oxley contiene disposiciones que fortalecen la independencia de los auditores de las sociedades anónimas, exige la rotación de los socios auditores que llevan a cabo las auditorías de esas empresas e imponen la certificación de los estados financieros por los presidentes ejecutivos y los directores financieros de las empresas que emiten acciones para su venta al público.  Además, la Ley impone determinados requisitos relativos al gobierno de las empresas a las entidades emisoras nacionales y extranjeras que cotizan en los Estados Unidos.  Las autoridades señalaron que al aplicar los artículos de la Ley relativos al gobierno de las empresas, la Comisión de Valores y Bolsa contribuyó a que los emisores extranjeros pudieran evitar conflictos jurídicos con las jurisdicciones de su país de procedencia cuando éstas eran compatibles con el espíritu y los propósitos de la Ley Sarbanes-Oxley.  Otras disposiciones de la Ley prohíben que las empresas concedan préstamos personales a sus ejecutivos, abordan los conflictos de interés de los analistas y agentes y corredores de valores y modifican la legislación penal federal para imponer sanciones penales por alterar intencionadamente los archivos para entorpecer una investigación federal o un proceso de quiebra.  La Ley establece la responsabilidad penal de los responsables de la empresa que no certifiquen los informes financieros o lo hagan falsamente.
219. Tanto la Comisión de Valores y Bolsa como la CFTC pueden llevar a cabo actuaciones en materia de observancia.  Las investigaciones pueden incluir a empresas nacionales y extranjeras y con frecuencia se busca la cooperación de organismos homólogos extranjeros.  La CFTC ha suscrito 21 memorandos de entendimiento con organismos extranjeros y la Comisión de Valores y Bolsa ha establecido más de 30 acuerdos oficiales de intercambio de información.  Durante el ejercico de 2002 se formularon 448 solicitudes de asistencia a autoridades extranjeras con el fin de asegurar la observancia de las leyes.  La CFTC se ha concentrado en los últimos años en la lucha contra el fraude en las operaciones minoristas en divisas y contra las actividades ilegales.
  Hubo otros asuntos importantes como la investigación que se llevó a cabo en 2002 de supuestas prácticas comerciales de manipulación de los mercados energéticos por la empresa Enron y por otras firmas del sector de la energía.  Las actuaciones de la Comisión de Valores y Bolsa para garantizar la observancia de la ley guardaron relación con la falta de divulgación de información y con transacciones fraudulentas, así como con infracciones de la independencia de los auditores por las empresas.  Uno de los asuntos más destacados que investigó la Comisión durante el período 2001‑2003 comportó la actuación contra 10 grandes sociedades de inversión por conflictos de interés entre las actividades de análisis de las inversiones y el suministro de servicios de banca de inversiones.
  En abril de 2003, la Comisión de Valores y Bolsa acordó con esas 10 empresas medidas de reforma que exigen a las empresas que segreguen las actividades de análisis de las inversiones de los servicios de banca de inversiones
d) 
Servicios de seguros
220. El sector estadounidense de servicios de seguros está reglamentado fundamentalmente a nivel de los estados.  En consecuencia, las compañías, agentes y corredores de seguros deben obtener una licencia de conformidad con las leyes de cada estado en que se encuentre ubicado el riesgo que se proponen asegurar y están autorizadas a ofrecer servicios de seguros solamente en el estado en el que han obtenido una licencia.  Asimismo, en la mayoría de los estados las compañías de seguros deben presentar sus tarifas, dado que los organismos de reglamentación estatales han de aprobar las primas que pueden cobrar las compañías.  Las autoridades han indicado que, en la práctica, una vez que una aseguradora inicia sus actividades en su estado de residencia, otros estados dejan en manos del organismo de reglamentación de ese estado la responsabilidad principal de supervisión y también otorgan una licencia.  Las prescripciones en materia de licencias son distintas según los estados y el ramo de seguros, pero se han dado pasos importantes hacia la armonización mediante la aplicación de las disposiciones NARAB de la Ley Gramm-Leach-Bliley en la mayoría de los estados (véase infra).  Estas medidas podrían contribuir a hacer más eficiente el mercado de los seguros.
221. El mercado de los seguros está abierto a la inversión extranjera directa mediante la adquisición de una compañía de seguros autorizada en un determinado estado.  Las compañías extranjeras también se pueden constituir en cualquier estado como filiales de una compañía de seguros extranjera, salvo en Minnesota, Mississippi y Tennessee.  Asimismo, las aseguradoras extranjeras están autorizadas también a desarrollar sus actividades como sucursales en 36 estados y el Distrito de Columbia.
  En el caso de las compañías extranjeras que operan como sucursales, las operaciones se limitan en principio a la suscripción de primas sobre la base del capital depositado en cada estado en el que se proponen desarrollar su actividad.  En la práctica, se exime del cumplimiento de este requisito en muchas ocasiones, particularmente si el solicitante mantiene un depósito suficiente en otro estado.  Las compañías son responsables de la cuantía total de sus activos en los Estados Unidos.
222. Se exige una licencia en los distintos estados para poder realizar actividades de seguros dentro de sus límites o más allá de ellos, ya sea por correo, teléfono o Internet.  Sin embargo, hay algunas excepciones, que difieren de un estado a otro.  Por ejemplo, 19 estados eximen a grandes establecimientos industriales que satisfacen ciertas condiciones de cumplir las prescripciones de residencia.

223. Todos los estados con la excepción de Connecticut, Kansas, Massachusetts, Mississippi, Oklahoma, Texas, y Wisconsin (así como el Distrito de Columbia y el Commonwealth de Puerto Rico) aplican algún tipo de exención a los seguros marítimos, de aviación y transporte (MAT en el Entendimiento relativo a los compromisos en materia de servicios financieros de la OMC).
  También puede haber excepciones al requisito de residencia en el caso de los reaseguros de "pérdidas superiores", en las que las reglamentaciones estatales pueden permitir, en ciertas condiciones, la colocación fuera del estado del valor residual del riesgo que los aseguradores del estado se niegan suscribir y que no está cubierto por exenciones industriales o MAT.  En determinadas circunstancias, y con algunas excepciones, los reaseguradores extranjeros pueden suscribir seguros en los Estados Unidos, incluso aunque no se les haya concedido licencia en un estado determinado.  Los requisitos de ciudadanía estadounidense y residencia en el estado se aplican en la mayoría de los estados a los proveedores de servicios de intermediación, agencia y otros servicios auxiliares de los seguros.  En algunos estados existen, asimismo, prescripciones específicas de formación permanente.
224. Los ingresos en concepto de primas brutas están gravados con un impuesto federal del 1 por ciento en el caso de los seguros de vida y los reaseguros, y del 4 por ciento en el caso de las primas de seguros distintos de los de vida que cubran riesgos en los Estados Unidos pagadas a empresas no constituidas en virtud de la legislación estadounidense o de la legislación de países con los que los Estados Unidos hayan firmado tratados de doble imposición.  Estos tipos impositivos figuran en la Lista de los Estados Unidos anexa al AGCS.
225. La Asociación Nacional de Administradores de Seguros (NAIC), organización nacional voluntaria de organismos de reglamentación de los seguros estatales, coordina o normaliza los requisitos de reglamentación mediante la elaboración de leyes modelo de la NAIC.  Durante los años 90, la NAIC llevó a cabo el Proyecto de Trato Uniforme para solucionar los posibles problemas derivados de la existencia de un sistema específico de concesión de licencias en cada estado;  los estados participantes convinieron en otorgar licencias a productores no residentes que gocen de buena reputación en el estado de residencia sin imponer restricciones ni títulos de aptitud adicionales a los que se exigen a los productores residentes.  Para llevar a efecto el proceso, la NAIC se dotó de instrumentos como la Solicitud Uniforme de Licencia Individual de no Residente, que se acepta actualmente en 46 estados.  Entre las restantes medidas que ha impulsado la NAIC para armonizar las prácticas de reglamentación reviste especial importancia la Solicitud Uniforme de Certificado de Autorización (UCAA), que permite a las compañías aseguradoras extranjeras y nacionales presentar copia de la misma solicitud para su admisión en todos los estados participantes.  De todos modos, cada estado realiza su propio examen de las solicitudes.  La totalidad de los estados aceptan la UCAA.
226. En aras de una mayor uniformidad, la NAIC formuló asimismo la Ley Modelo de Concesión de Licencias a Productores (PLMA), que se adoptó en el año 2000.  Entre otras cosas, la PLMA establece definiciones uniformes para los seis principales ramos de seguros (seguros de vida, enfermedad y accidentes, seguros de cosas, responsabilidad ante terceros, seguros de renta variable vitalicia y anual, y personales), para ayudar a determinar cuándo se requiere una licencia.  Esto supone un paso adelante desde el punto de vista de la uniformidad, ya que en algunas leyes estatales no existían tales definiciones;  contiene también excepciones uniformes a las prescripciones en materia de licencias.  La PLMA establece un proceso uniforme para la presentación de solicitudes por residentes y no residentes, y normas uniformes para la denegación, no renovación y revocación de licencias, así como para los nombramientos de agentes de seguros.  El Registro Nacional de Productores de Seguros, una filial sin ánimo de lucro de la NAIC, ha creado y utiliza una base de datos electrónica de productores para agilizar el proceso de concesión de licencias a los productores.

227. La aprobación de la Ley Gramm-Leach-Bliley introdujo requisitos de uniformidad o reciprocidad en los estados respecto de los agentes y corredores de seguros.  Con arreglo a la Ley, si los estados no aplicaban leyes y reglamentos uniformes o un sistema de concesión recíprocas de licencias antes del 12 de noviembre de 2002, se crearía una Asociación Nacional de Agentes y Corredores Registrados (NARAB) para establecer un mecanismo mediante el cual se pudiera adoptar y aplicar en diferentes estados un sistema de licencias y de designación y otras prescripciones relativas a los títulos de aptitud y condiciones en materia de ventas para los productores de seguros uniformes, estableciendo, de hecho, la primacía de la legislación federal sobre las leyes de concesión de licencias de los estados
228. Atendiendo a las disposiciones de la Ley Gramm-Leach-Bliley relativas a la NARAB, la mayoría de los estados ha adoptado un sistema de concesión recíproca de licencias para los corredores de seguros.  En febrero de 2003, todos los estados, con la excepción de Nuevo México y Nueva York, habían aprobado la PLMA u otras leyes relativas al trámite de licencias con el fin de cumplir el mandato contenido en la Ley Gramm-Leach-Bliley sobre la reciprocidad en materia de licencias.  Asimismo, la NAIC había acreditado que 38 estados cumplían los requisitos de reciprocidad de la Ley, y Pensilvania esperaba cumplirlo tras la entrada en vigor de su legislación en junio de 2003.  De conformidad con la Declaración de Reciprocidad y la PLMA, se está aplicando un sistema de concesión recíproca de licencias en virtud del cual un productor residente puede obtener una licencia de no residente.
229. En los últimos años, la NAIC ha propiciado otras iniciativas para favorecer el mercado, como el sistema de presentación electrónica de tarifas y formularios (SERFF) y el Organismo de Examen Coordinado de Publicidad, Tarifas y Formularios (CARFRA).  Para los productos que no son objeto de examen por el CARFRA, la NAIC ha puesto en marcha un plan de mejora de los sistemas estatales.
  Los miembros de la NAIC aprobaron en diciembre de 2002 un acuerdo ("compact") interestatal de reglamentación de los productos de seguros (IIPRC) cuyo objeto es establecer un punto único para la presentación de declaraciones relativas a los productos de seguros.
  Las autoridades señalaron que las asambleas legislativas estatales examinarán el IIPRC a partir del inicio de los períodos de sesiones legislativos de 2004.
230. La Lista de Compromisos Específicos en Servicios Financieros de los Estados Unidos contiene un "compromiso adicional" en relación con los seguros en el que se indica que el Gobierno de los Estados Unidos acoge positivamente los esfuerzos desplegados por la Asociación Nacional de Administradores de Seguros ("NAIC") para promover la armonización de la reglamentación estatal en materia de seguros y examinar con los estados la cuestión de las prescripciones de nacionalidad en relación con los consejos de administración de las compañías de seguros extranjeras, y exhorta a la NAIC a continuar colaborando con los gobiernos estatales en esas esferas.

231. Entre la legislación aprobada recientemente en materia de seguros, la Ley de Seguros de Riesgos de Terrorismo de 2002 (Public Law Nº 107-297), aprobada en noviembre de 2002, estableció un Programa de Seguros del Terrorismo (Título I) en el Departamento del Tesoro, para sufragar la parte federal de la indemnización por las pérdidas aseguradas resultantes de actos terroristas.  El programa tiene una duración de tres años, desde el 1º de diciembre de 2003 al 31 de diciembre de 2005.  La Ley establece la indemnización federal de las pérdidas aseguradas que sufra una aseguradora en el 90 por ciento de la parte de dichas pérdidas que excedan de la franquicia del asegurador que debe sufragarse en el marco del programa hasta un máximo agregado de 100.000 millones de dólares EE.UU.  La Ley da instrucciones al Secretario del Tesoro para que determine la parte prorrateada de las pérdidas que debe sufragar cada asegurador que sufra pérdidas aseguradas en el marco del programa.
232. Las compañías de seguros con licencia en cualquiera de los estados pueden beneficiarse de las disposiciones de la Ley, así como las compañías sin licencia que son aseguradores de seguros "surplus" admisibles que figuran en la lista trimestral de aseguradores extranjeros de la NAIC o han sido autorizadas a ofrecer seguros de bienes y accidentes por un organismo federal en los sectores marítimo, de la energía o de la aviación.  La Ley, al mismo tiempo que mantiene la jurisdicción general o la facultad de reglamentación de los administradores estatales de seguros sobre la actividad aseguradora, dispone que en caso de las reclamaciones resultantes de una acción terrorista la acción federal es exclusiva, prevaleciendo sobre cualquier acción estatal.  

9) Servicios profesionales seleccionados
233. Los Estados Unidos tienen un superávit comercial importante en los servicios profesionales y los servicios prestados a las empresas, que ascendió a unos 18.100 millones de dólares EE.UU. en 2002 (cuadro I.5).  Las exportaciones están diversificadas geográficamente:  en 2001, el 24,8 por ciento de los ingresos procedieron de Asia y el Pacífico, y más del 15,6 por ciento, de América Latina.
  Las importaciones están más concentradas, y casi dos tercios de los pagos se realizan a países europeos o al Canadá.  A pesar de la creciente internacionalización, el comercio internacional de servicios profesionales se ve obstaculizado todavía por una reglamentación nacional compleja, tanto en los Estados Unidos como en el extranjero, especialmente las prescripciones relativas a la presencia local y a la nacionalidad y la residencia en los estados, y restricciones a la forma jurídica de entrada y a la propiedad.
234. Conforme a la legislación de los Estados Unidos, la reglamentación de las profesiones es competencia de los estados, que, por lo general, constituyen juntas de concesión de licencias encargadas de administrar los procedimientos en materia de licencias o de registro.  Los profesionales titulados en el extranjero que están autorizados a ejercer su actividad en una jurisdicción de los Estados Unidos deben cumplir todas las leyes y reglamentos aplicables de dicha jurisdicción.  La inexistencia de un régimen reglamentario uniforme de alcance nacional supone que en cada Estado se aplican distintas condiciones de acceso al mercado, aplicándose en muchos casos un trato de reciprocidad;  esto hace aún más compleja la entrada en el mercado tanto para los proveedores nacionales como extranjeros.  Las autoridades han indicado, sin embargo, que la formulación de normas modelo por las organizaciones profesionales está impulsando la uniformidad y la armonización.
  La mayoría de los estados aplican normas y límites especiales para la adquisición de servicios profesionales (capítulo III 4) iii).
235. En las negociaciones comerciales internacionales con los interlocutores comerciales de los Estados Unidos, el Gobierno Federal puede negociar acuerdos marco relativos a los servicios profesionales y a los servicios prestados a las empresas en nombre de los estados.  El Representante de los Estados Unidos para las Cuestiones Comerciales Internacionales (USTR) establece los marcos en los cuales se han de negociar los acuerdos de reconocimiento mutuo (ARM) y los examina para asegurarse de que son compatibles con los acuerdos comerciales internacionales.
 El marco contenido en el TLCAN exhorta a los órganos de negociación competentes a elaborar normas y criterios en materia de licencias y certificación mutuamente aceptables y proporciona un conjunto de criterios objetivos para su consideración en cualquier negociación.
236. Los representantes de las profesiones y las autoridades competentes negocian los ARM con sus homólogos extranjeros.  Los representantes de la profesión pueden ser miembros de una asociación profesional o de un grupo de organizaciones profesionales, y las autoridades competentes pueden ser miembros de las juntas estatales establecidas para la concesión de licencias, asociaciones nacionales de juntas estatales u otras organizaciones.  Los gobiernos de los estados tienen la competencia de la aplicación de las disposiciones relativas a las licencias contenidas en dichos acuerdos.  Cabe citar a título de ejemplo el acuerdo con los contadores del Canadá suscrito en 1991;  un acuerdo con los contadores de Australia en 1996;  un acuerdo con los arquitectos del Canadá en 1994, y un acuerdo en materia de enseñanza de la ingeniería (el Acuerdo de Washington) con el Canadá, Australia, Nueva Zelandia, el Reino Unido e Irlanda en 1989.  El Acuerdo de Washington se amplió en 1995 y 1999 con la adhesión de Hong Kong, China y Sudáfrica, respectivamente.
237. Los compromisos asumidos por los Estados Unidos en la esfera de los servicios profesionales en el marco del AGCS abarcan las siguientes esferas:  servicios jurídicos;  de contabilidad, auditoría y teneduría de libros;  asesoramiento fiscal;  arquitectónicos;  de ingeniería;  servicios integrados de ingeniería;  y servicios de planificación urbana y arquitectura paisajista.  Por lo general, los compromisos contraídos por los Estados Unidos sólo contienen un número limitado de restricciones del acceso a los mercados o del trato nacional para los modos 1 (suministro transfronterizo), 2 (consumo en el extranjero) y 3 (presencia comercial).  Las limitaciones más comunes consisten en el requisito de que las asociaciones estén limitadas a personas titulares de licencias, el requisito de tener una oficina en el estado de que se trate y los requisitos relativos a la residencia.  El modo 4 (presencia de personas físicas) está sin consolidar para todas las categorías de servicios profesionales excepto lo indicado en los compromisos horizontales de la Lista.  

ii) Servicios de contabilidad
238. Las empresas de contabilidad de los Estados Unidos y sus redes internacionales de empresas filiales generan más de la mitad de los ingresos del sector a escala mundial.  Los ingresos brutos a nivel mundial de las 10 empresas de contabilidad más importantes de los Estados Unidos sobrepasan los 50.000 millones de dólares EE.UU. al año.
  Desde la desaparición de Arthur Andersen en el año 2002, cuatro grandes empresas multinacionales de contabilidad tienen una cuota importante del mercado estadounidense.
  Aunque la mayor parte de esas empresas desarrollan sus actividades en todo el mundo, el comercio transfronterizo de los Estados Unidos en el ámbito de los servicios de contabilidad sigue siendo limitado, dado que se realiza en su mayor parte a través de una presencia comercial (filial).  En 2002, las exportaciones ascendieron a 360 millones de dólares EE.UU. (366 millones en 2001), y las importaciones a 716 millones de dólares EE.UU. (844 millones en 2001).

239. Los Estados Unidos han participado activamente en la labor realizada por el Grupo de Trabajo sobre los Servicios Profesionales de la OMC, especialmente en la elaboración de directrices para los acuerdos de reconocimiento mutuo y de las disciplinas sobre la reglamentación nacional en el sector de la contabilidad.  En el marco de las negociaciones en curso en la esfera de los servicios, los Estados Unidos ofrecieron asumir el compromiso de aplicar las disciplinas del AGCS sobre la reglamentación nacional en el sector de la contabilidad adoptadas en 1998 si otros Miembros también lo hacían.
240. En los Estados Unidos, el sector de la contabilidad se rige por la legislación de cada estado y por la autorregulación profesional.  Un contable debe estar habilitado para ejercer como contador público autorizado por uno de los 54 estados o consejos de contabilidad territoriales.
  La Asociación Nacional de Consejos Estatales de Contabilidad es una organización general que representa a los consejos subfederales de concesión de licencias.  La autorregulación profesional concierne al establecimiento de normas y códigos de conducta profesional elaborados por organismos profesionales como el Instituto Estadounidense de Contadores Públicos Autorizados (AICPA), que son administrados privadamente.

241. El AICPA representa a los profesionales de la contabilidad en el ejercicio público, ante el sector empresarial e industrial, el gobierno y el sector de la educación.  La Junta de Normas de Auditoría del AICPA elabora las normas y directrices para las auditorías, certificación y control de calidad.  La Junta de Normas de Contabilidad Financiera de la Fundación de Contabilidad Financiera (FASB) es el organismo principalmente encargado de establecer las normas en materia de contabilidad y ha sido reconocida por la Comisión de Valores y Bolsa como organismo encargado de la elaboración de las normas de contabilidad (véase más abajo).  La Comisión está facultada para establecer las normas de contabilidad para las sociedades anónimas, pero generalmente se atiene a las normas de la FASB.  La AICPA elabora los códigos de conducta, que completan la Comisión de Valores y Bolsa y la Junta de Normas Independiente.  Existen también asociaciones estatales independientes de contadores públicos autorizados.

242. Las funciones de auditoría se reservan exclusivamente a los contadores públicos autorizados y los auditores deben disponer de una licencia expedida por los organismos de reglamentación de cada estado en el que desean ejercer la profesión.  Por lo general, no existen restricciones de nacionalidad.  La auditoría de todas las sociedades está regulada generalmente por los consejos estatales de contabilidad, y la de las sociedades que cotizan en bolsa por la Comisión de Valores y Bolsa.  Los contadores extranjeros deben aprobar el examen uniforme de Contador Público y cumplir las demás leyes del estado y las reglamentaciones de los consejos estatales de contabilidad.

243. La concesión y administración de licencias están a cargo de los distintos estados y territorios, pero todos los estados exigen que los solicitantes aprueben el examen uniforme de CPA.
  Para la admisión al examen se pueden tener en cuenta los estudios y la experiencia profesional en el extranjero, aunque en distinto grado según el estado.
  No se exige la nacionalidad estadounidense para obtener una licencia, excepto en Carolina del Norte.
  Sin embargo, 25 estados y el Distrito de Columbia exigen la residencia y 13 el establecimiento de una oficina en el estado.  Prácticamente todos los estados permiten que las empresas de contabilidad asuman la forma de empresas de un solo propietario, sociedades personales o corporaciones profesionales.  Las autoridades indicaron que esos requisitos relativos a la estructura empresarial tienen por objeto asegurar que el profesional titular de la licencia sea responsable personalmente de sus acciones.  Las empresas de un solo propietario y las sociedades personales están circunscritas a personas con licencia de contadores, excepto en Iowa, donde las empresas de contabilidad deben constituirse en sociedades anónimas.
  En 35 jurisdicciones se otorgan licencias temporales.
244. En 1992, el Instituto Estadounidense de Contadores Públicos Autorizados y la Asociación Nacional de Consejos Estatales de Contabilidad presentaron la Ley de Contabilidad Uniforme y el Reglamento de Aplicación de la Ley de Contabilidad Uniforme, un proyecto de ley modelo destinado a proporcionar un enfoque uniforme de la reglamentación de la profesión de contable.  La Ley fue modificada por última vez en 2002:  el cambio más significativo consiste en facilitar la movilidad entre los distintos estados de los contadores públicos autorizados, tanto personalmente como por medios electrónicos, que ejercen la profesión en diferentes estados y son titulares de una licencia válida que se considere sustancialmente equivalente, o si se considera que los estados son sustancialmente equivalentes.  Sin embargo, se exige una nueva licencia en caso de reinstalación en otro estado.
245. El Instituto Estadounidense de Contadores Públicos Autorizados y la Asociación Nacional de Consejos Estatales de Contabilidad han concertado acuerdos de reconocimiento mutuo con contadores de Australia y del Canadá.
  Debido a la reglamentación descentralizada de esas profesiones, tales acuerdos deben ser aplicados por el ente regulador de cada estado para que tengan efecto en la jurisdicción.  El acuerdo con el Canadá se ha aplicado en 41 estados y por lo que se refiere al acuerdo con Australia, 33 estados han adoptado disposiciones para la aplicación del acuerdo respecto del Instituto de Contadores Colegiados de Australia y 26 respecto de los Contables Australianos Titulados.
246. El período al que se refiere el presente examen se caracterizó por los escándalos empresariales, como los protagonizados por Enron, WorldCom y Tyco, que pusieron en evidencia la necesidad de fortalecer la reglamentación financiera y de contabilidad.  Ello llevó a adoptar cambios importantes en la reglamentación de los Estados Unidos.  Los más significativos se plasmaron en la Ley Sarbanes-Oxley de 2002 (P.L. Nº 107-204), y reforzaron la función de supervisión en el sector de la contabilidad (véase la sección 8)).  La Ley estableció el Consejo de Supervisión de la Contabilidad de las Sociedades que Cotizan en Bolsa (PCAOB), bajo la jurisdicción de la Comisión de Valores y Bolsa, para supervisar la auditoría de las sociedades que cotizan en bolsa sujetas a la legislación sobre valores.  Todas las empresas de contabilidad participantes en la auditoría de las sociedades que cotizan en bolsa en los Estados Unidos, incluidas las empresas extranjeras, deben inscribirse en el registro del PCAOB.  Asimismo, la Ley determina que los documentos de auditoría deben conservarse durante un período de siete años, contiene disposiciones para fortalecer la independencia de los auditores e impedir conflictos de interés y extiende la aplicación de las normas que rigen el gobierno de las empresas a las sociedades, tanto nacionales como extranjeras, que cotizan en los mercados de valores de los Estados Unidos.  Para favorecer la independencia de los auditores, la Ley les prohíbe suministrar otro tipo de servicios que se determinan mientras realizan una auditoría, establece la rotación de los socios auditores cada cinco años y les exige que presenten informes a comités de auditoría que deben establecerse por mandato de la Ley.

247. En virtud de la Ley Sarbanes-Oxley, la Comisión de Valores y Bolsa publicó varios reglamentos.  En enero de 2003, aprobó una serie de normas definitivas que reforzaban las prescripciones de la Comisión sobre la independencia de los auditores.
  Otras iniciativas que ha adoptado la Comisión son el reconocimiento de la FASB como organismo encargado de elaborar las normas de contabilidad de los Estados Unidos, la adopción de normas encaminadas a conseguir una mayor independencia de los auditores externos y de disposiciones que determinan la conservación de los registros de auditoría por los auditores externos, así como de normas que impiden ejercer una influencia inadecuada sobre estos auditores.
  Asimismo, la Comisión hizo públicos reglamentos destinados a mejorar la divulgación de información y la presentación de informes financieros.  En el marco de la aplicación de la Ley Sarbanes-Oxley, la Comisión inició actuaciones y alcanzó acuerdos con varias empresas de auditoría relacionadas con violaciones de la independencia de los auditores.
248. La nueva reglamentación dio de plazo a los auditores extranjeros de empresas estadounidenses que cotizan en bolsa hasta mayo de 2004 para inscribirse en el registro del PCAOB.  Las prescripciones relativas al registro y supervisión han encontrado la oposición de otros países, que afirman que la Ley Sarbanes-Oxley y sus reglamentos de aplicación establecerían una jurisdicción muy amplia sobre las empresas de contabilidad no establecidas en los Estados Unidos.  Las autoridades indicaron que el PCAOB ha introducido algunas modificaciones en las normas relativas al registro de empresas no estadounidenses para evitar conflictos jurídicos con la legislación de sus países de origen.  Si bien es cierto que la Ley y la reglamentación de la Comisión de Valores y Bolsa prohibirá a las empresas de auditoría suministrar determinados servicios distintos de la auditoría a sus clientes, para suministrar servicios de asesoramiento fiscal, una de las principales fuentes de ingreso para las firmas auditoras se requiere únicamente la aprobación de los comités de auditoría de las empresas.
iii) Servicios jurídicos
249. El comercio de servicios jurídicos ha experimentado un importante crecimiento durante el último decenio.  En 2002, las exportaciones transfronterizas de servicios jurídicos ascendieron a 3.300 millones de dólares EE.UU., frente a 1.900 millones de dólares EE.UU. en 1996, y las importaciones se cifraron en 1.200 millones de dólares EE.UU., dando como resultado un importante superávit comercial.  Las operaciones de las filiales extranjeras han cobrado una importancia creciente en el suministro de servicios jurídicos.  Una gran proporción de ese comercio consiste en servicios de consultores jurídicos extranjeros.  En 2000, la venta de servicios jurídicos en el extranjero a través de filiales estadounidenses se estimaron en 821 millones de dólares EE.UU., en tanto que las ventas de filiales extranjeras a nacionales de los Estados Unidos ascendieron tan sólo a 23 millones de dólares EE.UU.

250. Según se especifica en la Lista de compromisos específicos de los Estados Unidos anexa al AGCS, los servicios jurídicos (el ejercicio como abogado estadounidense habilitado) deben ser suministrados por una persona física;  no se autoriza el suministro transfronterizo.  Para el modo 3, la asociación en bufetes de abogados está limitada a las personas habilitadas para ejercer la abogacía.  Sin embargo, las empresas extranjeras pueden establecer filiales en los Estados Unidos.  Se establece el requisito de nacionalidad para ejercer la representación ante la Oficina de Patentes y Marcas, pero no existe ninguna otra prescripción de nacionalidad para la concesión de licencias a los abogados.  En nueve jurisdicciones se exige tener una oficina establecida en el estado para conseguir una licencia que dé derecho a ejercer como abogado y en 16 jurisdicciones se mantienen los requisitos mantener una oficina en el estado o residir en los Estados Unidos.
  Los Estados Unidos han asumido compromisos para otorgar el acceso a los mercados y el trato nacional en 16 jurisdicciones.  Entre ellas figuran centros comerciales internacionales de gran importancia como California, Florida, Illinois, Nueva York y Texas.  Los Estados Unidos no han presentado nuevas ofertas relativas a los servicios jurídicos en la oferta inicial que han presentado en las actuales negociaciones sobre servicios de la OMC.

251. La profesión jurídica está reglamentada a nivel subnacional, de manera que cada estado o jurisdicción impone sus requisitos propios respecto de cuestiones tales como diplomas o titulación especial, edad mínima, registro y honorarios.  Aunque los exámenes profesionales no son uniformes en las diferentes jurisdicciones, los estados utilizan varios exámenes plurijurisdiccionales en el marco del proceso de examen para la admisión al colegio de abogados o como complemento de este examen.  Los solicitantes, incluso extranjeros, pueden obtener la habilitación para ejercer aprobando el examen del colegio de abogados después de haberse titulado en una Facultad de Derecho de los Estados Unidos acreditada por la Asociación de Abogados de los Estados Unidos.
  Un abogado sólo puede ejercer en los tribunales del estado en el que haya obtenido la licencia correspondiente.  Los extranjeros pueden ejercer cumpliendo los mismos requisitos estatales que se exigen a los nacionales estadounidenses para obtener una licencia.

252. Los abogados titulados en el extranjero pueden ser acreditados como consultores jurídicos extranjeros sin la obligación de aprobar un examen, en la medida en que sean de reputación reconocida en su país de origen.  Si lo permite la legislación estatal, los consultores jurídicos extranjeros pueden asesorar sobre la legislación de cualquier país en el que estén habilitados para ejercer la abogacía, así como sobre el derecho internacional y en transacciones comerciales internacionales y procedimientos de solución de diferencias no sometidas a los tribunales, tales como los servicios de arbitraje y de mediación.  No obstante, no pueden dar asesoramiento sobre la legislación local sin el respaldo de un dictamen emitido por un abogado con licencia para ejercer en el ámbito local.  Los consultores jurídicos extranjeros pueden establecer asociaciones con abogados estadounidenses en cualquiera de las 24 jurisdicciones que permiten su existencia.

253. La Ley Sarbanes-Oxley (artículo 307) contiene disposiciones que obligaron a revisar aspectos de la relación de los abogados con los clientes, particularmente con respecto a la confidencialidad, dado que exigen denunciar la violación material o infracción de los deberes del fideicomisario.  En enero de 2003, la Comisión de Valores y Bolsa adoptó un reglamento definitivo para aplicar esta disposición estableciendo normas de conducta profesional para los abogados que ejercen ante la Comisión.
  Las normas no afectan a los abogados extranjeros que no brindan a sus clientes asesoramiento sobre la legislación de los Estados Unidos;  por lo demás, los abogados extranjeros están sujetos a ellas en la medida en que ejercen ante la Comisión.  Las normas permiten que un abogado, sin consentimiento de una entidad emisora cliente, revele información confidencial relacionada con su representación en la medida en que considere necesario impedir que esa entidad emisora cometa una violación material que pueda causar un perjuicio financiero importante;  impida a la entidad emisora cometer un acto ilegal;  o rectifique las consecuencias de un acto para el que se han utilizado los servicios del abogado.  Las normas priman sobre la legislación estatal, pero no impiden que un estado imponga a los abogados obligaciones más estrictas que no sean incompatibles con las normas.
iv) Servicios de arquitectura y de ingeniería
254. En 2002, las exportaciones transfronterizas de servicios de arquitectura, ingeniería y otros servicios técnicos ascendieron a 1.900 millones de dólares EE.UU.  Esta cifra fue inferior a la de 2001, año en que se alcanzaron 2.100 millones de dólares EE.UU, y quedó muy por debajo de la registrada en 1999, de 2.600 millones de dólares EE.UU.  En 2002, las importaciones se cifraron en 312 millones de dólares EE.UU., frente a 125 millones en 2001, dando lugar a un superávit comercial de 1.600 millones de dólares EE.UU.  En ese mismo año, las exportaciones se distribuyeron de manera uniforme entre el Canadá, Europa occidental, América Latina y Asia y el Pacífico.  El Canadá y el Reino Unido fueron los principales proveedores de los Estados Unidos.  La presencia comercial es considerablemente más importante en el comercio internacional de este tipo de servicios, ya que en su mayor parte se lleva a cabo a través de filiales en mercados extranjeros.  Por ejemplo, en el año 2000, las ventas de filiales estadounidenses de empresas extranjeras relacionadas con los servicios de arquitectura, ingeniería y otros servicios técnicos ascendieron a 5.800 millones de dólares EE.UU.

a)
Servicios de arquitectura
255. En la Lista de los Estados Unidos anexa al AGCS se ha consolidado el acceso a los mercados en los modos 1, 2 y 3, con la excepción de una limitación a la presencia comercial que aplica Michigan, donde dos tercios de los funcionarios, socios y/o directores de una empresa de arquitectura deben haber obtenido la licencia de arquitectos, ingenieros profesionales y/o topógrafos.  En su oferta inicial sobre servicios en el marco del Programa de Doha para el desarrollo, los Estados Unidos señalaron que considerarían la posibilidad de asumir respecto de los arquitectos compromisos semejantes a los contraídos en relación con los contables en el marco de las disciplinas de la OMC sobre la reglamentación nacional en el sector de la contabilidad, adoptadas en 1998, si otros Miembros también lo hacían.

256. En los Estados Unidos, el Instituto Americano de Arquitectos representa a la profesión de la arquitectura.
  El ejercicio de la arquitectura en los Estados Unidos requiere la inscripción en un registro a nivel subfederal:  todas las jurisdicciones de los Estados Unidos han establecido juntas para el registro de arquitectos.  Aunque las leyes y requisitos relativos al registro varían según los estados, el Consejo Nacional de Juntas de Registro de Arquitectos, organización que agrupa a 55 juntas estatales y territoriales de registro de arquitectos, promueve normas nacionales uniformes para regular la profesión de arquitecto.  Las juntas de registro suelen exigir un título profesional de arquitectura expedido por un programa de estudios acreditado por el Consejo Nacional de Acreditación de Arquitectos, tres años de formación y la aprobación del examen de registro de arquitectos del Consejo Nacional de Juntas de Registro de Arquitectos.  Quienes están en posesión de un título de instituciones extranjeras o no acreditadas por el Consejo Nacional de Acreditación de Arquitectos pueden solicitar al Consejo Nacional de Juntas de Registro de Arquitectos la convalidación de sus estudios.
257. El certificado del Consejo Nacional de Juntas de Registro de Arquitectos habilita con carácter recíproco a quienes estén registrados en una jurisdicción a registrarse en otra de las 55 juntas del Consejo Nacional de Juntas de Registro de Arquitectos existentes y en la mayoría de las jurisdicciones canadienses, sin requisitos de estudios, formación o exámenes adicionales.  A ese respecto, los titulares del certificado están en condiciones de responder más fácilmente a las oportunidades comerciales en otros estados.  Los requisitos para el certificado son similares a los del registro, salvo por el hecho de que los solicitantes deben cumplir los requisitos de formación del programa interno de desarrollo del Consejo Nacional de Juntas de Registro de Arquitectos.  Sin embargo, a diferencia del registro, el certificado no acredita a una persona para ejercer la arquitectura en una jurisdicción.  Son más de 30.000 los arquitectos de los Estados Unidos que están en posesión del certificado del Consejo.
258. En junio de 1994 se concluyó un Acuerdo de reconocimiento mutuo entre el Consejo Nacional de Juntas de Registro de Arquitectos y el Comité de Consejos de Arquitectos del Canadá, que establece prescripciones de acreditación aplicables a arquitectos de los Estados Unidos y del Canadá.  En agosto de 2003, todos los estados de los Estados Unidos (además del Distrito de Columbia, Guam y las Islas Marianas del Norte), así como 10 provincias canadienses, habían adoptado el acuerdo.
 El Consejo Nacional de Juntas de Registro de Arquitectos ha suscrito también protocolos para el ejercicio de la profesión en un país anfitrión con Australia, China, la República Checa y Nueva Zelandia.  El Consejo está estudiando, conjuntamente con el Instituto Americano de Arquitectos, la posibilidad de un reconocimiento mutuo de las normas de concesión de licencias para los arquitectos.  En diciembre de 2002 se firmó un Acuerdo de cooperación y ejercicio de la profesión en la arquitectura, que promueve y facilita el ejercicio de la arquitectura en la Unión Europea y los Estados Unidos.  En cumplimiento de los objetivos del acuerdo, las tres organizaciones fomentarán el reconocimiento mutuo de los arquitectos estableciendo normas acordadas en la educación, formación y concesión de licencias.

b)
Servicios de ingeniería y servicios integrados de ingeniería
259. En el marco del AGCS, los Estados Unidos contrajeron compromisos en materia de acceso a los mercados respecto de los modos 1, 2 y 3 en relación con los servicios de ingeniería y los servicios integrados de ingeniería.  Las únicas reservas se refieren a los requisitos de nacionalidad para la concesión de licencias a ingenieros profesionales en el Distrito de Columbia y al requisito de residencia en el territorio en 12 estados.
  En su oferta inicial sobre servicios en el marco del Programa de Doha para el desarrollo, los Estados Unidos señalaron que considerarían la posibilidad de asumir respecto de los ingenieros compromisos semejantes a los contraídos en el marco de las disciplinas de la OMC sobre la reglamentación nacional en el sector de la contabilidad, si otros Miembros también lo hacían.

260. Todas las jurisdicciones de los Estados Unidos exigen una licencia, tanto a los nacionales como a los extranjeros, para ejercer la profesión de ingeniero.
  Las leyes relativas a la concesión de licencias para ejercer como ingeniero profesional varían en muchos casos de un estado a otro, aunque generalmente requieren la obtención de un diploma de un programa de estudios de ingeniería acreditado por la Junta de Acreditación de Ingeniería y Tecnología, el examen escrito de ingeniería básica, experiencia en el ámbito de la ingeniería en funciones de responsabilidad (cuatro años por lo general) y, posteriormente, el examen sobre los principios y la práctica de la ingeniería.

261. El Consejo Nacional de Examinadores de Ingeniería y Agrimensura, organización que agrupa a las autoridades profesionales subfederales de ingeniería y agrimensura, ha redactado una ley modelo para promover leyes uniformes en materia de concesión de licencias y de procedimientos al efecto, en todas las jurisdicciones estadounidenses;  la ley se revisó por última vez en agosto de 2002.
  La movilidad profesional entre las distintas jurisdicciones de los Estados Unidos suele concederse sobre la base de la reciprocidad.
262. La Junta de Acreditación de Ingeniería y Tecnología suscribió en 1988 un acuerdo de reconocimiento mutuo, denominado Acuerdo de Washington, con organismos profesionales de Australia, el Canadá, Irlanda, Nueva Zelandia y el Reino Unido;  Hong Kong, China y Sudáfrica se adhirieron posteriormente al acuerdo.  Los signatarios del acuerdo reconocen el elevado grado de equivalencia o semejanza de los respectivos procedimientos de acreditación.  En junio de 1995, se firmó también un acuerdo de reconocimiento mutuo con organismos profesionales del Canadá y México en el marco del TLCAN.
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� Documento TN/S/O/USA de la OMC, de 9 de abril de 2003.





� Servicio de Investigaciones Económicas (2003a).





� Departamento de Agricultura de los Estados Unidos (2003).  Estos datos difieren de los facilitados en el capítulo I (cuadros AI.1 y 2) debido principalmente a las diferencias en su clasificación.





� Documento G/AG/R/31 de la OMC, de 27 de agosto de 2002, apéndice 1.





� OCDE (2002a).





� Véanse datos en la información en línea del Servicio de Investigaciones Económicas.  Puede consultarse en:  http://www.ers.usda.gov.





� Cada año abarca diferentes períodos de gasto y producción.  Por ejemplo, el año 2002 corresponde al ejercicio de 2002 (octubre de 2001-septiembre de 2002) en lo que concierne a los desembolsos a los productores, y a la campaña agrícola de 2002-03 en lo que concierne a los ingresos de las explotaciones.


� El texto de la Ley puede consultarse en línea en:  http://www.usda.gov/farmbill/index.html.





� Véase el documento WT/WGTDF/W/14 de la OMC, de 19 de octubre de 2002, recuadro 5.





� La FSRIA define al productor como "el propietario, explotador, arrendador, arrendatario o aparcero que comparte el riesgo de producir un producto agrícola y tiene derecho a compartir el producto agrícola procedente de la explotación que está disponible para su comercialización, o que habría compartido dicho producto si se hubiera producido ".  Para un examen de las limitaciones de los pagos a la agricultura en los Estados Unidos, véase Departamento de Agricultura de los Estados Unidos (2002).





� Los contingentes arancelarios ("tariff quotas") son denominados "tariff rate quotas" en los reglamentos de los Estados Unidos.





� Jerardo (2002).





� Los procedimientos para el trámite de licencias de importación, incluidos los correspondientes a los productos lácteos y el azúcar, se detallan en el documento G/LIC/N/3/USA/3 de la OMC, de 9 de noviembre de 2000.


� Documento G/AG/N/USA/2/Add.3 de la OMC, de 5 de octubre de 2001.





� Documentos G/AG/N/USA/34, 40 y 45 de la OMC.





� Véase Servicio de Investigaciones Económicas (2003c).





� Documento G/AG/R/31 de la OMC, de 27 de agosto de 2002.





� Documento G/AG/N/USA/44 de la OMC, de 10 de marzo de 2002.





� Partidas 0204.21.00, 0204.22.40, 0204.23.40, 0204.41.00, 0204.42.40 y 0204.43.40 del Arancel de Aduanas Armonizado.





� Véanse las series WT/DS177 y WT/DS178.





� De conformidad con el artículo 5 del Acuerdo sobre la Agricultura, los Estados Unidos notificaron todas las líneas arancelarias a las que se aplicaba la salvaguardia especial basada en el precio (documento G/AG/N/USA/1 de la OMC, de 10 de febrero de 1995 y addendum).





� Documento G/AG/N/USA/41 de la OMC, de 16 de septiembre de 2002.





� Documento G/AG/N/USA/43 de la OMC, de 5 de febrero de 2003.





� Véase, por ejemplo, el documento G/AG/R/31 de la OMC, de 27 de agosto de 2002.





� Documentos G/AG/N/USA/36 y 43 de la OMC, de 22 de junio de 2001 y 5 de febrero de 2003, respectivamente.





� Documento G/AG/N/USA/43 de la OMC, de 5 de febrero de 2003.





� Documento G/AG/R/31 de la OMC, de 27 de agosto de 2002.





� Véase también Servicio de Investigaciones Económicas (2003a).





� Se entiende por préstamos de reembolso limitado los préstamos respecto de los cuales los productores pueden elegir entre reintegrar el principal y los intereses o ceder (entregar) a la CCC la garantía (el producto básico) como pago total del préstamo.





� La información en línea sobre los programas de las Fases 1, 2 y 3 puede consultarse en:  http://www.ers.usda.gov/briefing/cotton/specialprovisions.htm.





� Estas medidas se describen en el documento WT/DS267/1 de la OMC, de 3 de octubre de 2002.





� Para una descripción de los programas de gestión de los riesgos agrícolas, véase Servicio de Investigaciones Económicas (2003b).  La Unión Europea ha formulado preguntas con respecto a los programas de seguros de los Estados Unidos (documento G/AG/R/28 de la OMC, de 26 de octubre de 2001, páginas 27�29).





� Documentos G/AG/N/USA/39 y G/AG/N/USA/47 de la OMC, de 25 de abril de 2002 y 6 de junio de 2003, respectivamente.





� Información en línea del Servicio de Investigaciones Económicas.  Disponible en:  http://www.ers.usda.gov/Briefing/FarmPolicy/trade.htm.





� Información en línea del Servicio Exterior de Agricultura.  Disponible en:  http://www.fas.usda.gov/ info/factsheets/gsmprog.html.





� La información en línea sobre los programas de garantía de los créditos a la exportación puede consultarse en:  http://www.fas.usda.gov/excredits/exp-cred-guar.html.





� Información en línea del Servicio Exterior de Agricultura.  Disponible en:  http://www.fas.usda.gov/ excredits/Monthly/2002/02_09_30.pdf.





� Véase, por ejemplo, el acta de la reunión sobre el anterior examen de los Estados Unidos, que contiene las preguntas formuladas por escrito y las respuestas correspondientes (documento WT/TPR/M/88/Add.1 de la OMC, de 8 de enero de 2002).





� Las notificaciones de ayuda alimentaria de los Estados Unidos para el período 1999-2000 se recibieron en marzo de 2003, documento G/AG/N/USA/46 de la OMC, de 10 de marzo de 2003.





� Véanse detalles en la información en línea del Programa Mundial de Alimentos.  Disponible en:  http://www.wfp.org/interfais/index2.htm.





� Véanse detalles sobre las entregas de ayuda alimentaria en la información en línea del Servicio Exterior de Agricultura.  Disponible en:  http://www.fas.usda.gov/food-aid.html.





� Información en línea del Programa Mundial de Alimentos.  Disponible en:  http://www.wfp.org/ interfais/2000/explanatory_notes.htm.





� Información en línea del Servicio Exterior de Agricultura.  Disponible en:  http://www.fas.usda.gov/ excredits/pl480/foodaidtableii.pdf.





� Véanse, por ejemplo, las preguntas formuladas en el curso del anterior Examen de las Políticas Comerciales de los Estados Unidos (documento WT/TPR/M/88/Add.1 de la OMC, de 8 de enero de 2002).


� Documento G/STR/N/2/USA de la OMC, de 18 de julio de 1996.  Véase también la información en línea del Servicio Exterior de Agricultura.  Disponible en:  http://www.fsa.usda.gov/pas/publications/ facts/ccc.pdf.





� Trade Alert (2003).





� United Steel Workers of America (2003).





� En 2001, las importaciones mundiales de acero y productos de acero ascendieron a 257,9 millones de toneladas, de los cuales 27,8 millones fueron importaciones de los Estados Unidos.  Las exportaciones estadounidenses en ese mismo año fueron de 5,7 millones de toneladas.  Instituto Internacional del Hierro y el Acero (2003).





� Instituto Internacional del Hierro y el Acero (2003).





� Información en línea de la Oficina del Censo.  Disponible en:  http://www.census.gov/ foreign�trade/Press-Release/2002pr/12/steel.





� Información en línea de la Administración de Comercio Internacional.  Disponible en:  http://web.ita.doc.gov/ia/SunCase.nsf.  El acero y los productos relacionados con el acero investigados o abarcados por una orden incluyen todos los productos siderúrgicos de acero al carbono, aleado e inoxidable (productos laminados planos, productos largos y tuberías), así como ciertos productos manufacturados, como cable, alambre, alambre de espino (de púas) o accesorios de tubería fabricados en acero.  No incluyen el mineral de hierro, los productos de hierro y las ferroaleaciones, ni productos de elaboración más avanzada, como los rodamientos de bolas o los elementos de sujeción.





� Comisión de Comercio Internacional de los Estados Unidos, Antidumping and Countervailing Duty Orders by Product Group [en línea].  Disponible en:  http://www.usitc.gov/7ops/ad_cvd_orders.htm.





� Declaración del Presidente en relación con una Iniciativa Multilateral sobre el Acero, 5 de junio de 2001 [en línea].  Disponible en:  http://whitehouse.gov/new/releases/2001/06/20010605-4.html.





� La información en línea puede consultarse en:  http://www.ustr.gov/sectors/industry/ steel201/2003�03-21-exclusions-factsheet.PDF.





� Comunicado de prensa del Representante de los Estados Unidos para las Cuestiones Comerciales Internacionales, 21 de marzo de 2003.





� Federal Register, 31 de diciembre de 2002, volumen 67, Nº 55 [Rules and Regulations] [páginas 79845-79851], Departamento de Comercio, Administración de Comercio Internacional, 19 CFR Part 360 [Docket:  020711168-2325-02] RIN 0625-AA60 Steel Import Licensing and Surge Monitoring.





� Documentos WT/DS248/17, WT/DS249/11, WT/DS251/12, WT/DS252/10, WT/DS253/10, WT/DS254/10, WT/DS258/14, WT/DS259/13 de la OMC, de 14 de agosto de 2003.





� Discurso pronunciado el 26 de marzo de 2003 en el Congreso de los Estados Unidos por Andrew G. Sharkey, Presidente y Director Ejecutivo del Instituto Americano del Hierro y el Acero (AISI) [en línea].  Disponible en:  http://www.steel.org/news/pr/2003/pr030326.html.





� Comunicado de prensa del AIIS, 30 de enero de 2003 "AIIS President David Phelps:  Section 201 Steel Tariffs Only Delayed Steel Industry Restructuring And Hurt Steel Consumers" [en línea].  Disponible en:  http://www.aiis.org.





� Exclusion of Particular Products from Actions Under Section 203 of the Trade Act of 1974 with Regard to certain Steel Products;  Conforming changes and Technical Corrections to the Harmonized Tariff Schedule of the United States.  Federal Register, volumen 68, Nº 61, 31 de marzo de 2003 [en línea].  Disponible en:  http://www.ustr.gov/releases/2003/03/2003-03-21-steel.PDF.





� Comunicado de prensa de la USITC 03-037, Inv. Nº 332-452, 4 de abril de 2003 [en línea].  Disponible en:  http://www.usitc.gov/er/nl2003/ER0404aa1.htm.





� Comisión de Comercio Internacional de los Estados Unidos (2003a) y (2003b).





� Documento TN/RL/W/95 de la OMC, de 5 de mayo de 2003, Grupo de Negociación sobre las Normas, Elementos de un acuerdo sobre las subvenciones al acero:  Observaciones formuladas por los Estados Unidos.





� Estadísticas del Comercio Internacional de la OMC, varios números.





� La base de datos Dataweb de la USITC proporciona información exhaustiva y actualizada sobre las importaciones por productos, interlocutores comerciales y tipos de comercio;  puede consultarse en línea en:  http://dataweb.usitc.gov.





� Por ejemplo, en 2003 los tejidos de lana mezclada con filamentos artificiales (Nº 51112090 del SA) estaban protegidos por un derecho del 26,3 por ciento más 4,8 céntimos por kg , lo que suponía un descenso con respecto al 30 por ciento más 19,4 céntimos por kg en 2000.





� Documento G/TMB/W/5 del GATT, de 10 de octubre de 1994;  y documentos G/TMB/N/213/Corr.1, G/TMB/N/213/Add.1 y G/TMB/N/360 de la OMC, de 20 de marzo de 1997, 23 de mayo de 1997 y 19 de diciembre de 2000, respectivamente.





� Se trata de Bahrein; Bangladesh; Belarús; Brasil; Bulgaria; Camboya; China; Colombia; Corea (República de); Costa Rica; Egipto; El Salvador; Emiratos Árabes Unidos; Eslovaquia; Fiji; Filipinas; Guatemala; Hong Kong, China; Hungría; India; Indonesia; Jamaica; Kuwait; Laos; Macao; Macedonia; Malasia; Myanmar; Nepal; Omán; Pakistán; Polonia; Qatar; República Checa; República Dominicana; Rumania; Rusia; Singapur; Sri Lanka; Tailandia; Taipei Chino; Turquía; Ucrania; Uruguay; y Viet Nam.  La información puede consultarse en línea en:  www.customs.gov.





� Véase la información en línea de la Oficina de Textiles y Prendas de Vestir (OTEXA).  Disponible en:  http://otexa.ita.doc.gov.





� Véanse los párrafos 241 y 242 del informe del Grupo de Trabajo sobre la Adhesión de China, que figura en el anexo al Protocolo (documento WT/MIN(01)/3 de la OMC, de 10 de noviembre de 2001).





� Véase Federal Register, volumen 68, Nº 98, 21 de mayo de 2003, p. 27787.





� La composición de esas categorías se detalla en la información en línea de OTEXA.  Disponible en:  http://otexa.ita.doc.gov/corr.stm.





� Para determinar el origen de un producto "no admisible", los Estados Unidos aplican las normas establecidas en el artículo 334 de la Ley de los Acuerdos de la Ronda Uruguay (19 U.S.C. 3592), que se conocen como normas "Breaux-Cardin".





� El Programa Especial de Acceso se describe en la información en línea de OTEXA.  Disponible en:  http://otexa.ita.doc.gov/ita370pf.stm.





� El texto de la Ley de Comercio y Desarrollo modificada puede consultarse en línea en:  http://www.ustr.gov.





� Véase la Ley de Comercio y Desarrollo de 2000, artículo 104:  Requisitos de admisibilidad;  puede consultarse en línea en:  http://www.agoa.gov/agoa_legislation/agoa_legislation.html.





� Los criterios para poder seguir disfrutando de las ventajas se detallan en la información en línea del Representante de los Estados Unidos para las Cuestiones Comerciales Internacionales.  Disponible en:  http://www.ustr.gov/regions/whemisphere/camerica/factsheet.html.





� Antigua y Barbuda, Antillas Neerlandesas, Aruba, Bahamas, Barbados, Belice, Costa Rica, Dominica, El Salvador, Granada, Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, Islas Vírgenes Británicas, Jamaica, Montserrat, Nicaragua, Panamá, República Dominicana, Saint Kitts y Nevis, San Vicente y las Granadinas, Santa Lucía, y Trinidad y Tabago.





� Documento WT/DS192/R de la OMC, de 31 de mayo de 2001.


� Documento WT/DS192/AB/R de la OMC, de 8 de octubre de 2001.





� Documento WT/DS243/6 de la OMC, de 10 de octubre de 2002.





� Documento WT/DS243/R de la OMC, de 20 de junio de 2003.





� Véanse los documentos G/TMB/R/90, párrafo 33;  G/TMB/R/95, párrafo 10;  y G/TMB/R/98, párrafo 27, de la OMC, de 20 de septiembre de 2002, 27 de febrero de 2003 y 22 de mayo de 2003, respectivamente.





� Oficina de Estadísticas de Transporte (2003).





� Las exportaciones sumaron un total de 28.400 millones de dólares EE.UU., mientras que las importaciones ascendieron a 38.600 millones.  Se excluye el transporte de pasajeros (que se contabiliza como viajes).  La información en línea puede consultarse en:  http://www.bea.doc.gov/bea/international/bp_web/ simple.cfm?anon=240&table_id=3&area_id=3.


� La información en línea puede consultarse en:  www.marad.dot.gov/MARAD_statistics.





� La información en línea puede consultarse en:  www.marad.dot.gov/MARAD_statistics.





� Información en línea de la Administración Marítima del Departamento de Transporte de los Estados Unidos.  Disponible en:  http://www.marad.dot.gov.





� Información en línea de la Comisión Marítima Federal.  Disponible en.:  http://www.fmc.gov.





� Documento TN/S/O/USA de la OMC, de 9 de abril de 2003.





� Información en línea de la Administración Marítima del Departamento de Transporte de los Estados Unidos.  Disponible en:  http://www.marad.dot.gov/programs/smallvessel/small_vessel_waivers.html.





� Oficina de Análisis Estadístico y Económico de la Administración Marítima.





� Una tonelada de arqueo equivale a 40 pies cúbicos.





� Documento S/C/W/71 de la OMC, de fecha 24 de noviembre de 1998.





� Comisión Marítima Federal (2003).





� Información en línea de la Dirección de Seguridad del Transporte.  Disponible en:  http://www.tsa.gov/public/display?theme=40&content=85.





� Información en línea de la Administración Marítima del Departamento de Transporte de los Estados Unidos.  Disponible en:  http://www.marad.dot.gov/TitleXI/crf.html.





� Oficina de Estadísticas de Transporte.  Los datos financieros sobre las compañías aéreas de los Estados Unidos pueden consultarse en línea en:  http://www.bts.gov/oai/indicators/airtraffic/special/ sept_financials.pdf.





� OACI (2002).





� Departamento de Transporte de los Estados Unidos (2003).





� Información en línea de la Administración Federal de Aviación.  Disponible en:  http://www.faa.gov.





� En el marco de los acuerdos para el uso compartido de códigos, las compañías inscriben su código en los vuelos de otras líneas aéreas, con lo que ofrecen a sus clientes la posibilidad de nuevas rutas y nuevos destinos sin aumentar su capacidad.





� Véase la información en línea sobre el uso compartido de códigos.  Disponible en:  http://www.intl.faa.gov/restrictions/codapp.htm.





� 49 U.S.C. 40102(a)(15).





� Administración Federal de Aviación (2003).





� La Ley hace referencia al artículo 40118 del título 49 del Código de los Estados Unidos (49 U.S.C. 40118).





� Véanse, por ejemplo, Airline Business, julio de 2003;  y The Financial Times, 27 de mayo de 2003.


� La Ley puede consultarse en línea en:  http://www.treas.gov/offices/domestic-finance/atsb/ hr2926.pdf.





� Véase, por ejemplo, Oficina General de Intervención de Cuentas de los Estados Unidos (2001).





� El Reglamento del Programa de Garantía de Préstamos para Transportistas Aéreos se encuentra en el Federal Register de 12 de octubre de 2001.  Puede consultarse en línea en:  http://frwebgate.access.gpo.gov/ cgi-bin/getdoc.cgi?dbname=2001_register&docid=f:12ocr2.pdf.





� Puede consultarse la información en línea en:  http://insurance.faa.gov.





� La legislación puede consultarse en línea en:  http://apo.faa.gov/Insurance/49USC443.pdf.





� Véase la Oficina General de Intervención de Cuentas (2003a).





� Información en línea del Departamento de Transporte.  Disponible en:  http://www.dot.gov/affairs/ dot05602.htm.





� La orden puede consultarse en línea en:  http://www1.faa.gov/ats/ars/portfoliomanagement/ Downloads/whitehouse.pdf.





� La posición de los Estados Unidos sobre los servicios aeroportuarios figura en el documento S/C/W/198 de la OMC, de 3 de octubre de 2001, párrafo 36.  En el documento S/C/W/59 de la OMC, de 5 de noviembre de 1998, puede encontrarse la lista de Miembros que han contraído obligaciones en el marco de la OMC con respecto a los servicios aeroportuarios en esos ámbitos.





� Las disposiciones del TLCAN sobre el transporte aéreo se exponen en el capítulo 12, y especialmente en los artículos 1201 y 1213.  En el contexto del TLCAN, se entiende por "NMF" que las ventajas concedidas a una de las partes deben concederse también a la otra.





� Por servicios aéreos especializados se entienden:  los servicios de cartografía aérea, topografía aérea, fotografía aérea, control de incendios forestales, extinción de incendios, publicidad aérea, remolque de planeadores, paracaidismo, servicios aéreos para la construcción, transporte aéreo de troncos, vuelos panorámicos, vuelos de entrenamiento, inspección y vigilancia aéreas y rociamiento aéreo.





� TLCAN, Anexo I;  puede consultarse en línea en:  http://www.nafta-sec-alena.org/DefaultSite/legal/ index_e.aspx?articleid=252#air.





� La lista de los acuerdos de cielos abiertos celebrados por los Estados Unidos puede consultarse en línea en:  http://ostpxweb.dot.gov/aviation/intav/avtnintl.htm.





� La OACI define la "quinta libertad" como "el derecho o privilegio, respecto a los servicios aéreos internacionales regulares, otorgado por un Estado a otro, de desembarcar o embarcar, en el territorio del primero, tráfico procedente de un tercer Estado con destino al mismo".





� La séptima libertad se define como as "el derecho o privilegio, respecto a los servicios aéreos internacionales regulares, otorgado por un Estado a otro, de realizar tráfico entre el territorio del Estado otorgante y cualquier tercer Estado sin el requisito de que se incluya en dicha operación un punto cualquiera en el territorio del Estado beneficiario, o sea, que el servicio no tiene que estar conectado con un servicio con destino al Estado del transportista o procedente del mismo, ni constituir una extensión de dicho servicio".





� Información en línea del Departamento de Transporte.  Disponible en:  http://www.dot.gov/ affairs/2000/dot22200.htm.





� La octava libertad o "cabotaje consecutivo" se define como "el derecho o privilegio, respecto a los servicios aéreos internacionales regulares, de realizar tráfico de cabotaje entre dos puntos en el territorio del Estado otorgante en un servicio que se inicia o termina en el territorio nacional del transportista extranjero o (en relación con la llamada séptima libertad) fuera del territorio del Estado otorgante".





� OCDE (2003b), cuadro 3.1.  Véase también la información en línea de la Comisión Federal de Comunicaciones.  Puede consultarse en:  http://www.fcc.gov.





� OCDE (2001);  véase también la información en línea de la OCDE.  Disponible en:  http://www.oecd.org/pdf/ M00039000/M00039268.pdf.





� Véase la declaración del Presidente de la Comisión Federal de Comunicaciones (FCC), disponible en:  http://ftp.fcc.gov/Speeches/Powell/2003/spmkp301.txt.





� Información en línea de la Comisión Federal de Comunicaciones.  La Ley se puede consultar en:  http://www.fcc.gov.





� Véase la información en línea de la Comisión Federal de Comunicaciones.  Disponible en:  http://wireless.fcc.gov/rules.html.





� Se encontrará en línea una explicación del régimen de servicio universal de los Estados Unidos, en:  http://www.fcc.gov/wcb/universal_service/welcome.html.





� La prueba ECO permitía a los solicitantes extranjeros entrar en el mercado estadounidense en el caso de que los mercados de sus países ofrecieran oportunidades competitivas efectivas a empresas de los Estados Unidos.





� El texto completo de la Orden sobre Participación Extranjera se puede consultar en línea en:  http://www.fcc.gov/ib/pd/pf/wto.html.





� La clasificación de operadores dominantes se establece en 47 CFR 63.10.





� Véase el párrafo 59 de la Orden sobre Participación Extranjera.





� Véase la información en línea del USTR.  Disponible en:   http://www.ustr.gov/sectors/ industry/Telecom1377/ index.htm.





� Véanse los documentos de la serie WTO/DS204.





� Documento WT/TPR/M/88/Add.1 de la OMC, de 8 de enero de 2002.





� Tales compromisos figuran en el documento GATS/SC/90/Suppl.2 de la OMC, de 11 de abril de 1997.  





� Preguntas escritas del Canadá, la Unión Europea y el Japón, documento WT/TPR/M/88/Add.1 de la OMC, de 8 de enero de 2002.





� El título de la Orden es:  Modificación de las Políticas de Reglamentación de la Comisión para Autorizar a Estaciones Espaciales Extranjeras con Licencia a Suministrar Servicios Nacionales e Internacionales de Satélite en los Estados Unidos, Primera Orden de Reconsideración, 1999 (Primera Orden de Reconsideración DISCO II).  Disponible en línea en:  http://www.fcc.gov/Bureaus/International/ Orders/1999/fcc99325.txt.





� Excepto los servicios de radiodifusión directa por satélite, los servicios de televisión de radiodifusión directa al hogar y los servicios de audio digitales.





� Documento GATS/EL/90/Supp.2 de la OMC, de 11 de abril de 1997.  Un satélite de radiodifusión directa es un satélite de gran potencia que transmite o retransmite señales para su recepción directa por el público.  Las señales se transmiten a una pequeña estación terrestre o a una antena parabólica instalada en las viviendas u otros edificios.





� Documento GATS/EL/90/Suppl.2 de la OMC, de 11 de abril de 1997.





� Información en línea de la Comisión Federal de Comunicaciones.  Disponible en:  http://www.fcc.gov/Daily_Releases/Daily_Business/ 2000/ db0525/fc00186c.txt.


� Véase Memorando de Opinión y Orden, FCC 01-107, párrafos 34-40 (emitida el 29 de marzo de 2001) (Orden relativa a New Skies), the Matter of New Skies Satellites, N.V. Request for Unconditional Authority to Access the U.S.  Market.





� La Orden relativa a Inmarsat es FCC 01-272, dictada el 9 de octubre de 2001.





� OCDE (2003b), Capítulo VI.





� En virtud del sistema de tasas de distribución, el operador del lugar de origen factura al cliente las llamadas internacionales y compensa al operador en el país de destino por la terminación de las llamadas, según la tarifa (fija) de liquidación, que se fija en la mitad de la tasa de distribución.  Al aumentar la competencia, las negociaciones comerciales entre operadores han ido sustituyendo gradualmente a esta reglamentación.





� El texto completo de esta Orden se puede consultar en línea en:  http://www.fcc.gov/Bureaus/ International/ Orders/1999/fcc99073.pdf.





� Para encontrar información sobre la competencia en los servicios móviles en los Estados Unidos véase el Octavo informe sobre la competencia en los servicios radioeléctricos móviles comerciales, FCC 03-150 [en línea].  Disponible en:  http://wireless.fcc.gov/archive.html.





� Por ejemplo, las autoridades han observado que en la clasificación utilizada para los servicios en el marco del AGCS, los servicios por cable y por satélite no se incluyen en la subcategoría de servicios audiovisuales a pesar de que se utilizan muy frecuentemente para transmitir servicios de espectáculos.





� Las emisoras locales de televisión distribuyen programas de redes y otros programas de origen local, regional o nacional.





� Véase FCC News Release, 2 de junio de 2003 [en línea].  Disponible en:  http://www.fcc.gov /Daily_Releases /Daily_ Business/2003/db0602/DOC-235047A1.pdf.





� Prometheus Radio Project v. Federal Communications Commission, Nº 03-3388 (3ª Cir. 3 de septiembre de 2003) (per curiam)( resolución por la que se acepta la petición de aplazar la fecha de entrada en vigor de las nuevas normas de la Comisión Federal de Comunicaciones sobre la propiedad).





� Documento GATS/EL/90 de la OMC, de 15 de abril de 1994.





� Asociación de Sociedades de Valores (2002).





� Véase información en línea.  Disponible en:  http://www.federalreserve.gov/ releases/lbr/current/lrg_ bnk_lst.pdf.





� Las sociedades "Edge Act" son filiales separadas que se limitan a las actividades bancarias internacionales especificadas en la "Edge Act".  Entre las actividades nacionales que se permiten figuran la recepción de depósitos de gobiernos extranjeros, la financiación de contratos, la ejecución de proyectos en el extranjero y la financiación de importaciones y exportaciones.





� El valor total de mercado de las acciones comercializadas en la Bolsa de Nueva York ascendía a 9,9 billones de dólares EE.UU. el 30 de abril de 2003.  Véase información en línea.  Disponible en:  http://www.nyse.com/marketinfo/p1020656068262.html?displayPage=%2 Fmarketinfo%2Fmarketinfor.html.





� Información procedente de la Asociación Nacional de Administradores de Seguros y facilitada por las autoridades.





� Swiss Re, Sigma, Nº. 6/2002 [en línea].  Disponible en:  http://www.swissre.com.


� La Ley Gramm-Leach-Bliley fue notificada a la OMC en el documento S/C/N/121, de 6 de junio de 2000.


� Las sucursales y agencias tienen facultades comparables y están sujetas a una supervisión similar;  sin embargo, las agencias no pueden aceptar depósitos de ciudadanos o residentes estadounidenses.





� Se puede acceder al reglamento definitivo de aplicación de las disposiciones de la Ley Gramm-Leach-Bliley sobre sociedades holding financieras en la información en línea del Consejo de la Reserva Federal.  Se puede consultar en:  http://www.federalreserve.gov.





� Véase la información en línea de la Reserva Federal.  Disponible en:  http://www.federalreserve.gov/boarddocs/ press/boardacts/2000/20001221 3/attachment.pdf.





� La lista de las instituciones se puede consultar en línea en:  http://www.federalreserve.  gov/generalinfo/fhc.





� Oficina de Presupuesto del Congreso (1985), y (2003b).





� Las transacciones establecidas son la compra de activos de una empresa filial, la concesión de créditos a una empresa filial, las inversiones en acciones emitidas por una empresa filial, garantías en nombre de una empresa filial y otras transacciones que exponen a un banco a un riesgo derivado de un crédito o inversión de una empresa filial.  Aunque los artículos 23A y 23B se aplican únicamente a los bancos que son miembros del Sistema de la Reserva Federal, otras leyes federales someten a los bancos y asociaciones de ahorro asegurados que no son miembros del Sistema a los artículos 23A y 23B del mismo modo y en la misma medida que a los bancos miembros del Sistema.





� 12 CFR Part 223, [Reglamento W;  Docket Nº R-1103], Transacciones entre bancos miembros y sus filiales.  El texto completo del reglamento definitivo se puede consultar en línea en:  http://www.federalreserve.gov/boarddocs/ press/bcreg/2002/20021127/attachment1.pdf.





� La Lista de Exenciones NMF de los Estados Unidos en los servicios financieros figura en el documento GATS/EL/90/Suppl.3 de la OMC, de 26 de febrero de 1998.





� Documento TN/S/O/USA de la OMC, de 9 de abril de 2003.





� Arizona, Arkansas, Colorado, Indiana, Iowa, Minnesota, Montana, Nebraska, Nuevo México, Dakota del Norte, Oklahoma, Rhode Island, Carolina del Sur, Dakota del Sur, Tennessee, Vermont, Virginia, y Wisconsin.





� Alabama, Arizona, Arkansas, Colorado, Delaware, Indiana, Kansas, Luisiana, Maryland, Michigan, Minnesota, Mississippi, Montana, Nebraska, Nevada, Carolina del Norte, Dakota del Norte, Oklahoma, Oregón, Pensilvania, Carolina del Sur, Tennessee, Vermont, Virginia, Washington, Virginia Occidental, Wisconsin, y Wyoming.





� Se trata de los estados de Delaware, Georgia, Luisiana, Mississippi, Missouri, y Oklahoma.





� Arizona, Arkansas, Colorado, Kansas, Kentucky, Michigan, Mississippi, Montana, Dakota del Norte, Oregón, Rhode Island, Carolina del Sur, Dakota del Sur, Tennessee, Vermont, Virginia, Wisconsin, y Wyoming.





� Información disponible en línea en:  http://www.sec.gov/rules/final/ic-25666.htm#executive.





� Para un análisis pormenorizado de la relación entre el capítulo 14 (Servicios financieros) del TLCAN y las disposiciones de la OMC, véase Schefer (1999), pp. 315-364.





� Dichas normas son las Normas internacionales de divulgación de las ofertas transfronterizas y El registro inicial en Bolsa de empresas de emisión extranjeras, elaboradas por la Organización Internacional de Comisiones de Valores.





� Al 30 de septiembre de 2002, estaban registradas en la CFTC los siguientes extranjeros:  91 corredores de bolsa, de un total de 8.624;  17 agentes de bolsa independientes de un total de 1.330, y 1.981 personas asociadas de un total de 45.381.  Dos empresas extranjeras estaban registradas como comisionistas de futuros en la CFTC, de un total de 179, algunas de ellas propiedad de empresas matrices extranjeras.  Las cifras, basadas en datos del informe anual de la CFTC correspondiente al ejercico de 2002, indican un ligero aumento de la participación extranjera en los últimos años (véase OMC, 1999).  El informe de la CFTC se puede consultar en línea en:  http://www.cftc.gov/files/anr/anr2002.pdf.





� La CFTC ha propuesto recientemente que se modifiquen estos requisitos (véase Federal Register, volumen 68, p. Nº 131, páginas 40,835-40,84840, 9 de julio de 2003).





� Alemania , Australia, Brasil, Canadá, España, Francia, Japón, Nueva Zelandia, Singapur y el Reino Unido.  Información disponible en línea en:  http://www.cftc.gov/cftc/cftcreports.htm.





� En este contexto, la CFTC ha señalado que se entiende por "cliente establecido fuera de los Estados Unidos" una persona no residente o un cliente no estadounidense, pero puede tratarse también de nacionales de los Estados Unidos no residentes.  Véase Federal Register, volumen 57, p. 36.369, 13 de agosto de 1992.





� Alemania, Argentina, Australia, Austria, Bélgica, Brasil, Canadá, Dinamarca, España, Finlandia, Francia, Irlanda, Italia, Japón, México, Países Bajos, Nueva Zelandia, Suecia, Suiza, Reino Unido y Venezuela.





� Comisión de Comercio de Futuros de Productos Básicos (2002), pp. 23-24.





� Las 10 empresas contra las que se llevaron a cabo actuaciones son las siguientes:  Bear, Stearns & Co. Inc.;  Credit Suisse First Boston LLC;  Goldman, Sachs & Co.;  Lehman Brothers Inc.;  J.P. Morgan Securities Inc.;  Merrill Lynch, Pierce, Fenner & Smith Inc.;  Morgan Stanley & Co.  Inc.;  Salomon Smith Barney Inc.;  UBS Warburg LLC, y U.S.  Bancorp Piper Jaffray Inc.  Véase información en línea, en:  http://www.sec.gov/ news/press/2003-54.htm.





� Los 14 estados que no autorizan el establecimiento de sucursales de compañías de seguros no estadounidenses son Arkansas, Arizona, Connecticut, Georgia, Hawai, Kansas, Maryland, Minnesota, Nebraska, Nueva Jersey, Carolina del Norte, Tennessee, Vermont, y Wyoming.  





� Véase la lista completa en OMC (2001), capítulo IV 7) iv) c).





� OMC (2001), cuadro IV.5.


� Información disponible en línea en:  http://www.naic.org.





� Información disponible en línea en:  http://www.naic.org.


� Los "compacts" son acuerdos vinculantes entre dos o más estados, que tienen primacía sobre las leyes estatales.  Se encontrará información detallada sobre el acuerdo de reglamentación de los productos de seguros en:  http://www.naic.org/compact/docs/ compact (AnnLife)(12-8-02).doc.





� Documento GATS/SC/90/Suppl.3 de la OMC, de 26 de febrero de 1998.





� Bureau of Economic Analysis (2001).  U.S. Department of Commerce, "U.S.  International Services:  Cross-Border Trade and Sales, Through Affiliates, 1986-2002", cuadro 7.16, Business Professional and Technical Services, Unaffiliated, 2001 [en línea].  Disponible en:  http://www.bea.doc.gov/bea/di/ 1001serv/1003serv/Tab7.xls.


� Documento S/WPDR/W/23 de la OMC, de 10 de marzo de 2003.





� Documento S/WPDR/W/23 de la OMC, de 10 de marzo de 2003.





� Documento S/CSS/W/20 de la OMC, de 18 diciembre de 2000, de la OMC.





� Deloitte Touche Tohmatsu, Ernst & Young International, KPMG International, y Price Waterhouse-Coopers Lybrand.





� Borga y Mann (2003).





� Todos los estados, salvo Arizona, Carolina del Norte y Wyoming, prohíben la práctica de la contabilidad pública sin licencia.  Documento de la OMC S/WPPS/W/7/Add.10 de la OMC, 24 de julio de 1996.





� La información sobre el AICPA se puede consultar en línea en:  http://www.aicpa.org/index.htm.





� Los 50 estados, Washington, D.C., Puerto Rico, las Islas Vírgenes y Guam cuentan con asociaciones de contadores públicos autorizados independientes.





� Información disponible en línea en:  http://www.nasba.org.





� Algunos estados pueden exigir un examen adicional sobre cuestiones éticas y reglamentación local.





� Documento S/WPPS/W/7/Add.10 de la OMC, 24 de julio de 1996.





� No se exige la nacionalidad si el solicitante procede de un país que concede privilegios similares a los ciudadanos de Carolina del Norte.





� Documentos GATS/S/C/90, de 15 de abril de 1994, y TN/S/O/USA de la OMC, de 9 de abril de 2003.


� Documentos S/C/N/51, de 10 de febrero de 1997, y S/C/N/68 de la OMC, de 13 de marzo de 1998.





� Los servicios distintos de los de auditoría que se les prohíbe suministrar son los siguientes:  teneduría de libros;  elaboración y aplicación de sistemas de información financiera;  servicios de evaluación o valoración;  servicios actuariales;  servicios de auditoría interna contratados externamente;  funciones de gestión o recursos humanos;  servicios de corredores o agentes, asesoramiento de inversiones y servicios bancarios de inversiones;  servicios jurídicos, y servicios de expertos no relacionados con la auditoría.  Para poder suministrar servicios distintos de los de auditoría que no estén expresamente prohibidos es preciso comunicarlo y contar con la autorización del comité de auditoría.





� Comisión de Valores y Bolsa, 17 CFR Parts 210, 240, 249 y 274.  Release Nº 33-8183;  34-47265;  35-27642;  IC-25915;  IA-2103, FR-68, File Nº S7-49-02 RIN 3235-AI73.  Disponible en línea en:  http://www.sec.gov/rules/final/33-8183.htm.


� Resumen de las actuaciones de la Comisión de Valores y Bolsa y de las disposiciones conexas de conformidad con la Ley Sarbanes-Oxley de 2002, Press Notice, 30 de julio de 2003.  Se puede consultar en línea en:  http://www.sec.gov/news/press/2003-89a.htm.





� Borga y Mann (2000).





� Las nueve jurisdicciones son el Distrito de Columbia, Indiana, Michigan, Minnesota, Mississippi, Nueva Jersey, Ohio, Dakota del Sur y Tennessee;  las 16 jurisdicciones son Hawai, Iowa, Kansas, Massachusetts, Michigan, Minnesota, Mississippi, Nebraska, Nueva Jersey, Nueva Hampshire, Oklahoma, Rhode Island, Dakota del Sur, Vermont, Virginia, y Wyoming.





� Documento TN/S/O/USA de la OMC, de 9 de abril de 2003.





� Información en línea de la Asociación de Abogados de los Estados Unidos.  Disponible en:  http://www.abanet.org.





� Nueva York autoriza a quienes hayan obtenido un título de aptitud y hayan ejercido la abogacía en un país cuya jurisprudencia se basa en el common law ingles a presentarse al examen de admisión al colegio de abogados sin haber obtenido una formación jurídica adicional.





� Sin embargo, solamente 15 estados (Alaska, California, Connecticut, Florida, Georgia, Hawai, Illinois, Michigan, Minnesota, Nueva Jersey, Nueva York, Ohio, Oregón, Texas, y Washington) y el Distrito de Columbia han consolidado en la OMC la presencia comercial para los servicios jurídicos.





� Información disponible en línea en:  http://www.sec.gov/news/press/2003-13.htm.


� Bureau of Economic Analysis (2003a).





� Documento TN/S/O/USA de la OMC, 9 de abril de 2003.





� Se puede obtener más información en línea en:  http://www.aia.org/institute.





� Información disponible en línea en:  http://www.ncarb.org/reciprocity/interrecognition.html.





� Información disponible en línea en:  http://www.ncarb.org/NewsClips/dec02ace.htm.





� Idaho, Iowa, Kansas, Maine, Mississippi, Nevada, Oklahoma, Carolina del Sur, Dakota del Sur, Tennessee, Texas, y Virginia Occidental.





� Documento TN/S/O/USA de la OMC, de 9 de abril de 2003.





� Documento S/C/W/77 de la OMC, de 8 de diciembre de 1998.





� Información disponible en línea en:  http://www.ncees.org/licensure/licensing_boards.





� Disponible en línea en:  ttp://www.ncees.org/introduction/about_ncees/ncees_model_law.pdf.
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